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				El Poder Judicial de la Ciudad de México, en su constante búsqueda de (in)formar y actualizar a los funcionarios, servidores públicos, académicos, estudiantes y a la sociedad en general, propone en este número de la Revista una exploración del difícil camino que ha debido transitar la implementación del Sistema de Justicia Penal para Adolescentes, así como de los retos y obstáculos a los que se sigue enfrentando. La justicia para adolescentes no se trata de una justicia menor, debe tomarse en cuenta quela infancia y la juventud de nuestro país son la base sobre la que se forja nuestro futuro. 

				El 16 de junio de 2016 se promulgó la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes (LNSIJPA), para dar cumplimiento a las reformas del 2005 y 2015. Dicha ley buscó sistematizar criterios con la finalidad de evitar inconsistencias y vacíos legales entre legislaciones federales y locales, contempló la justicia restaurativa, la reinserción y la reintegración social y familiar del adolescente, además de la garantía de los derechos humanos de este grupo etario, a quienes al crearse una ley específica se les dio una denominación y un trato especial, como lo es: “adolescentes en conflicto con la ley penal”. 

				Asimismo, en esta entrega de nuestra publicación, se analiza el mecanismo de control ordinario —surgido luego de la entrada en vigor de la Ley Nacional de Ejecución Penal de 2016— en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento en los centros de reinserción social. 

				Se aborda también la inquietante cuestión de inseguridad y delincuencia organizada en México, así como las estrategias de combate que los distintos gobiernos y, especialmente el actual, han implementado, como la creación de la Guardia Nacional —institución armada de seguridad—, sobre la cual se cuestiona su real eficacia en el presente contexto. 

				Nuestra Casa de Justicia se suma a la reflexión de los temas urgentes y espera ser una herramienta al servicio de la sociedad. 
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				* Magistrado de la Segunda Sala de Justicia para Adolescentes del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. 
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				Es un hecho que en el Sistema de Justicia Mexicano se generó una gran expectativa a partir de la reforma al artículo 18 Constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2005 (reformando el párrafo cuarto y adicionando el quinto y el sexto).1 No obstante, como suele suceder cuando de implementar una reforma se trata, no habiendo parámetros específicos de los cuales partir, cada uno de los Estados de la Federación y el entonces Distrito Federal (en lo sucesivo DF), trabajaron a su propio ritmo, pues sus órganos de gobierno no solo determinaron sus tiempos, sino además imprimieron 

				
					1	Reforma que conforme a sus dos primeros artículos TRANSITORIOS, entró en vigor a los tres meses siguientes de su publicación en el Diario Oficial de la Federación (en adelante DOF), estableciendo que a los Estados de la Federación y al entonces Distrito Federal se concedía un plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor del Decreto, para crear las leyes, insti-tuciones y órganos que se requirieran para la aplicación de dicho Decreto.

						Con posterioridad, por decreto publicado en el DOF de fecha 14-08-2009, se adicionó un párrafo al artículo SEGUNDO, así como un artículo TERCERO TRANSITORIO, en los que respectivamente se dispuso que la Federación contaría con un año para los mismos efectos de la implementación del sistema de justicia integral para adolescentes y, por otra parte, también estableció que los asuntos en trámite hasta el momento en que entraran en vigor las leyes y se implementaran las instituciones y los órganos referidos en ese Decreto, deberían concluirse conforme a la legislación con que se iniciaron; mientras que los asuntos que se encontraren pendientes de resolución en el momento en que iniciara la operación del nuevo sistema se remitirían a la autoridad que resultare competente para que continuara en el conocimiento de estos hasta su conclusión.
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				estilos y tendencias; de ahí que aunque se partía de una misma reforma constitu-cional, es evidente que finalmente, no se siguieron los mismos derroteros, criterios, ni esquemas sobre los que se sustentarían los ordenamientos jurídicos y procedimientos que habrían de materializarlas.

				En efecto, pese a que para cumplir con el decreto constitucional en la mayoría de los estados de la República Mexicana, transcu-rrieron casi 3 años, como así aconteció en la Ciudad de México (en lo sucesivo CDMX), para el año 2008 en que se llevó a cabo la Reforma Constitucional Penal que involucró el cambio al sistema acusatorio, aun nos encontrábamos ante una recién estrenada y por ende, incipiente y desorientada Justi-cia Especializada, pero a la que desde luego no se le podían regatear méritos, en cuanto constituyó un cambio de paradigma y mar-có un importante avance por virtud del cual permitió ver reflejada la madurez y edad adulta del sistema jurídico de una nación; sin embargo, no solo en aquel momento, sino incluso en la actualidad, sabemos que aún queda mucho trecho por recorrer y seguramente en el camino encontraremos situaciones que nos obligarán a sortear diversas problemáticas que habrán de llevarnos a realizar ajustes (sustituciones, derogaciones) o incluso meter reversa a efecto de rehacer lo que sabremos reco-nocer que no ha funcionado total o par-cialmente.

				En tal tenor, pese al entusiasmo genera-do por la reforma y ante la expectativa del reto de organizar y generar las condiciones y el ambiente propicio para el adecuado funcionamiento del Sistema de Justicia 

			

		

		
			
				para Adolescentes, debieron de sortearse múltiples problemáticas, derivadas de inicio por el sistema federalizado de gobierno existente en México, dado que por cons-tituirse en “una República representativa, democrática, laica y federal, compuesta por Estados libres y soberanos”, 2 a cada una de las entidades se les dotó de facultades para determinarse en todo lo concerniente a su régimen interior, siempre que no estu-vieran reservadas a la federación; fórmula que durante mucho tiempo ha contribuido a que en materia legislativa se generara un verdadero desorden, dado que en función de tal libertad, pese a los principios que ani-maron la reforma constitucional en materia de justicia juvenil y que en esencia son los que debían ser tomados en consideración por tratarse de principios específicos del sistema, en cada uno de los estados de la República Mexicana fueron interpreta-dos de forma diferente y, al amparo de su concepción de soberanía, promulgaron legislaciones en materia de justicia para adolescentes con diversidad de criterios. 3

				Así, independientemente de la variedad de principios específicos que son aplicables al sistema, desde luego, debe partirse de 

				
					2	Así se establece actualmente en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

					3	En el año 2005, el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos rezaba textualmente: “Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental.”, aunque por reforma publicada en el DOF de fecha 30-11-2012, se adicionó a efecto de referir que se trata de una “… República representativa, democrática, laica y federal…”.
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				aquellos a los que se les ha denominado como “los 4 principios rectores” y que se desprenden de la misma Convención de los derechos del Niño, relativos a:

				1. Igualdad y No discriminación (Art. 2).

				2. Interés Superior del Niño (Art. 3).

				3. Derecho a la vida, desarrollo y supervi-vencia (Art. 6).

				4. Derecho a ser escuchado (Art. 12).

				En efecto, del análisis de las leyes corres-pondientes, pudieron advertirse evidentes discrepancias no solo con los lineamien-tos de la Reforma Constitucional citada, sino entre las propias disposiciones esta-tales de la materia, lo cual no permitió en su momento propiciar y concretar la homologación normativa en un ambiente adecuado, conciliador y prudente, desde el que pudiera diseñarse con eficiencia el contenido de las etapas y características del proceso correspondiente a tal sistema; lo que pudo advertirse de facto, por la for-ma en que los diversos Estados que con mayor celeridad se abocaron a ponerlo en marcha, delinearon sus procedimientos en los ordenamientos respectivos, preten-diendo incluso ubicarse a la vanguardia de las tendencias mundiales en procesamiento penal para Adolescentes, al incluir en su tramitación, tanto principios del “Sistema Acusatorio” (relativos entre otros a la con-tradicción, inmediación, concentración de actuaciones, así como al debido proceso y a la presunción de inocencia), desta-cando por otra parte los propios del de Justicia para Adolescentes, sobre todo los del Interés Superior del Adolescente y el de Especialidad.

			

		

		
			
				De lo expuesto, es fácil advertir que al adoptarse medidas individualistas en las que cada entidad competía por ser de las pri-meras que recogieran las mejores prácticas y tendencias normativas, se derivaron unaserie de situaciones que requerían de una inmediata y especial atención, no solo por parte de aquellos a quienes correspondía verificar que en la etapa final de transición del sistema administrativo de Adolescentes, que migró al sistema jurisdiccional, hubiera una implementación adecuada para su desa-rrollo equilibrado y funcional, sino porque parte importante de ello involucraba atender a la corrección de yerros y de omisiones que legislativamente se evidenciaron después de la publicación e iniciación de vigencia de las respectivas leyes de Justicia para Adolescentes, incluyendo una de las últimas que hasta el año 2008 entró en vigor en la capital del país; sin embargo, entre las prisas de unos y la apatía de otros, hubo situaciones que no fueron previstas pese a las experiencias previas en el ámbito legislativo, redundando en problemas de congruencia con un sistema que para tratar de evitar nulificar sus efectos protectores de derechos fundamentales, tendría que abocarse a resolver las problemáticas gene-radas en su implementación.

				I. Así, un primer inconveniente surgió a partir de la redacción del dispositivo constitu-cional que aborda el tema de la Soberanía estatal al que previamente nos referimos, puesto que reviste importancia relevante, en cuanto que dada la concepción que se expone respecto de dicho término y aban-derados por la libertad que se reconoce 
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				a cada Estado de promulgar sus leyes, no faltaron quienes con su gastado discurso de Soberanía que solo fue promotor del caos legislativo, generaron confrontación por su reticencia a no entender que lo que se buscaba era la congruencia y la unificación legislativa.4

				Es así que los congresos de cada Estado de la República, en ejercicio de su “soberanía” y por ende, de su facultad de autorregulación en lo concerniente a su régimen interior, legislaron en materia deJusticia para Adolescentes al amparo de lo dispuesto por el artículo 41 de la mis-ma Carta Magna; empero en tal aspecto se advierte la antinomia referida por Ferrajoli, quien siguiendo a Bodin en su definición de soberanía (potestas legibus solutus), incorpora dos desarrollos paralelos y opues-tos, llevándonos a la reflexión de que la historia de la soberanía interna supone su progresiva disolución con la formación de estados democráticos y constitucionales, de lo que se desprende que ante un Esta-do Constitucional de Derecho, se vacía el contenido real del concepto de soberanía en su dimensión interna, revelándose como 

				
					4	Franco Guzmán refiere que la facultad de legislar en materia penal de cada estado de la República contribuyó a dificultar no solo la procuración, sino también la impar-tición de justicia, ya que desde el siglo XIX en el ánimo de copiar el sistema de “Estados Unidos de América”, se propició que tuviéramos un verdadero mosaico de códigos penales y procesales carentes de uniformidad, unidad, ni concierto, concluyendo que por ello estábamos en el completo caos. Ricardo Franco Guzmán, La necesidad de unificar la legislación penal en toda la República. Los desafíos de la seguridad pública en México, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, PGR, 2002, pp. 75-79.

				

			

		

		
			
				una categoría incompatible con el derecho,5 llevándonos a la conclusión de que en tal caso, habrá que decidir entre el pleno ejer-cicio de la democracia y el de los derechos fundamentales.

				En este contexto cabe reconocer que la esencia del Estado de Derecho garantista que tan profundamente ha desarrollado Ferrajoli en oposición al Estado liberal, ha llevado a un sin número de estudiosos a seguir de cerca al jurista italiano, anali-zando o simplemente compendiando su teoría, la que incide, como es lo deseable, en superar la tradición de la primacía de lo político por sobre lo jurídico, en donde el Estado de derecho garantista se propone invertir los papeles: esto es, que el derecho ya no sea más un instrumento de la polí-tica, sino al contrario, que la política sea el instrumento del derecho, sometida, en todos los casos a los vínculos normativos constitucionales.6

				Desde luego la idea era superar tal caos legislativo, que fue generado al no pen-sar en términos de democracia, derechos y garantismo, sino simplemente en un afán copista, pues nuestro federalismo a decir de 

				
					5	Sin embargo, no limita su análisis al régimen interno de los estados, sino incluso al externo, en el concierto de naciones, evidenciando la razón del por qué en un mundo globalizado, frente a otros países, deba privar el estado de derecho frente a su concepción de nación soberana, priorizando bajo tales parámetros los derechos de los ciudadanos. Luigi Ferrajoli, Más allá de la Soberanía y la Ciudadanía: un ”constitucio-nalismo” global, pp. 173-177, Consulta http://www.lluisvives.com/servlet/SirveObras/doxa/12504985356703728543657/isonomia09/isonomia09_10.pdf

					6	El modelo garantista de Luigi Ferrajoli, Lineamientos Generales, Rodolfo Moreno Cruz, edición electrónica, consulta 20/julio/2011 en Conatrib, http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/cont/120/art/art6.htm
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				Franco Guzmán, fue el resultado de copiar el sistema de Estados Unidos de Norte-américa, lo que en su momento eliminó la posibilidad de que el Congreso de la Unión pudiera legislar en materia penal en los diver-sas entidades federativas; aunque a decir verdad, en política tal aspecto en esencia no constituía garantía de certeza jurídica.

				En efecto, baste recordar como un claro ejemplo, que cuando el Congreso también tenía la facultad de legislar en materia penal del fuero común para la capital del país hasta antes del año 2002, en vez de conciliar las legislaciones procesales Federal y la del entonces DF, emitió Códigos que más allá de la materia, tenían claras y marca-das diferencias, con trato desigual incluso a institutos jurídicos similares, amén de que las reformas que se realizaban a cada uno de tales ordenamientos, eran a veces extremistas, empero lo que sí es importante rescatar del trabajo de Franco Guzmán en el contexto que se analiza, es su referencia a los antecedentes de países que tienen un solo Código Penal (cita como ejemplos a Suiza y Brasil), conminando a dejar de imitar a la Unión Norteamericana y gene-rar las condiciones para redactar un solo Código, tanto sustantivo, como adjetivo,7 lo que para los efectos de nuestro análisis es un tema prioritario, más aún porque en el contexto continental americano, los Estados Unidos de Norteamérica y México 

				
					7	Desde luego reconocemos que se han logrado avances al respecto, pero aunque importante, solo es en parte, dado que actualmente si bien ya se expidió un Código Nacional de Procedimientos Penales (publicado en el DOF 5-mar-2014), la deuda se mantiene aún respecto del Código Sustantivo. Ibidem Ricardo Franco Guzmán. pp. 78 y 79.

				

			

		

		
			
				son los únicos países que mantienen tal sistema federal en lo relativo a la función legislativa que nos ocupa.

				Por consiguiente, no obstante la conclu-sión y la posible solución parcial sugerida por Franco Guzmán, es un hecho que el problema destacado por Ferrajoli, respecto a que en muchas sociedades se antepone lo político a lo jurídico, subsiste en nuestra realidad social, corrompiendo el Estado de Derecho, en tanto se lleva a cabo como una práctica cotidiana en distintos ámbitos gubernamentales, con repercusiones hacia el entorno social, cultural, económico e incluso psicológico, puesto que el ciuda-dano promedio ya da por descontado que en nuestro país existe la corrupción y la ve normal; mientras que su valoración acerca de la violencia de igual forma ha cambiado radicalmente en lo que va de este siglo (realmente se puede percibir más temor en la gente, por los precios al acudir al supermercado, por el pago de impuestos, por trámites burocráticos o cuando se ve una película de terror, que debido a las noticias cotidianas de comisión de delitos como fraudes millonarios –de servidores públicos— y de nota roja).

				Lamentable es advertir que pese a que la Convención sobre los Derechos del Niño proclamada y adoptada por la Asamblea General de la ONU el 20 de noviembre de 1989, es el tratado internacional de derechos humanos más ampliamente respaldado,8 en muchas regiones de los 

				
					8	Según información proporcionada por Save the Children, 196 naciones lo han ratificado, entre ellos México y España en 1990, al igual que otros en el mundo; solo los Estados Unidos de Norteamérica es el único país 
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				mismos estados suscribientes, no se perci-ben reales mejoras sociales sustantivas, solo promesas y simulaciones, sobre todo en las temporadas electorales, evidenciando desde entonces la existencia del populismo políti-co.9 Los excesos se vuelven costumbre por parte de la autoridad y el crimen organizado, de ahí que la ciudadanía fácilmente se deje llevar por aquellos que prometen arremeter contra la delincuencia y la violencia, aunque ello se sustente con políticas y acciones mediáticas, erróneas y/o por añadidura falsas -como el incremento de penas o de edad penal en materia de justicia juvenil-, en donde el impacto y sacrificio solo afecta a los más desprotegidos y marginados, mientras que el beneficio es de quienes toman las decisiones políticas aunque sean desafortunadas y/o temerarias.

				De ahí que resulta alentador el que en México, por fin se tomara la decisión de atender a las voces que insistentemente, desde mediados del siglo pasado, clamaban por la unificación legislativa que evitara la innecesaria diversidad de codificaciones sustantivas, adjetivas, de justicia alternativa, e incluso las últimas que se dieron en el rubro de justicia para adolescentes entre los años 2006 y 2009, puesto que al no hacerlo desde el momento en que se advirtió la problemática, lejos de generar certeza jurídica, únicamen-te permitió que se mantuviera la confusión 

				
					que no ha completado el proceso de ratificación de la Convención. En España fue publicado en BOE núm. 313 de 31 de diciembre de 1990 y en México se publicó en el DOF de fecha 25 de enero de 1991.

					9	También denominado populismo normativo, amén de sufrir lo que Emilio García Méndez y Mary Beloff respec-tivamente denominan como Masoquismo Institucional y Fraude de Etiquetas.

				

			

		

		
			
				y desorden normativo existente hasta enton-ces; ya que incluso, pese a derivarse de una única reforma constitucional, en su momento permitió la emisión de hasta 33 ordenamientos en tal rubro, que solo contribuyeron a enra-recer el sistema de justicia.

				Debe reflexionarse y ponderar por con-siguiente, que la soberanía de un pueblo va más allá de las facultades concedidas a las entidades federativas para autorregularse internamente en aras de la satisfacción del bien común, ya de esta forma podrá garan-tizarse que en el rubro de justicia juvenil, la ciudadanía contará con un sistema penal especializado homogéneo que al respetar sus derechos, le genere certitud y confianza.

				Por ende, resulta de suma trascenden-cia que en lo concerniente, a la reforma al artículo 18 constitucional, en vigor desde el 13 de marzo de 2006, en lo relativo al proceso penal juvenil en el DF, el legislati-vo local haya expedido la Ley de Justicia para Adolescentes de forma tardía, pues se publicó en la Gaceta Oficial del DF hasta el 14 de noviembre de 2007, previendo su entrada en vigor para el día 6 de octubre del siguiente año; sobre todo, porque se hizo más compleja la situación, dado que con posterioridad a la reforma Constitucional aludida, se generó otra importante reforma Constitucional al sistema de justicia penal (2008), en la que se daba por terminado el modelo tradicional a efecto de que los procesos penales se sustanciaran por la vía de la oralidad con el sistema acusatorio.

				Cabe destacar que en este tránsito, la citada Ley local de Justicia para Adolescen-tes —aunque de forma no muy puntual—, si bien dentro de sus previsiones involucraba 
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				aspectos normativos que precisamente en parte, la identificaban con un procesa-miento de tipo acusatorio, ello no impidió desde luego, que se generara controversia, dado que atentos a lo dispuesto por el artículo Transitorio SEGUNDO de la reforma constitucional citada en último término, se previó que el sistema procesal acusatorio entraría en vigor hasta que lo estableciera la legislación secundaria correspondiente.

				En el caso concreto de la Ley de Justicia para Adolescentes para la CDMX, desde un principio se optó por un sistema mixto, ya que de forma expresa, a partir de su vigencia (6 de octubre del 2008), atendiendo a una perspectiva optimista, tuvo el mérito de no restringir la forma de tramitación de los procesos correspondientes con un modelo específico, disponiendo llevarlo a cabo tanto con el sistema oral, como con el escrito, reservando este último para las conductas tipificadas como delitos graves. Lo anterior permite advertir que formalmente y a la bre-vedad, requeriría que fueran promovidas las adecuaciones correspondientes a efecto de ajustarlo en su totalidad al sistema acusato-rio, pues de no hacerlo, en estricto sentido entraría en contradicción con lo previsto constitucionalmente, en tanto que aun en el entendido de que nos encontrábamos en una etapa de transición, ante el imperativo de la reforma constitucional, no bastaba que se dijera que uno de los tipos de pro-cesamiento sería oral,10 sino que además debió especificarse que su tramitación se haría por la vía del sistema acusatorio.

				
					10	Desde la reforma publicada en el DOF el 18/06/2008 al artículo 20 Constitucional, se estableció en su párrafo inicial: “Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral…”. 

				

			

		

		
			
				Lo anterior resultaba aún más evidente en algunos Estados de la República, que ensus respectivas leyes de Justicia para Adolescentes, mantuvieron como única opción el procesamiento escrito (como fue el caso de Tamaulipas), situación que solo hizo más notoria la falta de coordina-ción de las diversas entidades en el diseño de un sistema que desde su inicio debió buscar la homologación, evidenciando que en aspectos tan esenciales en vez de tomarse acuerdos de operación nacional, cada entidad decidió cumplir por su cuenta y con su particular interpretación el mandato constitucional.

				Tampoco debe pasar inadvertido que de facto, e incluso con bastante anticipa-ción a la reforma penal constitucional de 2008 ya aludida, debió haber operado la oralidad en la justicia para adolescentes a nivel nacional, en tanto que desde el 28 de abril del año 2000, se expidió la entonces novedosa y ahora abrogada Ley para la Protección de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes,11 que disponía que los procesos seguidos contra adolescentes, debían tramitarse por la vía de la oralidad, adelantándose a las reformas constitu-cionales ya referidas; así, en la aludida Ley, su artículo 46, incisos B y F, de forma expresa preveía:

				“Artículo 46. Los procedimientos a quese someta a una o un adolescente que presuntamente haya infringido la ley penal, deberán respetar todas las garantías 

				
					11	Sustituida por LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, publicada en el DOF el 04-12-2014, que también garantiza sus derechos a la seguridad jurídica y al debido proceso (artículos 82-88)
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				procesales dispuestas en la Constitución, particularmente las siguientes:

				A. …

				B. Garantía de celeridad, consistente en el establecimiento de procedimientos orales y sumarios para aquellos que estén privados de su libertad.

				C. …

				D. …

				E. …

				F.	Garantía de oralidad en el procedimiento, que lleva a que se escuche directamente al adolescente implicado en el proceso.” 

				Sin embargo, es común, sobre todo de aquellos que se dedican a la política, que pretendan hacerse de una imagen y cau-sar en la población un efecto positivo a su favor, atribuyéndose méritos de accio-nes realizadas, pese a que solo fuera el resultado de su obligación con motivo de las funciones que les son encomendadas, maximizándolas con la evidente intención de obtener reconocimiento y/o votos, pero ello no los limita a tales supuestos, sino a capitalizar cualquier actividad en la que puedan intervenir, incluso cuando únicamen-te se tratare de actuaciones que solo fueran mera consecuencia de una orden (legal, de un superior, judicial, etcétera), o el resultado de algún tipo de presión social y/o porque desde el ejecutivo o del mismo legislativo, se promuevan reformas en las que poco o ningún interés real muestren en ellas, pero que para los efectos referidos, se anuncian con un enorme despliegue mediático, que lamentablemente no es más que el acto de un show que escenifican con frecuencia nuestros políticos, sobre todo al acercarse 

			

		

		
			
				periodos de elecciones y, una vez logrado su propósito, no hacen lo mínimo necesario para su efectiva implementación, pues saben que no habrán de cumplir, al no haberse autori-zado y/o previsto siquiera como promesa la infraestructura y los apoyos, sobre todo materiales requeridos para ello, pero sabien-do que dejan en el ciudadano bueno, crédulo y confiado, la idea de que ellos son los que cumplen y los operadores son quienes no respetan tales mandatos, victimizando a la justicia y a la sociedad misma.

				II. Otro aspecto importante a resaltar está relacionado con la omisión de la federación para atender la reforma en Justicia para Adolescentes dentro de su ámbito, lo cual desde la reforma misma generó diversas problemáticas, una de las cuales resultó muy polémica, dado que como consecuen-cia de la ausencia de órganos de justicia federal para adolescentes, los operadores jurisdiccionales de no pocas entidades del país, decidieron aplicar sus disposiciones estatales al amparo de la competencia dele-gada a los tribunales locales para conocer de delitos federales atribuidos a adolescentes, dado el Régimen de Transición Constitu-cional reconocido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por considerar que al efecto aplicaba el principio de lex fori regit processum,12 lo cual resultó desafortunado 

				
					12	Expresión referida a que el tribunal nacional que se ha declarado con competencia judicial en el plano internacional debe llevar a cabo el proceso de conformidad con la ley procesal vigente en su territorio. Lo anterior no quita algunas excepciones que se puedan hacer valer en función de la aplicación de un Convenio internacional o incluso de las propias especificidades que se puedan llegar a preveer en la propia normativa procesal estatal. “Glosario”, México, 
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				al desconocer sustantivamente la existencia de ordenamientos federales que en dicha época aún se encontraban vigentes y sobre todo, regulaban específicamente la materia federal en cuanto a sus procedimientos, amén de que no se atendió al hecho de que dicho principio pertenece al ámbito del Derecho Internacional Privado; de ahí que, resultaba discutible su incorporación dentro del ámbito del Derecho Público y por consiguiente, den-tro de un Sistema Especializado de Justicia para Adolescentes, dado que la utilización de dicho principio reñía con los aspectos espe-cíficos que la regulan, poniendo en riesgo la efectivización del interés superior del niño, en la satisfacción de la integralidad de sus derechos y por ende, su entorno debe ser más garantista; criterio que al ser aplicado en tal momento, solo contribuyó al caos generado por la diversidad de legislaciones existentes, pero que ahora ya fue superado con la expedición de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Ado-lescentes (en adelante LNSIJPA).

				III. Como ya se ha expuesto, es evidente que a partir de la reforma al artículo 18 Constitucional, todos y cada uno de los Estados de la República, así como el DF, se abocaron a la implementación de un sistema de Justicia para Adolescentes, adoptándose en la mayoría un esquema de procesamiento de tipo acusatorio, que por su misma naturaleza involucraba una forma de procesamiento diferente al tradicional previsto hasta ese momento, asociado a una 

				
					Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, p. 261. Liga de consulta https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3261/9.pdf

				

			

		

		
			
				particular percepción y nueva dinámica que pretendía darse en la impartición de justicia, por el constante afán para modernizar las estructuras de las dependencias y organis-mos relacionados con la administración dejusticia, pero fundamentalmente a partir de transformar el sistema inquisitivo de justicia juvenil, vinculado a procedimientos que ya se preveían en otras legislaciones de tipo garantista, como por ejemplo las de: España (con la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores), Alemania e Italia; así como las de la mayoría de países de América Latina que desde que instauraron sus sistemas jurisdiccionales para menores, de forma más homogénea, recogieron el espíritu de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, estableciendo pro-cedimientos jurisdiccionales que involucran figuras como la del fiscal, asesor jurídico, al igual que defensores y jueces especializados en justicia de menores.

				Sin embargo, pese a haber sido supe-rado lo que se constituía como un caos legislativo debido al numeroso elenco de ordenamientos sobre una misma materia, al expedirse la LNSIJPA,13 hoy por hoy aún no se ha logrado alcanzar el nivel necesario de especialización que se requiere para poder intervenir en este sistema y que se cons-tituye como uno de los pilares a efecto desatisfacer la integralidad de los derechos de los niños a que se refiere el principio rector del Interés Superior del Niño.

				De lo que se concluye que en la cons-trucción del Sistema de Justicia Juvenil 

				
					13	Diario Oficial de la Federación 16 de julio de 2016.
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				en México, resulta claro que todavía no se ha puesto la adecuada atención en el Principio de Especialidad,14 pese a que se erige como un instrumento de cambio que no solo reconoce al sector juvenil como sujetos de derechos, sino que dentro de ese reconocimiento, exige una justicia diferenciada a partir del conocimiento que se tenga de su particular situación etaria; de ahí que la especialización que se exige a todos aquellos que pretendan ingresar al sistema como operadores involucra no solo conocimientos, habilidades y destrezas adquiridas previa formación, capacitación y aprobación de cursos regulares, así como de los de actualización correspondientes, sino fundamentalmente de aquellas aptitudes y actitudes inherentes al operador mismo, que lo identifique como apto para intervenir activamente en los procesos de justicia.

				En efecto, la especialización se identifi-ca dentro del régimen convencional como una característica esencial que vincula y da coherencia a un sistema de justicia que debe ser diseñado y estructurado con respeto a los derechos fundamentales, diferenciándolo del sistema de justicia de adultos conforme a determinados están-dares que se desprenden de diversos ins-trumentos internacionales.

				
					14	Así se advierte dado que amén de que en la Justicia Federal, aun no se ha dado cumplimiento al mandato Constitucional y Convencional de crear órganos especializados tanto de Procuración, como de Impartición de Justicia para el sistema de justicia juvenil, en algunos de los diversos estados de la república mexicana, se advierte un retroceso, sobre todo con relación a los órganos jurisdiccionales que ya habían sido creados, dado que ahora violentando además el principio de exclusividad, se les asignan funciones mixtas, al establecerles competencia tanto para el sistema penal de adultos, como del de adolescentes.

				

			

		

		
			
				Así la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), 15 conmina a los Estados Partes para adoptar medidas que promuevan el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicas que intervendrán en los asuntos de aquellos niños que se alegue infringieron las leyes penales, por lo que no queda lugar a dudas de que, se pronuncia por la especialización.

				La exigencia del Principio de Especiali-dad también se aborda por diversas de las Reglas de Beijing (2.3, 6.1, 6.2, 6.3 y 22), relativas a legislación, profesionalización y especialización en el rubro de la adminis-tración de Justicia Penal de menores, requi-riendo que amén de mejorar los esquemas de contratación, ascenso y capacitación, se tome en consideración la formación mínima que deben tener las personas que intervengan en el sistema de justicia juvenil (derecho, sicología, criminología y ciencias del comportamiento).

				Otro ordenamiento que refleja la impor-tancia de la especialización de la materia, es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en sus numerales 6.5, 10 2b y3 parte segunda, 14.1 y 14.4, así como 24.1), dejando constancia del tratamiento diferenciado que los Estados Partes deben dar a los menores de edad en conflicto con la ley en los aspectos adjetivos, que se refuerzan con los señalamientos realizados 

				
					15	El artículo 40, numeral 3, de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), establece:

						“3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes …”.
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				al efecto por las Reglas de Beijing, que es el instrumento que específicamente se refiere al estándar internacional que debe privar en todo procedimiento judicial juvenil.

				También en la Observación General Nº 10 del Comité de Derechos del Niño (Párrafos 92/94) establece lo que denomi-na “el sistema amplio de justicia de niños y adolescentes”, abordando no solo los órganos especializados que requiere su implementación, sino incluso de servicios especializados adecuados a su situación etaria y condición legal.

				La Corte Interamericana de Derechos Humanos, también se ha pronunciado rei-teradamente con relación al Principio de Especialidad, ejemplo de ello es el caso “Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay”, del 2 de septiembre de 2004, serie C. No. 112, párr. 210/211, ya que entre los diversos aspectos que aborda desta-ca el de especialidad, desde la óptica de la ausencia de personal capacitado que atendiera de forma diferenciada y especí-fica las cuestiones referentes a los niños y particularmente, las relacionadas con hechos delictivos, planteando el establecimiento de órganos jurisdiccionales especializados para el conocimiento de conductas penalmente típicas atribuidas a adolescentes y un pro-cedimiento especial por el cual se resuelvan.

				Por otra parte, la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José), en su artículo 5.5 establece que cuando los niños y/o adolescentes puedan ser procesa-dos, deberán ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.

			

		

		
			
				Desde luego, es importante destacar que la especialización no se limita a las personas que conforman los Órganos, Autoridades e Instituciones, sino que además se vincula con leyes, sistemas y servicios especiali-zados propios para su atención, pues la conjunción de tales esquemas es necesaria para lograr que se cubran los estándares requeridos a efecto de establecer un trato diferenciado a los jóvenes en conflicto con la ley, que evidencíe el respeto y efectivización a sus derechos fundamentales.

				Así, de inicio, se requiere que todos y cada uno de los operadores del Sistema y sus auxiliares cuenten con la especiali-zación que les permita conocer no solo el Sistema adjetivo de Justicia Juvenil, sino incluso el relacionado con la delincuencia, así como el desarrollo biológico y sico-lógico de la juventud, a fin de que estén en condiciones de entender y atender a dicho sector, pero más concretamente al que se encuentra en conflicto con la ley, a efecto de que tengan la capacitación ade-cuada para proporcionarles el apoyo que requieren de acuerdo a sus necesidades, lo que involucra un número importante de personal especializado, desde elementos de policía, peritos, trabajadores sociales, educadores, psicólogos, fiscales, asesores, defensores, jueces y personal de ejecu-ción, así como todo el personal de apoyo administrativo que tenga contacto directo con dicho sector; sin que desde luego, podamos dejar al margen a diversos inte-grantes de la sociedad que también llegan a tener roles importantes, puesto que sin ser operadores directos, adquieren un papel protagónico dado que finalmente llegan 
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				a influir en la toma de decisiones que impulsan y generan los cambios, así como incluso las modificaciones normativas: líde-res, artistas, empresarios, comunicadores y legisladores entre otros.

				En efecto, cotidianamente en la materia se pide especialización de todos los ope-radores, pero ello es difícil involucrarlo res-pecto de quienes por sus acciones, ideas o actividades ejercen gran influencia social y que en aras de su libertad de expresión se sienten autorizados para expresarlas respecto de cualquier tópico cuando se les presenta la oportunidad, sin considerar que existen temas que por su sensibilidad y/o necesidad de especialización, requieren de conocimientos específicos que de manera responsable y con autoridad les permitan emitir una opinión o comentario al respecto, como incluso sucede con quienes se encuen-tran regularmente frente a un micrófono o videocámara y más aún, respecto de quienes se encargan de la elaboración de las normas que rigen la actividad de todo el personal especializado, al ser ellos quienes generan los sistemas y determinan su diseño normativo. A todos ellos cabría cuestionar si realmente tienen conocimiento del tema o por lo menos cuentan con asesores especializados.16

				La Especialización en Materia de Jus-ticia Penal para Adolescentes, conlleva el 

				
					16	Sistema Integral De Justicia Para Adolescen-tes, El término “especializados“ utilizado en el artículo 18 de la Constitución se refiere al perfil del funcionario y a la competencia legal expresa del órgano perteneciene a ese sistema. Clave de Publicación. P./J. 63/2008. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XXVIII, septiembre 2008, p. 619. Órgano emisor: Pleno, 9ª. Época. Tipo de documento. Jurisprudencia

				

			

		

		
			
				conocimiento de diversos aspectos que de acuerdo con el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México debe entenderse a partir de 3 vertientes. 

				1. Especialización orgánica.

				2. Asignación de competencias.

				3. Perfil del funcionario.

				Es un hecho que en una gran mayoría de quienes han realizado estudios o análisis con respecto al principio de especialización, dirigen su atención esencialmente hacia los organismos y por consiguiente, al personal que se encargará de operar las diferentes Instituciones o Autoridades del Sistema –sin que se aborde por el momento lo relativo a los sistemas o procedimientos, normas y servicios, en tanto que si bien se parte del principio de que los adolescentes no pueden tener menos derechos que los adultos y que por ende, todo lo aplicable en beneficio de estos, también por consecuencia, operará en favor de los adolescentes, ello conlleva excepciones que deben atenderse en función de la edad y capacidades de los menores, dejándolo enunciado a efecto de no desviar-nos del tema central--, por ser esencialmente dicho personal el que se encargará de inte-ractuar de alguna forma con quienes siendo adolescentes se conflictuen con la ley penaly por ende, resulta importante precisar que si bien el principio al que nos referimos impone contar con personal especializado, tal aspec-to debe atenderse a partir de 2 enfoques fundamentales.

				a) El de la formación y capacitación, que desde luego implica que cualquier persona que se incorpore al Sistema de Justicia Penal Juvenil, no solamente debe acreditar
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				que conoce el sistema (sus fines, su di-námica, los aspectos vinculados con la delincuencia juvenil y sus causas, así como el desarrollo biológico y psicológico de niños y adolescentes), sino incluso mantenerse en constante adiestramiento y actualización sobre la modalización de la materia.

				b) El aspecto vinculado con el perfil que debe tener cualquier Operador del Sistema de Justicia Penal para Adolescentes, el cual resulta de mayor trascendencia, en tanto que es el que identifica la capacidad de las personas para poder relacionarse con un sistema que de suyo, requiere tener no solamente la convicción de realizar aportes en su diseño y/o funcionalidad, partiendo de la premisa básica de que los actores principales son personas en desarrollo y por lo tanto, a más de saber que requieren de un trato digno y humano, deberán atender a su condición especial de adolescentes; sensibilidad que difícil-mente puede obtenerse a partir de una capacitación, en tanto que tal actitud es inherente a la persona misma, de ahí que para ello se requiera además verificar las aptitudes y actitudes personales de cada uno de los operadores.

				En efecto lo anterior resulta de suma tras-cendencia cuando se entiende, que más allá de la formación y capacitación que se puede dar a una persona, si no reconoce el trato diferenciado que debe darse a la población juvenil (siendo tolerante, humano, comprensivo, proactivo, etcétera), desde luego estará inhabilitado para integrarse como operador de un sistema que sobre 

			

		

		
			
				todo, precisa de tener una sensibilidad muy particular a partir de la cual pueda identificarse con aquellos hacia quienes va dirigida su labor.

				Es necesario entender que el trato con adolescentes no puede ser igual al que se da a un adulto, aunque tampoco debe colo-carse al operador como si fuera el sustituto de alguno de los padres de los jóvenes que se encuentren en el sistema, pues su labor no es actuar “como buen padre de fami-lia”, sino como un órgano que entiende la problemática juvenil y está preparado para proporcionar o en su caso, buscar la res-puesta que sea más adecuada, velando siempre porque su actuación vaya enca-minada a no violentar derechos fundamen-tales de los adolescentes, teniendo como consideración primordial su superior inte-rés, máxime en aquellos casos en los que pudiera advertirse una colisión de derechos.

				Así, es de suma importancia que el gremio de líderes, empresarios, comuni-cadores y periodistas entre otros, antes de hablar o escribir de un tema que precisa de una concreta especialización, se informen del mismo, evitando realizar pronuncia-mientos que más allá de que no lleguen a corresponder con un contenido congruente de la materia –pues ello sería de su estricta responsabilidad--, en la audiencia hacia la que vayan dirigidos, solo provoquen con-fusión y yerros interpretativos respecto de la comprensión de su contenido.

				Lo anterior desde luego, también se traduce en obligación para los órganos de crear y sancionar las leyes, en tanto que es a ellos a quienes corresponde determinar el trato que legislativamente corresponde 
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				dar a ese sector juvenil que se conflictúa con la ley y en tal medida, es su obligación, fuera de políticas economicistas o de com-promiso con posturas radicales, armonizar la normatividad creada al efecto con los principios aplicables como base y susten-to de la materia que nos ocupa, puesto que solo así se logrará el doble cometido de comprender el contenido y alcance de los principios de un sistema procesal queen nuestro caso es acusatorio, pero que además y sustancialmente, debe aten-der a aquellos que son propios de un sis-tema de justicia especializado de jóvenes en conflicto con la ley.

				Es por ello que en el análisis de la Ley Nacional Mexicana en materia de Justicia Juvenil expedida por los órganos facultados para ello, desde luego permite advertir que si bien no hay leyes ni procedimientos perfectos, sino perfectibles, ello no justifica la apatía legislativa cuando se evidencían deficiencias en aspectos de superlativa trascendencia, que al no preverlos adecuadamente o más aún, al no contemplarlos ni mucho menos enmendarlos, genera incertidumbre jurídica, desequilibrio y sobre todo, desprotección, lo cual deja un sentimiento de injusticia en diversos sectores sociales, máxime cuando los yerros en la actividad legislativa se dan en un contexto en el que no se ponderó deforma adecuada la experiencia derivada de las fuentes reales que también habrían deser parámetro para tal actividad (alejadas de aquellas visiones que aunque pudieran ser populares, carezcan del conocimien-to requerido), poniendo de manifiesto que legislativamente tales aspectos debieron ser tomados en consideración, no solo por su 

			

		

		
			
				obviedad, sino por haber dejado atrás las discusiones y disensos que en su momento pudieron haberlas generado, sobre todo por no existir criterios legales o interpretativos al respecto –más aún cuando en la actualidad en algunos casos han quedan ampliamente superados–, no solo atendiendo al análisis comparativo de la diversidad de legislaciones emitidas a partir de lo dispuesto por la ley suprema de la nación, sino incluso de manera esencial acudiendo a la normatividad interna-cional con la que el estado mexicano se ha comprometido (control de constitucionalidad y convencionalidad).

				Por ello resulta lamentable que una legis-lación progresista y más aún especializada –como muchos otros aspectos de la vida diaria–, también pueda ser rehén de los inte-reses y/o criterios políticos que campean en los órganos legislativos y consiguientemen-te, más allá de la filiación partidista que se tenga, la clase política debe concientizarse que formalmente ha de asumir como de atención prioritaria aquellos lineamientos que constitucional y convencionalmente resulten más garantes y protectores de los derechos fundamentales, concedién-doles la importancia que un acto de tal naturaleza involucra. Así, una ley no debe generarse por capricho ni por privilegiar a un grupo en perjuicio de otro, sino aten-diendo a las exigencias sociales legítimas y a las necesidades de gobernabilidad en un Estado Constitucional Democrático de Derecho con el justo equilibrio y racionali-dad de disposiciones que en respeto a los derechos fundamentales procuren el bien común y atiendan al sentido de equidad y justicia social. 
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				En suma, debe entenderse que la espe-cialización que debemos tener quienes intervenimos en el sistema de justicia juvenil desde la generación de la normatividad correspondiente hasta la etapa de ejecución y vigilancia de los procesos de reinserción yreintegración, incide en los conocimientos que deben acreditarse al respecto, así como la actitud que ello requiere, lo cual se verá reflejado sustancialmente en todos y cada uno de los aspectos que se relacionan con los principios, derechos y obligaciones de los adolescentes en conflicto con la ley durante el proceso al que se encuentren sometidos por tal motivo y por ende, obliga a quienes legislan, para que también se alle-guen de los conocimientos específicos; esto es, deben acceder a conocimientos que vayan más allá del esquema que involucra el Sistema Acusatorio Penal, debiendo estar debidamente informados acerca del fenó-meno delincuencial juvenil, así como de las características y necesidades propias de la adolescencia, incluyendo el trato que debe proporcionársele, en tanto que ello es la lógica consecuencia de su situación etaria a efecto de que pueda concretarse la moda-lización procesal requerida, dado que deinicio, el trato que necesariamente habrá de dársele, debe ser diferenciado al de los adultos, reconociéndoseles genéricamen-te no solo los derechos fundamentales y los procesales inherentes a cualquier ser humano, sino primordialmente los relacio-nados con su situación etaria, atendiendo a su condición de personas en desarrollo.

				Acotados genéricamente los paráme-tros que habrían de tomarse en conside-ración aun dentro del proceso legislativo, 

			

		

		
			
				por aquellos que intervienen en el mismo, como ya se había apuntado, no se espera (pese a que sería lo deseable), que una ley se encuentre exenta de errores, pues desde luego, su propia aplicación per-mitirá evidenciar los ajustes que nece-sariamente deban realizarse para lograr su cometido de forma eficaz, así como la urgencia de los mismos; no obstante, lo que no se entiende ni puede permitirse, es que cuando hay clara evidencia de yerros u omisiones que trastocan o tienden a poner en riesgo los fines de un sistema que constitucionalmente se ha ordenado implementar, se dejen pasar y no se tomen acciones con la inmediatez requerida para buscar una solución que invariablemente correspondería asumir como prioritaria desde el mismo ámbito legislativo, dado que tendría que darse a través de una reforma a la propia ley, sin esperar a que se diera el impacto negativo del inicio de vigencia de una norma inadecuada que pudo ser enmendada; o bien, de no posible su derogación en plazo razonable, se podría mantener una estrecha comunicación con los operadores para que inmediatamente advertida se aboquen a una solución desde su esfera de competencia.

				IV. Por último, no debemos dejar de con-siderar como un aspecto de necesaria y evidente especialización, que todavía no ha sido atendido cabalmente por los opera-dores del sistema, el hecho de que dada la experiencia de legalidad que con el proceso judicial se pretende brindar a los adolescen-tes en conflicto con la ley, se les familiarice e involucre con el principio de justicia res-
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				taurativa, que dentro de nuestra legislación nacional especializada se recoge como uno de los principios generales del sistema en su artículo 21,17 que requiere de un ver-dadero esfuerzo conjunto entre autoridad y sociedad civil, puesto que en tal esquema se involucran además como protagonistas a las adolescentes y a las víctimas.

				Dentro del proceso restaurativo es nece-sario que la responsabilidad del adolescen-te por el hecho cometido se asuma con conciencia; en particular, sobre los daños causados y sus efectos, puesto que no basta el que se pretenda (como erróneamente, desde mi perspectiva, se prevé en alguna figura legal de terminación anticipada del proceso), que reconozca haber cometido o participado en la conducta lesiva, puesto que solo a partir de concientizarse de que su actuación ha producido consecuen-cias que han afectado bienes jurídicos, así como la importancia de estos y la magnitud del daño, es como verdaderamente podrá hacerse partícipe de un real proceso de restañamiento de relaciones con la víctima y la sociedad, dado que el siguiente paso será llevar a cabo en favor de estas las correspondientes acciones reparadoras.

				En tal medida, una vez que se ha llegado a este punto, habrán de ponerse en práctica

				
					17	“LNSIJPA. Artículo 21. Justicia Restaurativa.

						El principio de justicia restaurativa es una respuesta a la conducta que la ley señala como delito que respeta la dignidad de cada persona que construye comprensión y promueve armonía social a través de la restauración de la víctima u ofendido, la persona adolescente y la comunidad. Este principio puede desarrollarse de manera individual para las personas mencionadas y sus respec-tivos entornos y, en la medida de lo posible, entre ellos mismos, a fin de reparar el daño, comprender el origen del conflicto, sus causas y consecuencias.”

				

			

		

		
			
				los programas que hagan efectivos los derechos de los adolescentes vinculados al proceso de justicia cuya meta será la restitución plena de sus derechos por la vía de la reinserción y la reintegración social y familiar, sin olvidar que en determinados supuestos, las víctimas ––con independen-cia de las acciones reparadoras realizadas a su favor por los adolescentes––, además pueden precisar de apoyo institucional (vg. soporte emocional) a efecto de que tam-bién puedan ser debidamente reinsertadas y reintegradas al entorno social y familiar, dado que la finalidad última de la ejecución es que las relaciones de los directa e indi-rectamente involucrados en el proceso de justicia se restablezcan con la sociedad.

				No olvidemos que la juventud forma parte de los cimientos que debemos soli-dificar en esta importante edificación que es la sociedad y que en la medida que la incorporemos y reconozcamos como parte esencial de ella, en plenitud y con las con-secuente efectivización de sus derechos, integraremos sociedades con adultos que mantengan una relación de mayor respeto y armonía no solo entre ellos, sino incluso con las generaciones previas y posteriores, sin minimizar la importancia que en el entramado social representa el sector juvenil del que alguna vez formaron parte y en el que amén de la violación de derechos fundamentales, padecieron discriminación, trato no digno y sufrieron de invisibilidad social.

				Hoy por hoy se da la lucha de diversas asociaciones por el reconocimiento de dere-chos fundamentales, como los relacionados con el género, con la diversidad sexual, con los adultos mayores, los pueblos origina-
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				rios, los migrantes, etcétera, pero no hay quien alegue o realice manifestaciones en favor de la niñez y la juventud; por ende, es un hecho que se ha escatimado a estos sectores el que también y prioritariamentedeban atenderse todos los asuntos de su entorno con “perspectiva de infancia” o, ¿es que la seguiremos ignorando?

				De todo lo expuesto, es inconcuso que la especialización no se dirige de manera exclusiva a las personas, sino también a las leyes, sistemas y servicios utilizados para el procesamiento y apoyo de jóvenes a quienes se atribuya la comisión de un hecho delictivo; por ende, resulta indispensable que para ello, como se ha venido estableciendo, más allá de la capacitación, todos los operadores, el órgano legislativo y medios de comuni-

			

		

		
			
				cación entre otros, nos sensibilicemos con respecto de la materia, que no se le minimi-ce viéndola como una justicia menor, sino que le asigne la importancia que realmente debe concedérsele, más aún porque es parte de la deuda que el Estado tiene con la juventud, la cual mayoritariamente no tendría necesidad de conflictuarse con la ley si realmente contara con la observancia del marco legal del sistema de protección al que tiene derecho en términos del artículo 4° Constitucional. De ahí que sea fundamental que todos los operadores contribuyamos para que a la materia de justicia juvenil se le valore y se le asigne el peso justo de frente a una sociedad desinformada, que cada vez parece que piensa menos en sus jóvenes como parte de ella.

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				REVISTA EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO

			

		

		
			
				26

			

		

		
			[image: ]
		

		
			
				* Comisionada Ciudadana del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México. Licenciada en Derecho por la UNAM y maestra en Administración Pública por el INAP. Miembro de la Barra Mexicana Colegio de Abogados. Cursa el doctorado en Administración y Políticas Públicas. En el Sistema Nacional de Transparencia, es secretaria de la Comisión Jurídica de Criterios y Resoluciones e integrante de cuatro comisiones más.
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				Resumen

				El tema de los adolescentes en conflicto con la ley merece un especial análisis, ya que se trata de seres humanos que por causas multifacto-riales han cometido actos delictivos por los que han sido procesados. La finalidad del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes es que las medidas sancionatorias impuestas al menor infractor tengan un carácter socioeducativo que le permitan retomar el rumbo de su desarrollo mediante la inserción social y familiar, con pleno respeto desus derechos humanos como adolescente.

				Este sistema, cuya integración y operación requieren de una revisión continua, representa una alternativa que ofrece el gobierno a los adolescentes en conflicto con la ley. Por ejemplo, la Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, generada por el INEGI, refleja algunas de las deficiencias que lesionan los derechos humanos de los menores, como es el caso de prácticas negativas durante su detención. Estas debilidades merecen ser corregidas mediante la capacitación especializada y continua de los diversos actores que intervienen en la operación del sistema.

				Palabras clave

				Adolescente, derechos, sistema, sanción, inserción.
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				I. Principales razones por las que los adolescentes delinquen

				Una violencia desmedida se ha apodera-do del país y ha salido a la luz un sistema organizado que ataca distintas instituciones y niveles de gobierno. 

				En ese torbellino de historias de robos, homicidios, violaciones, narcotráfico, hua-chicol, etcétera, desafortunadamente se encuentran involucrados cada vez más adolescentes, quienes ante la falta de opor-tunidades se han enrolado en las filas de la delincuencia, teniendo en mente que no importa vivir poco tiempo siempre y cuando lo hagan disfrutando de los placeres que puede otorgar el dinero.

				Julio Scherer García, en su libro Niños en el crimen,1 ilustra esta lamentable realidad a través de los testimonios de menores recluidos en la Comunidad de Tratamiento Especializado para Adolescentes de San Fernando en la Ciudad de México. 

				El autor narra las circunstancias que llevan a los adolescentes a hundirse en escenarios de delincuencia y violencia, y los coloca ante un espejo en el que son capaces de analizar sus actos y las condicio-nes de discriminación y de exclusión social en las que se desenvuelven. El lector asiste a historias de adolescentes que cometieron homicidio o feminicidio, o que bajo los influ-jos de las drogas realizaron ilícitos diversos, otros que robaron en pandilla y secuestraron, vendieron drogas o pelearon por conseguir su “propio mercado”. Se encuentran tam-

				
					1	Scherer García, Julio, Niños en el crimen, México, Grijalbo, 2015.

				

			

		

		
			
				bién los niños y los adolescentes que se volvieron sicarios o los que mataron a sus propios hijos recién nacidos. 

				Las condiciones de vida en las que crece la mayoría de los adolescentes en nuestro país se han tornado complicadas para su desarrollo personal, familiar y social, pues están inmersos en problemas de descom-posición y desintegración de su núcleo prin-cipal; tienen parentesco con delincuentes; viven en condiciones de hacinamiento e insalubridad; padecen hambre a causa de su situación económica; sufren la carencia deoportunidades laborales, discriminación, desigualdad y exclusión social; no pueden asistir a la escuela por la urgencia de cubrir otras necesidades en su familia; incursionan a temprana edad en el consumo de alcohol y drogas; atraviesan por desequilibrios emo-cionales debido a su desarrollo psíquico, entre otros. 

				Dichas circunstancias, aunadas a la violencia desatada a lo largo y ancho del territorio nacional —violencia intrafamiliar, sexual y miedo de salir a las calles— han generado un escenario de elevada vulne-rabilidad que resulta propicio para que los adolescentes sean, por un lado, víctimas de la delincuencia y, por otro, partícipes en actos delictivos.

				De acuerdo con datos obtenidos por la Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, realizada por el INEGI,2 en ese año la 

				
					2	INEGI, Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, Comunicado de Pren-sa núm. 398/18, 30 de agosto de 2018. file:///G:/AÑO%202019/Artículo%20Rev%20TSJCDMX%2026%20abril%202019/Nueva%20carpeta/lo%20efectivo/ENASJUP2017.pdf
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				población en el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes (SIJPA) por con-ductas delictivas fue de 6 891, de los cuales 6 352 eran hombres y 539 mujeres, esto es el 92.2 % y el 7.8 %, respectivamente.De estos, el 65 % estaba en condición de tratamiento en externación, el 17% en inter-namiento preventivo, el 11.6 % en proceso de libertad y el 0.2 % en sanción mixta o seminternamiento.3

				Otros datos relevantes de la ENASJUP 2017 son:

				• 95.3 % de los adolescentes sabía leer y escribir. 

				• 75.9 % tenía estudios de educación básica (preescolar, primaria, secunda-ria o carrera técnica con secundaria terminada).

				• 39.3 % de los adolescentes había aban-donado su hogar por lo menos una vez. Del cual, el 65 % lo hizo entre los 10 y 15 años de edad. 

				• 33.8 % de los adolescentes que alguna vez abandonaron su hogar, se fueron a vivir con amigos, mientras que el 6.1% se fue a vivir a la calle.

				• 6.7 % de las mujeres adolescentes en el sistema de justicia penal estuvo emba-razada alguna vez en su vida. El 18.6 % ha tenido al menos un aborto.

				• 9.7 % de los adolescentes en el sistema tuvo un proceso jurídico previo, mientras que el 5 % estuvo anteriormente en un Centro de Internamiento.4 

				
					3	Ibidem, p. 6.

					4	Ibidem, pp. 6, 8, 9 y 10.

				

			

		

		
			
				Por su parte, la Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS) 2017 del INEGI5 arroja los siguientes resultados: el 42 % de la población encuestada de 18 años y más opina que en el país se respetan poco o nada los derechos de los adolescentes y los jóvenes; el 63 % de hombres encues-tados mayores de 18 años opina que está de acuerdo con la frase: “la mayoría de los jóvenes son irresponsables” y el 58 % de mujeres consultadas de 18 años y más opina lo mismo; el 16.3 % de adolescentes declaró haber sido discriminado en el último año en al menos un ámbito social; el 22.5 % de niños entre 9 y 11 años y el 36 % de adolescentes entre 12 y 17 años expresaron que en México sus derechos se respetan poco o nada; el 33.9 % de los adolescentes señaló que tiene como principales proble-máticas las adicciones al alcohol, tabaco y drogas, y el 20.5 % sufre por la falta de oportunidades para seguir estudiando; el 78 % de los adolescentes opina que la frase “Los jóvenes que no estudian ni trabajan son flojos” representa un prejuicio, y el 60.2 % de los niños siente miedo cuando se encuentra cerca de la policía.

				Es evidente que los datos de ambas encuestas reflejan una realidad de discri-minación y exclusión para los adolescentes de nuestro país, producto de la desigualdad social y los elevados grados de pobreza y marginación en la que vive la mayoría de los mexicanos.

				
					5	INEGI, Encuesta Nacional sobre Discriminación (ENADIS) 2017. Principales resultados, https://www.inegi.org.mx/programas/enadis/2017/default.html
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				II. Tipología de delitos cometidos por los adolescentes

				El robo en sus diversas modalidades es la infracción más común porque proporciona dinero fácil y rápido, aunque también hay otro tipo de delitos como lo muestra la ENASJUP 2017.

				Conforme a los resultados de esta encuesta, los delitos cometidos por los adolescentes en conflicto con la ley son 

			

		

		
			
				del fuero común y federal. La ENASJUP 2017 arroja que el 50.5 % de adolescen-tes en el sistema de justicia penal con medida de sanción tuvo conocimiento de que fue acusado por delitos del fuero común, mientras que 15.9 % sabía que fue acusado por delitos del fuero federal. Al 37.8 % le fue dictada una medida san-cionatoria por el delito de robo, mientras que el 28.8 % se encontraba vinculado a proceso por este delito (ver cuadro 1).6

				
				

			

		

		
			
				CUADRO 11

				
					6	INEGI, Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, op. cit., p. 16. 
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				El delito de robo es la causa más frecuente por la que los adolescentes cumplen medi-das de sanción con un 37.8 % y un 28.8 %está en proceso de recibirla. Estas cifras incluyen diversas modalidades de robo: a negocio, de vehículo, a casa habitación, a transeúnte, en transporte público, de auto-partes y otros. El homicidio ocupa el 16.8 % y el 13.7 % respectivamente, mientras que el tercer delito es la violación sexual con 12.5 % y 18. 3 %. 

				Ante el crecimiento de este escenario adverso al desarrollo humano de los meno-res, el Estado mexicano optó por establecer el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes como un método orientado a lograr la reinserción social y familiar, con pleno respeto de sus derechos humanos, y que contemplara la reparación del daño a la víctima u ofendido.

				III. Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes

				El marco jurídico de este sistema encuen-tra su sustento en la Constitución Políticade los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en materia de derechos humanos firmados y ratificados por el gobierno mexicano, así como en las leyes federales y locales, incluyendo la de la Ciudad de México.

				Derivado de las firmas y ratificaciones de los tratados y convenciones interna-cionales en materia de derechos huma-nos, México se ha comprometido a legislar y desplegar políticas públicas, mediante reformas constitucionales y legales, para 

			

		

		
			
				el cumplimiento de lo establecido en dichos instrumentos. 

				Los principales instrumentos interna-cionales a los que México se encuentra adherido en materia de niños, niñas y ado-lescentes son: 

				• Declaración de Ginebra sobre los Dere-chos del Niño. 

				• Declaración de los Derechos del Niño. 

				• Convención sobre los Derechos del Niño.

				• Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores “Reglas de Beijing”. 

				• Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil “Directrices de Riad”.

				• Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad “Reglas de la Habana”.

				Los derechos de la niñez en México se encuentran contenidos en el artículo 4° cons-titucional, párrafo noveno, que a la letra dice:

				En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas diri-gidas a la niñez.

				Además de las reformas constitucio-nales en materia de derechos humanos, 
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				es importante la modificación al artículo 18 en materia de justicia para adolescen-tes, que radica en el establecimiento de las bases para la creación del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes en conflicto con la ley penal. El párrafo sexto del numeral mencionado señala las formas alternativas de justicia y el debido proceso, en relación con la Convención sobre los Derechos del Niño:

				Las formas alternativas de justicia debe-rán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. El proceso en materia de justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará la garantía del debido proceso legal, así como la independencia de las autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales al hecho reali-zado y tendrán como fin la reinserción y la reintegración social y familiar del adoles-cente, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito.

				La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes7 y la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes8 constituyen el principal soporte legal de este sistema.

				
					7	 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

					8	 Idem.

				

			

		

		
			
				La primera ley en mención reconoce a los menores como titulares de derechos y garantiza su pleno ejercicio, respeto, protección y promoción; crea y regula la integración, la organización y el funciona-miento del Sistema Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla con su responsabilidad de garan-tizar protección, prevención y restitución integrales de los derechos vulnerados de los menores; establece los principios rectoresy criterios que orientarán la política nacional en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes; determina facultades, competencias, concurrencia y bases de coordinación entre las diversas autoridades que tienen injerencia en la materia, así como las bases generales para la participación de los sectores privado y social.

				Por su parte, la Ley Nacional del SistemaIntegral de Justicia Penal para Adoles-centes (LNSIJPA), además de establecer dicho sistema, garantiza el respeto de losderechos humanos; crea las bases, los requisitos, las condiciones y los prin-cipios rectores de los mecanismos alter-nativos de solución de controversias; señala cuáles son las instituciones, los órganos y las autoridades especializa-dos en la materia; establece los proce-dimientos de ejecución de medidas de sanción y los relativos para resolver las controversias que surjan con motivo de la ejecución de las medidas, y determina los mecanismos de cumplimiento, sustitución y terminación de las medidas de sanción.

				En el marco de la LNSIJPA, el interés superior de la niñez —entendido como un 
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				derecho— es un principio general que debe estar presente en todas las facetas del sistema de justicia penal para adolescentes, incluyendo las resoluciones.

				Algunos principios generales de dicho sistema son: 

				• protección integral de los derechos del adolescente;

				• integralidad, indivisibilidad e interdepen-dencia de los derechos de los menores; 

				• prohibición de tortura y otros tratos o pe-nas crueles, inhumanos o degradantes;

				• no discriminación e igualdad sustantiva;

				• aplicación favorable;

				• mínima intervención y subsidiariedad;

				• autonomía progresiva;

				• responsabilidad (culpabilidad por el acto);

				• justicia restaurativa;

				• especialización;

				• legalidad;

				• ley más favorable;

				• presunción de inocencia;

				• racionalidad y proporcionalidad de las medidas cautelares y de sanción;

				• reintegración social y familiar del ado-lescente;

				• reinserción social;

				• carácter socioeducativo de las medidas de sanción;

				• medidas de privación de la libertad como medida extrema y por el menor tiempo posible;

				• publicidad;

				• celeridad procesal.

				Por una parte, los adolescentes sujetos al sistema de justicia penal tienen los siguientes derechos: a la protección de 

			

		

		
			
				la intimidad, de la confidencialidad y de la privacidad; al registro de procesos; a las garantías de la detención; a la prohibición de la incomunicación; a la defensa técnica especializada; a la presencia y acompaña-miento de una persona responsable o de confianza; a ser escuchado; a los ajustes razonables al procedimiento, así como a la abstención a declarar.

				Por otra, a los menores en prisión pre-ventiva o en internamiento les asisten los derechos de las personas sujetas a medidas cautelares o de sanción privativa de libertad: a un alojamiento adecuado; a incidir en un plan individualizado; a la cercanía con sus familiares; al acceso a medios de informa-ción; a la educación; acceso a la salud; a conservar la custodia; a la prohibición de aislamiento; a recibir visita íntima; a tra-bajar, así como a todos aquellos derechos propios de los adolescentes en los centros especializados. 

				Los anteriores derechos se comple-mentan con las obligaciones de los ado-lescentes sujetos a medidas cautelares o de sanción, quienes deberán observar las disposiciones administrativas disciplinarias que correspondan.

				Asimismo, las víctimas tienen derechos establecidos en la Constitución y demás normas aplicables, tales como: la repara-ción del daño por parte del adolescente mediante las modalidades de restitución, por ejemplo, trabajo material encamina-do en favor de la reparación directa del bien dañado; pago en dinero o en espe-cie mediante los bienes o patrimonio deladolescente, y pago en dinero con cargo a los ingresos laborales o de trabajo del menor.
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				Los órganos especializados del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes son: Ministerio Público, órganos jurisdiccio-nales, defensa pública, facilitador de meca-nismos alternativos, autoridad administrativa y policías de investigación. Los operadores del sistema que forman parte de estos órganos especializados deberán cubrir un perfil idóneo con conocimientos y habilida-des en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes.

				Los jueces de control, de ejecución y los magistrados especializados en justicia para adolescentes tendrán las facultades que les confiere la LNSIJPA, además de aquellas que otorgan las disposiciones aplicables. 

				 A las autoridades de ejecución de medidas, como autoridades administrati-vas especializadas con autonomía técnica, operativa y de gestión, la ley en la materia les otorga las siguientes facultades:

				 

				• Evaluación de los riesgos procesales para la determinación de las medidas cautelares.

				• Seguimiento y supervisión de medidas cautelares distintas a la prisión preventiva y de suspensión condicional del proceso, o bien canalización a la autoridad correspondiente.

				• Seguimiento y supervisión de las medidas de sanción no privativas de la libertad, cuya atribución es cumplir con las re-soluciones y requerimientos del juez de ejecución.

				• Seguimiento y supervisión de las medi-das de sanción privativas de la libertad. Se otorgan atribuciones a los centros de internamiento enfocadas a ejecutar 

			

		

		
			
				las medidas señaladas por el órgano jurisdiccional, así como a procurar la rein-tegración y reinserción social y familiar de los adolescentes sujetos a la ley sobre la materia.

				Entre las atribuciones relativas a la ejecución de medidas, destacan las siguientes:

				• Diseñar y ejecutar el Plan Individualizado de Actividades, así como el Plan Indivi-dualizado de Ejecución.

				•Llevar un registro actualizado de las instituciones públicas y privadas que participen en la ejecución de las me-didas cautelares o de sanción y de los planes para su cumplimiento; asimis-mo, de las condiciones impuestas en la suspensión condicional del proceso y disponer lo conducente para que esté a disposición del órgano jurisdiccional, en caso de que se solicite.

				• Los planes y los programas diseñados por la autoridad administrativa y las áreas deevaluación y ejecución de las medidas deberán considerar la política general en materia de protección de adolescentes a nivel nacional, así como en materia de ejecución de las medidas y de reinserción social para las personas sujetas a esta ley.

				Entre las autoridades auxiliares del Sis-tema Integral se encuentran la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y las equivalentes de las entidades federativas; las instituciones del sistema nacional de seguridad pública; los consultores técni-cos y peritos en las materias de medici-na, psicología, criminología, sociología, 

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				35

			

		

		
			
				EJECUCIÓN DE SANCIONES Y JUSTICIA PARA ADOLESCENTES

			

		

		
			
				pedagogía, antropología, trabajo social y afines; las organizaciones coadyuvantes de instituciones privadas, organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil sin fines de lucro en las áreas de capacita-ción laboral, educativa, de salud, cultural y del deporte, las cuales deberán cumplir con los requisitos establecidos por la nor-matividad vigente para actuar como tales.

				En el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes se aplican mecanismos alternativos de solución de controversias y formas de terminación anticipada. Los primeros son la mediación y los procesos restaurativos, cuyos modelos de reunión son: 1) víctima con el adolescente, 2) junta restaurativa y 3) círculos. Puede derivar en un acuerdo reparatorio o en un plan de reparación y una propuesta de condiciones por cumplir para una suspensión condicio-nal del proceso. Las segundas se refieren a las soluciones alternas —basadas en acuerdos reparatorios— y a la suspensión condicional del proceso, la cual podrá ser 

			

		

		
			
				revocada en caso de que el adolescente deje de cumplir injustificadamente con las condiciones impuestas o con el plan de reparación.

				El proceso busca establecer la existencia jurídica de un hecho señalado como delito, determinar si el adolescente es autor o partícipe, conocer el grado de responsa-bilidad y, en su caso, aplicar las medidas que correspondan conforme a la ley. Es importante señalar que este procedimiento deberá observar en todo momento la fina-lidad socioeducativa del sistema.

				Aunque la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes concreta los compromisos internaciona-les en esta materia, es cierto que en su implementación aún existen situaciones que denotan la falta de capacitación de algunos de sus operadores, quienes lejos de resguardar los derechos humanos de losadolescentes en conflicto con la ley los violentan. Los siguientes datos de la ENASJUP 2017 lo confirman: 9

				
					9	 INEGI, Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, op. cit., p. 12. 

				

			

		

		
			
				CUADRO 21

				
					9	INEGI, Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, op. cit., p. 12. 
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				La violencia física sigue prevaleciendo como práctica de los operadores policiacos y, como se desprende del siguiente cuadro, se han retomado ciertos ejercicios denigrantes 

			

		

		
			
				IV. La ejecución de sanciones 

				En el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, las medidas de sanción tienen como finalidad la reinserción social y la reintegración del menor, así como la reparación del daño a la víctima u ofen-dido. El juez de ejecución y la autoridad administrativa deberán garantizar que el cumplimiento de la medida satisfaga dicho objetivo y considere los ámbitos individual, familiar, escolar, laboral y comunitario en los que se desarrolla el adolescente. 

				Los medios para lograr la reintegración y la reinserción social de los adolescentes deberán contemplar lo siguiente:

			

		

		
			
				orientados hacia la tortura, las cuales no deberían existir en un país que construye su democracia basada en el respeto a los derechos humanos.10

				
					10	 Idem.

				

			

		

		
			
				CUADRO 31

				
					10	Idem.

				

			

		

		
			
				• Garantizar el cumplimiento de sus derechos.

				• Posibilitar su desarrollo personal.

				• Escuchar, tomar en cuenta su opinión e involucrarla activamente en la elabora-ción y ejecución de su Plan Individualiza-do de Actividades o Plan Individualizado de Ejecución.

				• Minimizar los efectos negativos que la medida de sanción pudiera tener en su vida futura.

				• Fomentar los vínculos familiares y so-ciales que contribuyan a su desarrollo personal, a menos que esto sea contrario a sus derechos.
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				CUADRO 310
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				La Ley Nacional establece dos tipos de medidas de sanción:11

				1) Medidas no privativas de la libertad

				• amonestación;

				• apercibimiento;

				• prestación de servicios a favor de la comunidad;

				• sesiones de asesoramiento colectivo y actividades análogas;

				• supervisión familiar;

				• prohibición de asistir a determinados lugares, de conducir vehículos y de utilizar instrumentos, objetos o pro-ductos que se hayan utilizado en el hecho delictivo;

				• no poseer armas;

				• abstenerse de viajar al extranjero;

				• integrarse a programas especializados en teoría de género, en casos de hechos tipificados como delitos sexuales;

				• libertad asistida.

				2) Medidas privativas o restrictivas de la libertad

				• Estancia domiciliaria.

				• Internamiento.

				• Semiinternamiento o internamiento en tiempo libre.

				En caso de existir una omisión procesal, las partes podrán interponer una queja en contra del juzgador de primera instancia ante el Consejo, quien resolverá sobre el asunto para que se realice el acto omitido. 

				
					11	La medida de reparación del daño a la víctima u ofendido se aplicará en todos los casos.

				

			

		

		
			
				Tendrán, igualmente, la posibilidad de hacer uso del recurso de revocación en cualquiera de las etapas del procedimiento penal en contra de las resoluciones de mero trámite que se resuelvan sin sustanciación, para queel juez que haya dictado la resolución impug-nada la examine de nueva cuenta y dicte la sentencia correspondiente. Por último, podrán interponer el recurso de apelación contra las resoluciones del juez de con-trol, cuya sentencia confirmará, modifica-rá o revocará aquella que fue impugnada, o bien ordenará la reposición del acto que dio lugar a la misma.

				El juez de ejecución es la autoridad judicial responsable del control y super-visión de la legalidad de la aplicación y ejecución de las medidas de sanción y de internamiento preventivo, además de ser la encargada de resolver los incidentes que se presenten para garantizar el cumplimiento de los objetivos fijados por la ley en cita. 

				En esta etapa deberá realizarse un Plan Individualizado de Ejecución de las medi-das de sanción que ameriten seguimiento, mismo que deberá:

				a) Sujetarse a los fines de la o las medidas impuestas por el juez.

				b) Tener en cuenta las características par-ticulares del adolescente y sus posibili-dades para cumplir con el Plan.

				c) Dar continuidad a los estudios del me-nor en el nivel de escolaridad que le corresponda.

				d) Escuchar y tomar en cuenta su opinión y, en su caso, de las personas respon-sables del menor. 
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				e) Orientarse en los parámetros de la edu-cación para la paz, del aprendizaje de los derechos humanos y de la solución pacífica de conflictos.

				El personal encargado de la elaboración y revisión periódica de los Planes Individua-lizados y de la ejecución de las medidas de sanción deberá tener un perfil interdis-

			

		

		
			
				ciplinario, para así cumplir con las tareas asignadas por la autoridad administrativa. 

				Los resultados de la ENASJUP 2017 arrojan que un 20.5 % de los adolescen-tes en internamiento desconocen su Plan Individualizado y que un 6.5 % está en desacuerdo con el mismo. Cabe destacar que este instrumento es fundamental para establecer las bases de la reinserción social de los menores (ver cuadro 4).

			

		

		
			
				12	Ibidem, p. 20.

			

		

		
			
				CUADRO 412
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				En los casos de controversias de ejecución penal, solo se admiten los recursos de revocación interpuestos ante el juez de eje-cución, y los de apelación ante el tribunal dealzada correspondiente. La transgresión de una norma de fondo que implique vio-laciones a derechos fundamentales será causa de nulidad de la sentencia. En estos casos, el tribunal de apelación modificará o revocará la sentencia y, si esto comprome-te el principio de inmediación, se ordenará la reposición del procedimiento.

				Los centros de internamiento deberán contar con la capacidad y las condiciones adecuadas para recibir personas, así como con espacios que fomenten la convivencia y eviten la exclusión social; asimismo, esta-rán obligados a tener un reglamento interno y medidas de seguridad para proteger la integridad física de los adolescentes y de sus visitantes.

				No obstante, respecto a la percepción de inseguridad de los adolescentes en el centro de internamiento, la ENASJUP 2017 arrojó los siguientes resultados:123

				
				

			

		

		
			
				En la ejecución de las medidas sancio-natorias podrán llevarse a cabo proce-sos restaurativos, en los que la víctima u ofendido, el adolescente y, en su caso, la comunidad afectada, en libre ejercicio de su autonomía, participen de forma individual o conjunta en la resolución de cuestiones derivadas de los hechos que la ley señala como delitos, con el objeto de identificar las necesidades y responsabilidades indi-viduales y colectivas, así como de coadyu-var en la reintegración social de la víctima u ofendido y del menor a quien se le haya dictado una medida de sanción.

				Los jueces de ejecución conocerán las controversias relacionadas con:

				• Condiciones de internamiento.

				• Ejecución de medidas no privativas de libertad que afecten derechos funda-mentales.

				• Duración, modificación, sustitución y extinción de la medida de sanción.
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				CUADRO 513

				
					13	INEGI, Encuesta Nacional de Adolescentes en el Sistema de Justicia Penal (ENASJUP) 2017, op. cit., p. 21. 
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				En lo que se refiere a la victimización dentro del centro de internamiento, la encuesta refleja los siguientes datos: 13

				
					14	Idem. 

				

			

		

		
			
				Dado que en dichos centros se resiente un clima de inseguridad que pone en riesgo a los internos, la Ley Nacional contempla ciertas medidas de prevención de la violen-cia y la delincuencia dirigidas a este sector de la población. Se trata de un conjunto de políticas públicas, programas, estrategias y acciones orientadas a reducir estos fac-tores de riesgo.

				La prevención del delito tiene como finalidad el ejercicio pleno de los derechos de los menores y la formación ciudadana en tres niveles:

				1. Prevención primaria. Son medidas uni-versales dirigidas a los adolescentes antes de que presenten comportamien-tos antisociales o cometan delitos. Su implementación se realiza a través del desarrollo de habilidades sociales, la 

			

		

		
			
				creación de oportunidades educativas —y laborales para cuando estén en edad de requerirlas—, de salud, culturales, deportivas y recreativas.

				2. Prevención secundaria. Se trata de las medidas dirigidas a los adolescentes en situaciones de mayor riesgo, que no tienen apoyo familiar, se encuentran fuera del sistema educativo, se inician en el consumo de drogas o viven en contextos que afectan su desarrollo.

				3. Prevención terciaria. Son medidas es-pecíficas implementadas para evitar la reincidencia delictiva de los adolescen-tes que ya han cumplido una medida sancionatoria.

				 

				En el siguiente cuadro se ilustran las expec-tativas de los adolescentes al finalizar el cumplimiento de la medida de sanción:

			

		

		
			
				CUADRO 614

				
					1	Idem. 
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				CUADRO 714

				Entre tanto, la posibilidad de reincidencia delictiva en los adolescentes internos es más alta que la de los externos, como se expresa a continuación:

				CUADRO 816

				
					15	 Ibidem, p. 25.

					16	 Idem.

				

			

		

		
			
				CUADRO 715
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				Uno de los mayores retos del sistema inte-gral de justicia para adolescentes es reducir al máximo el segmento de los menores internos en riesgo de volver a ser procesa-dos jurídicamente, lo cual puede impulsary desarrollar el debate para mejorar el sistema en su conjunto y hacer programas de ejecución de sanciones más eficaces.

				V. Conclusiones

				Como puede observarse a lo largo de este artículo, es urgente atender de manera integral el problema de los adolescentes y, particularmente, de los adolescentes en conflicto con la ley. Al respecto, se extraen las siguientes conclusiones:

				1. Las causas de la delincuencia juvenil son múltiples y entre ellas se encuentran las situaciones de exclusión, pobreza extrema y desigualdad social, así como la desintegración familiar y la violencia desatada a lo largo del país.

				2. En términos de políticas públicas es prioridad crear programas integrales derespeto a los derechos humanos, de inclusión social y de desarrollo de los adolescentes en la vida social, produc-tiva, política y cultural del país, para que de manera progresiva se vayan desarti-culando los mecanismos que propician las conductas delictivas.

			

		

		
			
				3. Es fundamental que el gobierno cree un marco normativo capaz de enfrentar la si-tuación de vulnerabilidad de los menores infractores, que considere como princi-pios capitales el respeto a sus derechos humanos y la perspectiva garantista de su reinserción a la vida social y familiar.

				4. Aunque el sistema integral de justicia para adolescentes ha tenido avances importantes, aún se requiere una mejora en su aplicación, como lo evidencian los resultados de estudios como la ENAS-JUP 2017.

				5. Se requiere profundizar en la especiali-zación de los diferentes operadores del sistema para lograr avances en su mejora.

				6. Debe mantenerse una revisión perma-nente de las fortalezas y debilidades de la ley, así como de la integración y opera-ción del sistema, con especial énfasis en el tema de ejecución de sanciones, por ser el que posibilita el encauzamiento delos menores infractores a un correcto desarrollo humano con perspectiva de reinserción social y familiar.

				7. Conocer y aplicar las buenas prácticas de sistemas de justicia para adolescen-tes de otros países con la finalidad de enriquecer las experiencias operativas de inserción social y familiar del sistema denuestro país. 
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				Resumen

				Anteriormente, el juicio de amparo indirecto era el medio de control constitu-cional idóneo para impugnar las cuestiones relacionadas con las condiciones de internamiento, principalmente aquellas relativas a la salud. Sin embargo, con la entrada en vigor de la Ley Nacional de Ejecución Penal, el 17 de junio de 2016, se estableció un mecanismo de control ordinario en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento de las personas privadas de libertad, el cual constituye un recurso sencillo, rápido y efectivo que garantiza el acceso efectivo a la justicia.

				Abstract 

				The indirect protection trial was the means of constitutional control appropriate to challenge the issues related to internment conditions, mainly those related to health issues. However, with the entry into force of the National Law on Criminal Enforcement, on June 17, 2016, an ordinary control mechanism was established against the facts, acts or omissions regarding the conditions of internment of persons deprived of their rights, freedom, which constitutes a simple, quick and effective remedy, which guarantees in its favor effective access to justice.
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				Condiciones de internamiento, mecanismo ordinario, amparo, dignidad humana, acceso a la justicia. 

				Keywords

				Conditions of internment, ordinary mechanism, protection, human dignity, access to justice.

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				REVISTA EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO

			

		

		
			
				48

			

		

		
			
				I. INTRODUCCIÓN 

				La Ley Nacional de Ejecución Penal vinculalas condiciones de internamiento con ladignidad humana para garantizar el ejer-cicio y la protección de los derechos humanos de las personas privadas delibertad, tales como la integridad personal, la prohibición de la esclavitud y los traba-jos forzados, la protección de la honra, la dignidad, la salud, los derechos sociales y culturales; atendiendo así a los princi-pios de interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

				La finalidad de analizar las vías de impugnación en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condi-ciones de internamiento es determinar si se garantiza el acceso efectivo a la justicia a las personas privadas de la libertad. Estas vías de impugnación constituyen recursos sencillos, rápidos y eficientes, asimismo, tienen plena eficacia restitutoria ante la violación de derechos alegada, es decir, estos mecanismos son idóneos para impug-nar una violación y brindar la posibilidad real de alcanzar, en su caso, la protección judicial requerida. 

				La estructura del presente ensayo consta de dos partes: la precisión de las condi-ciones de internamiento y su relación conla dignidad humana y, el análisis de las vías de impugnación —ordinarias y extraordina-rias— contra las condiciones de interna-miento de los centros de reinserción social.

				Para la elaboración del presente trabajo se utilizará el método dogmático, se emplea-rán normas jurídicas que integran el derecho positivo vigente y jurisprudencia de la Corte 

			

		

		
			
				Interamericana de Derechos Humanos y de los tribunales federales.

				II. CONDICIONES DE INTERNAMIENTO

				La Ley Nacional de Ejecución Penal esta-blece como principios rectores del siste-ma penitenciario los siguientes: dignidad, igualdad, legalidad, debido proceso, trans-parencia, confidencialidad, publicidad, proporcionalidad y reinserción social.

				La citada disposición normativa estable-ce que las personas confinadas dentro de un centro penitenciario, durante la ejecución de la prisión preventiva o las sanciones penales impuestas, gozarán de todos los derechos previstos por la Constitución y los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, siempre y cuando estos no hubieren sido restringi-dos por resolución judicial, o su ejercicio fuese incompatible con el objeto de esta. En su caso, la limitación se regirá por los principios de necesidad, proporcionalidad e idoneidad. 

				Los derechos que se garantizan en favor de las personas privadas de libertad, de manera enunciativa y no limitativa, son los relacionados con: a) trato digno, b) asisten-cia médica, c) alimentación, d) estancias designadas, e) información de derechos y deberes, f) suministro de agua, g) suminis-tro de artículos de aseo diario necesarios, h) régimen de visitas, i) peticiones o quejas, j) integridad moral, física, sexual, psicológica y k) participación en la integración de su plan de actividades.
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				Las mujeres privadas de libertad, ade-más de los derechos mencionados, tendrán derecho a: a) ejercer su maternidad y lac-tancia; b) recibir trato directo de personal penitenciario de sexo femenino, en las áreas de custodia y registro y, en la medida de lo posible, en el área de atención médica, excepto en casos de urgencia; c) contar con instalaciones adecuadas y artículos nece-sarios para una estancia digna y segura; d) recibir, al ingresar al centro peniten-ciario, la valoración médica, que deberá comprender un examen exhaustivo a fin de determinar sus necesidades básicas y específicas; e) obtener atención médica; f) conservar la guardia y custodia de sus hijos menores de tres años en el centro penitenciario; g) recibir alimentación opor-tuna, educación, vestimenta y atención pediátrica para sus hijas e hijos y h) contar con instalaciones adecuadas.

				La Ley Nacional de Ejecución Penal también establece obligaciones a cargo de la autoridad penitenciaria, consistentes en:

				• Establecer registros fehacientes con la información necesaria para garantizar que las condiciones de internamiento sean dignas y seguras para las personas privadas de libertad, y que del mismo modo sean las condiciones de trabajo para el personal penitenciario. 

				• Instrumentar una clasificación de las distintas áreas y espacios en el centro penitenciario, en particular, de los dor-mitorios, obedeciendo a criterios basa-dos en la edad, el estado de salud, la duración de la sentencia, la situación jurídica y otros datos objetivos sobre 

			

		

		
			
				las personas recluidas, tendientes a ar-monizar la gobernabilidad del centro y la convivencia. Por ejemplo, destinar sitios especiales para personas pro-cesadas o sentenciadas por delitos de secuestro o delincuencia organizada, sin que se menoscaben las condiciones de internamiento previstas para las demás personas privadas de libertad.

				• Prestar servicios de calidad y adecuados a todas las personas que los requieran y que se encuentren confinadas en el centro, bajo criterios de razonabilidad y no discriminación. 

				• Cumplir con los protocolos en materia de protección civil, ingreso, egreso, ca-pacitación en derechos humanos para el personal del centro, uso de la fuerza, manejo de motines, evasiones, inciden-cias, lesiones, muertes en custodia o de cualquier otra alteración del orden inter-no; revisiones a visitantes, población y personal del centro; resguardo de perso-nas privadas de libertad en situación de especial vulnerabilidad; ejecución de la sanción de aislamiento temporal; cadena de custodia de objetos relacionados con una probable causa penal o procedimien-to de responsabilidad administrativa; trato respecto del procedimiento para el ingreso, la permanencia o el egreso temporal o definitivo de menores que vivan en los centros con sus madres; clasificación de áreas, visitas y entrevis-tas con las personas defensoras; actua-ción en casos que involucren personas indígenas; tratamiento de adicciones; comunicación con los servicios consu-lares en el caso de personas extranjeras; 
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				trabajo social, prevención de agresiones sexuales y suicidios; traslados, solicitud de audiencias, presentación de quejas, formulación de demandas, notificacio-nes, citatorios, práctica de diligencias judiciales, urgencias médicas y traslado a hospitales. Todo esto en aras de garanti-zar condiciones de internamiento dignas y seguras para la población privada de la libertad, así como seguridad y bienestar para los trabajadores y otras personas que ingresan a los centros. 

				Del cúmulo de derechos de las personas privadas de la libertad y de las obligaciones impuestas a la autoridad penitenciaria se desprende que la Ley Nacional de Ejecución Penal vincula las condiciones de interna-miento a la dignidad humana, cualidad que puede traducirse como el respeto y la estima que todos los seres merecen.

				La dignidad humana no solo está rela-cionada con las limitaciones impuestas a la autoridad penitenciaria,1 sino que también con la obligación de ésta de crear y fomentar las condiciones jurídicas, políticas, sociales, económicas y culturales que permitan el desarrollo de ésta cualidad en dicho con-texto. Es decir, por un lado, implica el reco-nocimiento del Estado de diversos derechos humanos para propiciar igualdad entre los individuos, independientemente de su con-dición social, económica o cultural; y, por el otro, representa un deber jurídico a cargo del Estado, consistente en la protección, 

				
					1 Voz “dignidad de la persona humana”, Diccionario Jurídico Mexicano, México, Porrúa-UNAM, Instituto de Investiga-ciones Jurídicas, 2007, tomo D-H, pp. 1346-1347.

				

			

		

		
			
				garantía y promoción de esos derechos, a través de mecanismos eficaces en el ámbito nacional e internacional. Lo anterior se traduce en la ausencia de cualquier clase de tratos discriminatorios o inequitativos que atenten contra la dignidad humana.

				En el voto razonado del juez A. CançadoTrindade respecto de la sentencia pronuncia-da por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 2 de agosto de 2008 en el caso del Penal Miguel Castro vs. Perú, se señala:

				 

				54. Esto me conduce a otra línea, correlata, de reflexión. La conceptualización de la persona humana fue enaltecida en el pen-samiento de Emmanuel Kant, al reconocer a esta última una dignidad intrínseca, la cual exige respeto por uno mismo y en las relaciones de uno con todos los demás seres humanos. Cada persona, como ser moral (homo noumenon), sujeto de razón práctica, es un fin en sí misma, no pudiendo jamás ser tratada como un medio para los fines de otros. En sus Fundamentos de la Metafísica de las Costumbres (1785) E. Kant enunció su célebre imperativo, según el cual cada persona debe obrar sólo según una máxima que aspire al mismo tiempo que se torne ley universal.

				60. Cabe aquí invocar el imperativo kan-tiano, según el cual ninguna persona debe ser tratada como un simple medio (ni si-quiera para la “operación de la justicia”), sino más bien como un fin en sí misma. Esto requiere escucharla atentamente en audiencia pública, darle las razones que fundamentan la decisión judicial que la concierne, aclarar las dudas que pueda todavía tener después de dicha decisión. 
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				Sólo así la persona justiciable no se sentirá como un medio (para la labor de otros), y pasará a sentirse como un fin en sí misma.2

				Para Häberle, la dignidad humana depen-de de la cultura y la religión. Este jurista parte de la tesis de que el conjunto de los derechos de tipo personal, por un lado, y los deberes, por el otro, deben permitiral individuo llegar a ser persona, serlo y seguir siéndolo.3 Esto se traduce en que los derechos humanos relacionados con la dignidad deberán crecer de manera progre-siva y nunca disminuir. 

				Asimismo, Humberto Nogueira Alcalá sostiene que la dignidad es la base de los derechos humanos. Su afirmación no solo se funda en una garantía de tipo negativo que protege a las personas contra toda clase de vejámenes y ofensas, sino también afirma positivamente a través de los derechos el pleno desarrollo de cada ser humano.4

				En este orden de ideas, la Ley Nacional de Ejecución Penal considera la dignidad humana como un principio jurídico o una facultad que permite el ejercicio y la pro-tección de derechos humanos civiles, económicos, sociales y culturales. Dicha cualidad no solo se relaciona con las limi-taciones impuestas al Estado, sino también con la actividad y obligación que este tiene

				
					2	Corte IDH, Caso del Penal Miguel Castro Vs. Perú. In-terpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 2 de agosto de 2008, voto razonado del juez A. A. Cançado Trindade, párrs. 54 y 60.

					3	Häberle, Peter, El Estado constitucional, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2003, pp. 169 y 170.

					4	Nogueira Alcalá, Humberto, Teoría y dogmática de los derechos fundamentales, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2003, pp. 145 y 146.

				

			

		

		
			
				de generar, fomentar y promover las con-diciones jurídicas, sociales, económicas y culturales que permitan el desarrollo de la dignidad de la persona, ya sea que se encuentre o no privada de su libertad.

				Las condiciones de internamiento con-sisten en un conjunto de derechos para las personas privadas de libertad y en un cúmulo de obligaciones para las autori-dades penitenciarias, cuyo objetivo es garantizar una vida digna y segura para quienes se encuentran recluidos. De no ser así, las personas privadas de su liber-tad podrán ejercer sus derechos y hacer valer los procedimientos administrativos y jurisdiccionales establecidos en diversas legislaciones, salvo los que sean incompa-tibles con la aplicación de las sanciones y las medidas penales impuestas.

				La autoridad penal, en coordinación con las instituciones públicas del sector salud y de acuerdo con el régimen interior y las condiciones de seguridad del centro, está obligada a brindar atención médica en los centros penitenciarios. Esta obligación con-cuerda con el derecho humano a la salud previsto en el párrafo cuarto del artículo 4° constitucional que, por un lado garantiza el derecho a la protección de la salud para todas las personas —sin distinción alguna— y, por otro, ordena al legislador a definir las bases y modalidades para el acceso a estos servicios, así como a disponer la concurrencia entre los distintos niveles de gobierno sobre la materia, de acuerdo con lo establecido en la fracción XVI del artículo73 constitucional. Al respecto, el doctor Miguel Carbonell señala: “La protección de la salud y el desarrollo de los correspondientes 
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				sistemas sanitarios asistenciales es una de las tareas fundamentales —en términos políticos y económicos— de los Estados democráticos contemporáneos y representa una de las claves del Estado de bienestar”.5

				Este derecho humano es esencial para la dignidad de toda persona porque al gozar de bienestar físico y mental, teniendo al alcance los medios institucionales o asistenciales para conservar esos atributos, se articulan eficazmente el resto de los derechos funda-mentales y se accede al disfrute pleno de la protección que brinda la Constitución. A su vez, esta impone como deber del Esta-do generar a través de medios jurídicos y administrativos un sistema que coordine a la federación y a los estados para que brinden servicios de salud, individuales y de carácter colectivo, a toda persona que se encuentre en territorio nacional, independientemente de si se encuentra o no privada de la liber-tad, de acuerdo con sus necesidades y no conforme a sus recursos económicos, sin discriminaciones en razón de la enfermedad que padezcan o de la situación jurídica en que se encuentren.

				Del artículo 4° anteriormente citado derivan una serie de estándares jurídicos de gran relevancia, motivo por el cual el Estado mexicano ha suscrito convenios internacionales que muestran el consenso en torno a la importancia de garantizar ciertas pretensiones relacionadas con el disfrute de este derecho en el nivel más elevado. Existen documentos que esclare-cen su contenido y alcance jurídico mínimoconsensuado, como los siguientes: el artícu-

				
					5	Carbonell, Miguel, La constitución en serio, 4ª. ed., México, Porrúa, 2012, p. 180.

				

			

		

		
			
				lo 5°, apartado 1, de la Convención Ameri-cana sobre Derechos Humanos y el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.

				Lo anterior implica que el Estado tiene obligaciones de respeto, protección y cum-plimiento a este derecho, como el estable-cimiento de un sistema de protección de la salud que brinde igualdad de oportunidades para disfrutar del más alto nivel posible de salud, en términos de disponibilidad, acce-sibilidad, no discriminación, aceptabilidad y calidad de los servicios que proporcione.

				El artículo 2° de la Ley General de Salud establece que el derecho a la protección de la salud tiene como finalidades —entre otras— el bienestar físico y mental de las per-sonas, la prolongación y el mejoramiento dela calidad de vida, así como el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la población.

				Este derecho comprende también la recepción de medicamentos básicos para el tratamiento de cualquier enfermedad, sin que sea un obstáculo que la medicina sea de reciente descubrimiento o que existan otras enfermedades que merezcan igual o mayor atención por parte de este sector, ya que dichas cuestiones son ajenas al derecho del individuo al tratamiento de su enfermedad como parte de la protección a la salud, consagrada como derecho humano, y es deber de las dependencias y entidades responsables proporcionar los servicios respectivos.
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				 En consecuencia, conforme a lo esta-blecido por el artículo 4° constitucional; el artículo 5°, apartado 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el numeral 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Econó-micos, Sociales y Culturales, y el artículo 2° de la Ley General de Salud, así como por diversos criterios de nuestros tribunales, toda persona tiene derecho a la protec-ción de la salud y al acceso a los servicios correspondientes sin discriminación alguna, lo que se traduce en recibir el tratamiento requerido en su máxima expresión, en caso contrario se estarían transgrediendo dichas disposiciones normativas.6

				Por tanto, los servicios médicos ten-drán por objeto la atención médica de las personas privadas de libertad, desde su ingreso y durante su permanencia, otor-gando el tratamiento adecuado mediante el diagnóstico oportuno de enfermedades agudas, crónicas y crónico-degenerativas, incluyendo las enfermedades mentales; se prescribirán dietas nutricionales en los casos en que sea necesario, a fin de que la alimentación sea variada y equilibrada; sumi-nistrarán medicamentos y terapias básicas indispensables, y mantendrán informadas a las autoridades competentes en materia de salud sobre algún brote de enferme-dad transmisible que pueda ser fuente de epidemia.

				Cabe destacar que dichos servicios serán gratuitos y obligatorios para las per-

				
					6	Tesis VI.2o.37 P, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. II, diciembre de 1995, p. 574.

				

			

		

		
			
				sonas privadas de libertad, y contempla-rán actividades de prevención, curación y rehabilitación, en estricto apego a las disposiciones legales aplicables en materia de servicios de salud. 

				En este sentido, uno de los grandes problemas de este sector es la reducción del presupuesto y la falta de personal médico en los centros penitenciarios.

				III. VÍAS DE IMPUGNACIÓN EN CONTRA DE LOS HECHOS, ACTOS U OMISIONES RESPECTO DE LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE la LIBERTAD

				Actualmente, las vías de impugnación en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de interna-miento son:

				• Denuncia ante el Ministerio Público, la au-toridad que tenga a su cargo los centros de readaptación social y los organismos protectores de derechos humanos. 

				• Mecanismo de control ordinario que prevé la Ley Nacional de Ejecución Penal, con-sistente en procedimiento administrativo, controversias ante el juez de ejecución, procedimiento jurisdiccional y recursos. 

				• Juicio de amparo indirecto.
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				1. Denuncia ante el Ministerio Público, la autoridad a cargo de los centros de readaptación social y los organismos protectores de derechos humanos

				Los defensores o las personas privadas de libertad pueden denunciar ante el agente del Ministerio Público de la Federación, la autoridad penitenciaria o las comisiones de derechos humanos la falta de atención médica, actos de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes, golpes y cual-quier otra violación a sus derechos huma-nos que provengan de cualquier servidor público. 

				Esta vía de impugnación tiene como finalidad que las autoridades adopten medi-das que pongan fin a tales violaciones, que se prevenga su repetición y, en su caso, se sancione a quienes las hubiesen cometido, de conformidad con la legislación adminis-trativa y penal aplicable.

				2. Mecanismo de control ordinario previsto en la Ley Nacional de Ejecución Penal 

				La Ley Nacional de Ejecución Penal esta-blece el procedimiento administrativo, las controversias ante el juez de ejecución, el procedimiento jurisdiccional y los recursos como mecanismos de control ordinario para solicitar o controvertir cuestiones relaciona-das con las condiciones de internamiento en los centros de reinserción social.

			

		

		
			
				a) Procedimiento administrativo

				Las personas privadas de libertad, a nom-bre propio o de manera colectiva; sus fami-liares hasta el cuarto grado de parentesco por consanguinidad, su cónyuge, con-cubinario o pareja de hecho; visitantes, defensores públicos o privados; Ministerio Público, cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo de protección de los derechos humanos en el orden federal o de las entidades federativas que por su mandato tengan la protección de los grupos o individuos privados de libertad, y las organizaciones de la sociedad civil que se encuentren debidamente acredi-tadas y que comprendan en su objetivo la protección de los derechos de estas personas están legitimados para formular peticiones administrativas ante la autoridad penitenciaria en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento. 

				Las peticiones tienen como finalidad que la autoridad penitenciaria se pronuncie sobre la afectación de las condiciones de vida digna en reclusión o sobre el perjuicio de los derechos de terceras personas y, en su caso, la subsanación de dicho perjuicio. 

				Las peticiones administrativas se rea-lizarán por escrito, sin formalidad algu-na, ante el director del centro, y deberán aportar la información que se considere pertinente para atender las condiciones de vida digna en reclusión. En caso de que las personas privadas de libertad lo soliciten, la autoridad administrativa del centro las auxiliará para formular el escrito. 
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				Recibida la petición, la autoridad penitenciaria, por escrito y dentro de las veinticuatro horas siguientes, la admitirá e iniciará el trámite del procedimiento, o bien informará en caso de ser confusa. Esta determinación deberá notificarse per-sonalmente al promovente. 

				Si existiera una prevención, el peti-cionario tendrá un plazo de setenta y doshoras a partir de su notificación para subsanarla; de no hacerlo, la autoridad penitenciaria citará al promovente para que personalmente aclare su petición. Luego, se emitirá la resolución sobre el fondo de la cuestión. En caso de no acudir a la cita, se desechará la petición formulada. 

				Admitida la petición, el director del centro tendrá la obligación de allegar-se por cualquier medio de la información necesaria, dentro del plazo señalado para resolver, considerando siempre la que aporte el peticionario con la finalidad deemitir una resolución que la atienda de manera óptima, si fuera el caso. 

				Las peticiones administrativas que ten-gan un mismo objeto, total o parcialmente, serán acumulables cuando así proceda, para ser resueltas en un solo acto conjunta-mente. Se continuará con la substanciación por separado de la parte que no se hubiese acumulado. 

				El director del centro estará obligado a resolver dentro de un término de cinco días, contados a partir de la admisión de la petición, y a notificar al peticionario en un plazo no mayor a veinticuatro horas posteriores al dictado de la resolución. Si la petición fue resuelta en sentido contrario a los intereses del peticionario, este podrá 

			

		

		
			
				formular controversia ante el juez de eje-cución dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación de la resolución. Si los efectos del acto son continuos o permanentes, la controversia ante el juez de ejecución podrá plantearse en cualquier momento. 

				En caso de que la petición no se resuel-va dentro del término legal, el promovente podrá acudir ante el juez de ejecución competente y demandar esta omisión; hecho lo anterior, el juez resolverá en un plazo no mayor a setenta y dos horas. Si es procedente la acción, el juzgador requerirá a la autoridad penitenciaria que responda la petición formulada de fondo en el plazo previsto en esta ley y dará cuenta al superior jerárquico inmediato de la autoridad penitenciaria. 

				Cuando las peticiones recaigan sobre condiciones de internamiento que no se atiendan de inmediato quedarán sin materia, constituyendo un caso urgente. La persona legitimada podrá acudir directamente ante el juez de ejecución para plantear su petición, y este, de oficio, suspenderá de inmediato el hecho o acto que motivó la petición, así como sus efectos, hasta que se resuelva definitivamente. En caso de que los jueces de ejecución reciban promociones que, por su naturaleza, no sean casos urgentes, las turnarán al centro para su tramitación, recabando registro de su entrega.

				Los solicitantes podrán desistirse de su petición en cualquier momento, salvo que el tema planteado se refiera al interés general del centro penitenciario o de un sector de su población. El desistimiento no implica la pérdida del derecho a formular 
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				una petición sobre la misma materia con posterioridad.

				b) Controversias ante el juez de ejecución

				Los jueces de ejecución conocerán contro-versias relacionadas con: 1) las condiciones de internamiento y las cuestiones relaciona-das con las mismas; 2) el plan de actividades de la persona privada de la libertad y asun-tos relacionados con este, que impliquen violación de derechos fundamentales; 3) los derechos propios de quienes soliciten ingresar o hayan ingresado al centro como visitantes, defensores públicos y privados, defensores en los tribunales de amparo y observadores por parte de organizacio-nes de la sociedad civil; 4) la duración, modificación y extinción de la pena y sus efectos, y 5) la duración, modificación y extinción de las medidas de seguridad. 

				Los sujetos legitimados por esta ley para interponer peticiones administrativas también tendrán acción judicial ante el juez de control o el juez de ejecución según corresponda, con el objeto de resolver las controversias sobre los siguientes aspectos:

				 

				• Las condiciones de internamiento, el plan de actividades y cuestiones relacionadas con ambas. Será requisito indispensable haber agotado la petición administrativa. 

				• La impugnación de sanciones administra-tivas impuestas a las personas privadas de la libertad podrá hacerse valer en el acto de notificación o dentro de los diez días siguientes. 

				• Derechos de las personas privadas de la libertad en materia de traslados. Esta 

			

		

		
			
				acción podrá ejercerse en el momento de la notificación de traslado, dentro delos diez días siguientes a la misma o dentro de los diez días siguientes a su ejecución, cuando la persona privada de la libertad no hubiese sido notificada previamente. 

				• Los derechos de las personas que solici-ten ingresar o hayan ingresado al centro como visitantes, defensores públicos o privados, los defensores en los tribunales de amparo y los observadores por parte de organizaciones de la sociedad civil. 

				c) Procedimiento jurisdiccional

				En el procedimiento jurisdiccional, las acciones y recursos judiciales se sustancia-rán conforme a un sistema adversarial y oral yse regirán por los principios de contradicción,concentración, continuidad, inmediación y publicidad. 

				La persona privada de la libertad deberá contar con un defensor en las acciones y los recursos judiciales; mientras que la autoridad penitenciaria podrá intervenir por conducto de la persona titular de la dirección del centro o de la persona que esta designe.

				El promovente podrá desistir de la acción y del recurso judicial en cualquier etapa del procedimiento, siempre que esto no implique la renuncia a un derecho fun-damental.

				En los procedimientos ante el juez de ejecución podrán intervenir como partes procesales, de acuerdo a la naturaleza de la controversia: a) la persona privada de la libertad, b) el defensor público o privado, 
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				c) el Ministerio Público, d) la autoridad peni-tenciaria, el director del centro o quien los represente, e) el promovente de la acción o recurso y f) la víctima y su asesor jurídico,cuando el debate esté relacionado con la reparación del daño y cuando se afecte de manera directa o indirecta su derecho al esclarecimiento de los hechos y a la justicia. 

				Cuando el promovente no sea la persona privada de la libertad, el juez de ejecución podrá hacerlo comparecer a la audiencia si lo estima necesario. 

				La controversia judicial deberá presen-tarse por escrito ante la administración del juzgado de ejecución, precisando el nombre del promovente, los datos de localización, el relato de su inconformidad, los medios de prueba en caso de contar con ellos, la solicitud de suspensión del acto cuando considere que se trata de caso urgente y la firma o huella digital. 

				El juez de ejecución, de acuerdo con la naturaleza de la pretensión, de oficio o a petición de parte, ordenará la suspensión del acto si lo considera pertinente, así como el desahogo de las pruebas que estime conducentes para resolver el conflicto. 

				Recibida la solicitud, la administración del juzgado de ejecución registrará la causa y la turnará al juez competente. A su vez, el juez de ejecución contará con un plazo de setenta y dos horas para emitir un auto en cualquiera de los siguientes sentidos: a) admitir la soli-citud e iniciar el trámite del procedimiento; b) prevenir para que aclare o corrija la soli-citud, si fuera necesario, o c) desechar por ser notoriamente improcedente. 

				Cuando se realice una prevención, el solicitante tendrá un plazo de setenta y dos 

			

		

		
			
				horas para que aclarar o corregir la solicitud, en caso de no hacerlo se desechará de plano.

				El auto que admita la solicitud deberá realizarse por escrito y notificarse al promo-vente de manera inmediata sin que pueda exceder del término de veinticuatro horas. En caso de que no se notifique, se entenderá que fue admitida la petición. 

				Las solicitudes que tengan un mismo objeto serán acumuladas en el auto admi-sorio para ser resueltas conjuntame te, continuando la substanciación por separado de la parte que no se hubiese acumulado. El auto que admite o niega la acumulación admite revocación. 

				En caso de ser admitida la solicitud o subsanada la prevención, la administra-ción del juzgado de ejecución notificaráy entregará a las partes copia de la soli-citud y sus anexos, para que dentro del plazo de cinco días contesten la acción y ofrezcan los medios de prueba que estimen pertinentes; además, se requerirá a la autoridad penitenciaria para que den-tro del mismo término rinda el informe que corresponda. 

				En caso de tratarse de medidas dis-ciplinarias y de violación a derechos que constituyan un caso urgente, cuya acción o recurso jurisdiccional quede sin materia de no atenderse de inmediato, el juez de ejecución, de oficio o a solicitud de parte, decretará de inmediato la suspensión del acto hasta que se resuelva en definitiva. 

				Rendido el informe y contestada la acción, se entregará copia de los mis-mos a las partes correspondientes y se señalará hora y fecha para la celebración de la audiencia, la cual deberá realizarse 
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				al menos tres días después de la notifica-ción, sin exceder de diez días. 

				En caso de que las partes ofrezcan tes-tigos, deberán indicar el nombre, domicilio y lugar donde podrán ser citados, así como el objeto sobre el cual versará su testimonio. 

				En la fecha fijada se celebrará la audiencia, a la cual deberán acudir todos los interesados; sin embargo, la ausencia del director del centro, o de quien lo represente, lavíctima o su asesor jurídico no suspenderá la audiencia. 

				Previo a cualquier audiencia, el per-sonal de la administración del juzgado de ejecución llevará a cabo la identificación de los participantes, para lo cual estos deberán proporcionar su nombre, ape-llidos, edad y domicilio. Las audiencias serán presididas por el juez de ejecución, y se realizarán en los términos previstos en la Ley Nacional de Ejecución Penal y en el Código Nacional de Procedimientos Penales. Esta se desarrollará sujetándose a las reglas siguientes: el juez de ejecución se constituirá en la sala de audiencias el día y hora fijados y verificará la asistencia de los intervinientes; la declarará abierta y dará una breve explicación de los motivos de la misma; verificará si las partes conocen sus derechos constitucionales y legales, en caso contrario, se los hará saber; concederá el uso de la palabra al promovente y con posterioridad a las demás partes; estas dis-cutirán sobre la admisión de los medios de prueba y podrán apelar el desechamiento; por su parte, el juez de ejecución admitirá los medios de prueba y se procederá a su desahogo conforme a las reglas del Código. Las partes formularán los alegatos finales 

			

		

		
			
				y, de ser procedente, el juez de ejecución observará el derecho de réplica y dúplica cuando el debate así lo requiera; declarará cerrado el debate, emitirá su resolución y la explicará a las partes en la misma audiencia. 

				El juez de ejecución tendrá un término de cinco días para redactar, notificar y entregar copia a las partes de la resolución final, en la que deberá pronunciarse, incluso de oficio, sobre cualquier violación a los derechos fundamentales de los sentenciados. 

				Los jueces de ejecución podrán dar efectos generales a las resoluciones relativas a las condiciones de internamiento, exten-diendo sus efectos a todas las personas privadas de libertad que se encuentren en la misma situación. El juez establecerá un calendario para la instrumentación pro-gresiva de la resolución, previa audiencia a las partes, y se ejecutará una vez que quede firme. 

				Transcurrido el término para el cum-plimiento de la resolución por parte de la autoridad penitenciaria, el juez de ejecución, de oficio o a petición de parte, requerirá a la autoridad el cumplimiento de la misma. 

				En caso de que la autoridad penitenciaria manifieste haber cumplido con la resolución respectiva, el juez de ejecución lo notificará al promovente para que dentro del término de tres días manifieste lo que a su interés convenga. Transcurrido dicho término sin que hubiese objeción, el juez de ejecución dará por cumplida la resolución y ordenará el archivo del asunto. 

				Si el interesado manifiesta su inconfor-midad con el cumplimiento de la resolución, el juez de ejecución notificará a la autoridad 
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				penitenciaria tal desacuerdo en el término de tres días para que manifieste lo que a derecho corresponda, y transcurrido el mismo se resolverá sobre el cumplimiento o no de la resolución. 

				Si la autoridad informa que la resolución solo fue cumplida parcialmente o que es de imposible cumplimiento, el juez, de consi-derar que las razones no son fundadas ni motivadas, dará a la autoridad penitenciaria un término que no podrá exceder de tres días para que dé cumplimiento a la resolu-ción, de no hacerlo se aplicarán las medidas de apremio que correspondan. 

				En caso de que la autoridad penitenciaria alegue imposibilidad material o económi-ca para el cumplimiento total o parcial dela resolución, el juez de ejecución, escu-chando a las partes, fijará un plazo razonable para que se lleve a cabo. Si esta autoridad penitenciaria no cumple con el plazo esta-blecido, el juez requerirá a sus superiores jerárquicos por su cumplimiento, aplicando las medidas de apremio conducentes.

				d) Recursos

				El recurso de revocación se interpondrá ante el juez de ejecución en contra de las determinaciones de mero trámite. Tiene por objeto que el juez de ejecución que dictó la resolución impugnada la examine nuevamente y dicte la resolución debida. 

				Si el recurso se hace valer contra las resoluciones pronunciadas durante la audiencia, se dará el uso de la palabra a las demás partes para que manifiesten lo que a su derecho corresponda, y en la misma audiencia se dictará la determina-

			

		

		
			
				ción respectiva. Si el recurso se hace valer contra decisiones pronunciadas fuera de audiencia, se interpondrá al día siguiente de haber sido notificadas, se dará tras-lado a las demás partes por el término de dos días para que manifiesten lo que a su derecho corresponda y se resolverá al día siguiente, luego de desahogada la audiencia conforme al Código Nacional de Procedimientos Penales o de haber transcurrido el término concedido. 

				El recurso de apelación se interpon-drá dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto o resolución que se impugna. Esto tiene por objeto que el tribunal de alzada revise la legalidad de la resolución impugnada, a fin de confir-marla, modificarla o revocarla. Procede-rá en contra de las resoluciones que se pronuncien sobre: 1) desechamiento de la solicitud, 2) modificación o extinción de penas, 3) sustitución de la pena, 4) medi-das de seguridad, 5) reparación del daño, 6) ejecución de las sanciones disciplinarias, 7) traslados, y 8) afectación a los dere-chos de personas privadas de la libertad, visitantes, defensores y organizaciones observadoras.

				Si se interpone el recurso de apela-ción durante la tramitación del asunto este no se suspende. Una vez realizada esta diligencia, el juez de ejecución correrá tras-lado a las partes para que en el plazo de tres días manifiesten lo que a su derecho convenga y, en su caso, ejerciten su dere-cho de adhesión. Llevado a cabo el traslado, la unidad de gestión remitirá dentro de las veinticuatro horas siguientes las actuaciones al tribunal de alzada respectivo. 
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				En el auto donde se reciben las actua-ciones enviadas por el juez de ejecución se determinará si el recurso fue interpuesto en tiempo, si la persona tiene derecho de recurrir y si el auto impugnado es apelable. 

				En caso de ser necesario el desahogo de una audiencia, el tribunal de alzada, en el auto donde se recibieron las actuaciones, señalará día y hora para la celebración de la misma, dentro de los cinco días siguientes, y resolverá el recurso de apelación dentro delos tres días posteriores a la celebración de tal audiencia. 

				Si no se presenta el supuesto del párrafo anterior, dicho tribunal resolverá el recurso de apelación dentro de los tres días ulte-riores a la notificación del auto donde se recibieron las actuaciones.

				El Pleno del Tercer Circuito en materia penal sostiene que las personas privadas de libertad, ya sea en prisión preventiva o en ejecución de penas, tienen a su alcance un procedimiento administrativo de peticiones mediante el cual pueden hacer valer sus derechos atinentes a las condiciones de internamiento, entre las que se encuentran la falta o negativa de atención médica adecua-da, ya sea urgente o no urgente. Adicional-mente, cuentan con un sistema de recursos de índole jurisdiccional en caso de que la contestación a su petición no satisfaga sus necesidades o cuando se omita respuesta oportuna. Ante este marco normativo ágil y eficaz, antes de promover el juicio de amparo indirecto, deben agotarse el procedimiento administrativo de peticiones y los medios de impugnación previstos en la ley citada, en atención al principio de definitividad.7

				
					7	Tesis PC.III.P. J/18, Gaceta del Semanario Judicial de 

				

			

		

		
			
				Por su parte, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que el procedimiento de ejecución penal comprende un mecanismo de control denominado peticiones administrativas, a través del cual las personas privadas de libertad pueden reclamar —sin mayores formalismos—, ante la autoridad peniten-ciaria o el juez respectivo, las omisiones que vulneran sus derechos, inherentes a sus condiciones de internamiento. 

				Ahora bien, este mecanismo constituye un verdadero procedimiento y está con-formado por diversas etapas. Inicia con la presentación de una petición formulada por los internos ante la autoridad penitenciaria pertinente; en esta es posible ofrecer pruebas o las puede recabar de oficio la autoridad; si el acto es urgente puede ser suspendido de oficio y de inmediato por un juez. También es viable que este ordene las acciones posi-tivas necesarias para que cese, en caso de constituir una omisión. Asimismo, se prevé la posibilidad de que las decisiones adoptadas por la autoridad penitenciaria, relacionadas con la petición, sean impugnadas a través de los recursos atinentes. 

				El citado mecanismo de control, previs-to en la Ley Nacional de Ejecución Penal, constituye un medio de defensa sencillo, rápido y eficaz, por medio del cual la per-sona privada de su libertad puede reclamar omisiones inherentes a sus condiciones de internamiento, por lo que, antes deacudir al juicio de amparo indirecto, debe agotar dicho mecanismo y los medios de impugnación previstos en su contra por 

				
					la Federación, Décima Época, t. II, septiembre de 2018, p. 1701.
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				la ley referida. No obstante, si el interno promueve la acción constitucional contra las omisiones inherentes a sus condiciones de internamiento sin haber agotado pre-viamente el citado mecanismo de control, actualizará la causa de improcedencia del juicio prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, en atención al principio de definitividad.8

				IV. JUICIO DE AMPARO INDIRECTO

				El juicio de amparo indirecto anteriormente era el medio de control constitucional idóneo para impugnar las cuestiones relaciona-das con las condiciones de internamien-to, principalmente aquellas concernientes a cuestiones de salud; sin embargo, con esta práctica se saturaban los juzgados de amparo, en virtud de que cualquier hecho, acto u omisión que no fuera del agrado de las personas privadas de libertad se sometía a control constitucional.

				Con la entrada en vigor de la Ley Nacio-nal de Ejecución Penal, el 17 de junio de 2016, se establece un mecanismo de control ordinario en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento de las personas privadas de la libertad, mismo que constituye un recurso sencillo, rápido y eficaz que garan-tiza el acceso efectivo a la justicia.

				El Pleno del Decimosexto Circuito en materia Penal sostiene que para que la inactividad de la autoridad constituya una 

				
					8	Jurisprudencia 1a./J. 79/2018, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, diciembre de 2018, p. 230.

				

			

		

		
			
				omisión en el ámbito jurídico es impres-cindible que exista el deber de realizar una conducta y que alguien haya incum-plido esa obligación. Por otra parte, la Ley Nacional de Ejecución Penal impone a las autoridades penitenciarias el compromiso de garantizar atención médica a los internos bajo su resguardo, en tutela al derecho humano a la salud.

				Ahora bien, la Segunda Sala de la Supre-ma Corte de Justicia de la Nación ha sus-tentado que la ejecución material de un acto reclamado no atiende solamente a su contenido —en el sentido de que establezca una orden, mandato, cumplimiento o pro-hibición de llevar a cabo algo—, sino que también comprende los alcances materiales que pudiera producir en el mundo fáctico o real. Así, la omisión de las autoridades penitenciarias de brindar atención médica a los internos bajo su resguardo constituye un acto negativo con efectos positivos, pues produce una afectación que trasciende la materialidad ante la alteración o agrava-miento de su estado de salud, por lo que posee el atributo de ser ejecutable mate-rialmente. Con base en lo anterior, la regla de competencia a la que hay que acudir es la prevista en el primer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo, que finca los atri-butos para conocer de la demanda a favor del juez de distrito que ejerza jurisdicción en tal lugar o donde se haya ejecutado el acto reclamado, es decir, en el domicilio del establecimiento penitenciario.9

				De igual manera, debe decirse que ante-riormente no todos los actos u omisiones 

				
					9	Tesis PC.XVI.P. J/3, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. III, marzo de 2019, p. 2124.

				

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				REVISTA EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO

			

		

		
			
				62

			

		

		
			
				y hechos relacionados con cuestiones de internamiento ameritaban un control constitucional por parte de los juzgados de amparo, sino solo aquellos que fueran graves como los relacionados con el dere-cho humano a la salud, que debido a su importancia ha sido materia de tutela en diversos instrumentos internacionales, tal como se puede advertir en la Declaración Universal de Derechos Humanos, que en su artículo 25, apartado 1, alude a tal derecho. Del mismo modo, el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales hace alusión a tal prerrogativa, y también lo hace el artículo 1º del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

				Respecto de la atención médica a las personas privadas de libertad, los organis-mos internacionales han adoptado diver-sos criterios que procuran su protección. En este sentido se ha sostenido que “la obligación de tratar a las personas con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano comprende, entre otras cosas, la prestación de cuidados médicos”.10 

				Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos señalan con mayor precisión el derecho sobre la atención médica en este contexto, pues en sus numerales 22, 23, 24, 25 y 26 establecen la debida y necesaria atención de los internos; incluso, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el caso Baptiste 

				
					10	Comité de Derechos Humanos, caso Paul Kelly vs. Jamaica, 1991, párrafo 5.7.

				

			

		

		
			
				vs. Grenada, párrafo 135, y en Knights vs. Arenada, párrafo 127, sostuvo que la negación de atención médica a los internos por enfermedades y lesiones es violatorio del derecho a un trato humano.

				El Pleno del Séptimo Circuito en materia Penal sostiene que el Estado es respon-sable, en su condición de garante, de la observancia del derecho a la integridad personal de todo individuo que se halla bajo su custodia. De este modo, el área de Ser-vicios Médicos es la responsable de velar por la salud física y mental de los internos, así como de integrar su diagnóstico médico desde su ingreso al centro federal, con el fin de establecer el tratamiento médico y su aplicación. 

				En ese tenor, cuando el acto reclama-do por un interno en el juicio de amparo consiste en la negativa u omisión de aten-ción médica, y la autoridad responsable al rendir su informe justificado niega el acto y exhibe diversas constancias para acre-ditar que sí ha proporcionado el servicio médico al recluso, no procede sobreseer en el juicio por inexistencia del acto recla-mado —de conformidad con el artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo—, sino determinar mediante un estudio de fondo si se ha respetado o no el derecho humano a la salud, por ser este, precisa-mente, el acto reclamado. Se parte de la base de que el quejoso —al estar priva-do de su libertad— se encuentra bajo un estricto control del Estado y, por ende, en condición de vulnerabilidad. Estimar lo contrario implicaría dejarlo indefenso, al no poder decidirse sobre el tema planteado, a saber, si se le ha prestado el servicio 
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				y en qué condiciones. Esto es, sobreseer con base en la causa referida, aunque sea realizando un estudio periférico o superficial de las constancias para establecer si se le ha prestado o no la atención médica (para determinar la existencia o no del acto), atañe necesariamente al fondo de la cuestión planteada, pues implica tomar en cuenta los padecimientos reportados y la atención médica proporcionada.11

				El establecimiento de un mecanismo ordinario en contra de los hechos, actos u omisiones relativos a las condiciones de internamiento de las personas privadas de la libertad, que los ampara contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución federal, la ley o los tratados internacionales, implica evitar el abuso del juicio de amparo indi-recto, pues la Ley Nacional de Ejecución Penal establece los medios necesarios para atender ese tipo de cuestiones, como es la suspensión de plano de los actos violatorios de derechos humanos, recurso sencillo, rápido y eficaz que garantiza el acceso efectivo a la justicia de las perso-nas privadas de la libertad. Si no se obtiene resolución favorable una vez agotados esos mecanismos, es decir, agotado el principio de definitividad, entonces sí es viable acudir al juicio de amparo indirecto. 

				
					11	Tesis PC.VII.P. J/3, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, t. II, abril de 2017, p. 1096.

				

			

		

		
			
				V. CONCLUSIONES

				Primera. La Ley Nacional de Ejecución Penal relaciona las condiciones de inter-namiento con la dignidad humana, para garantizar el ejercicio y protección de los derechos humanos de las personas priva-das de la libertad, como son la integridad personal, la prohibición de la esclavitud y los trabajos forzados, la protección de la honra y la dignidad, la protección de la salud y de los derechos sociales y cultu-rales, atendiendo a su interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

				Segunda. Las vías de impugnación en contra de los hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de interna-miento de las personas privadas de libertad constituyen recursos sencillos y rápidos, que tienen plena eficacia restitutoria ante la violación de derechos alegada. Es decir, estos mecanismos de defensa son idóneos para impugnar la violación y brindar la posi-bilidad real de interponer un recurso que permita alcanzar, en su caso, la protección judicial requerida. 

				Tercera. El método dogmático emplea-do para la elaboración del presente ensayo fue suficiente para confirmar la hipótesis planteada al inicio, la cual se sustentó en el contraste de las disposiciones constitucio-nales y legales con la jurisprudencia y cri-terios judiciales de los tribunales federales.
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				No se justifica, aun en aras del beneficio de la población, el ejercicio de la fuerza pública contrario a derecho. Ello nos colocaría frente a un Estado despótico, dictatorial, absolutista o totalitario, un Estado en el que prevalecería el ejercicio de la fuerza pública sobre la ley, un Estado antidemocrático.**

				Resumen

				La delincuencia organizada rebasó a las instituciones de seguridad pública, lo cual motivó que el Ejército y la Marina Armada de México fueran instruidos, por su mando supremo y al margen de la ley, para hacerse cargo del servicio de seguridad pública para combatir al crimen organizado. A pesar de la participación de los institutos armados en esta delicada tarea, los índices de violencia se han incrementado día a día y la delincuencia organizada ha experimentado un crecimiento y diversificación exponencial; situación que imposibilita retirar a los militares de esta tarea, ya que se colocaría en grave riesgo a la población al exponerla al crimen y a la violencia.

				Corresponde a la administración pública en turno regularizar la presencia de las fuerzas armadas en las calles prestando un servicio público ajeno a sus funciones. Dicha solución se buscó a través de la creación y organización de la Guardia Nacional. ¿Es legal esta institución?, ¿se ajusta a los controles 
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				de constitucionalidad y convencionalidad?, ¿resuelve la Guardia Nacional el problema de inseguridad que enfrenta México? La respuesta a estas interrogantes la encontraremos a lo largo del presente estudio, en el que surgen dos nuevas preguntas, más respecto de las cuales se ofrecerá también la respuesta correspondiente: 1) ¿por qué, no obstante los esfuerzos realizados, la violencia y el crimen se han incrementado exponencialmente, y este último, además se ha diversificado?, así como 2) ¿qué es lo que hace falta por realizar en materia de seguridad pública?

				Abstract

				Organized crime exceded the Public Security Institutions, this motivated the Army, and Navy of Mexico were instructed by its Supreme Command and outside the law, to fight organized crime and provide the Public Security Service.

				However, the participation of the Armed Forces in this delicate task, the rates of violence have increased day by day and organized crime has experienced an exponential growth and diversification; this situation makes it imposible to remove the military from this task, since it would put the population at serious risk by exposing it to crime and violence.

				it corresponds to the Public Administration in turn, regularize the presence of the Armed Forces in the streets providing a Public Service outside their functions. the solution is sought through the creation and organization of the National Guard. is this institution legal? Does it comply with the Constitutionality and Conventionality controls? Does the National Guard solve the problem of insecurity that Mexico faces?

				The answer to these questions will be found in the reading of this article; and, after answering them, two new questions arise, in respect of which the corresponding answer will also be offered: 1. Why, however, the efforts made, violence and crime have increased exponentially, and the latter has also diver-sified?, 2. What is needed to be done in terms of public safety?

				Palabras clave

				Guardia Nacional, seguridad pública, constitucionalidad, convencionalidad, acción policial.

				Keywords

				National Guard, public security, constitutionality, conventionality, Public Secu-rity Plan.
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				I. INTRODUCCIÓN

				Suman ya más de dos décadas en las que los elementos de seguridad pública (policías y bomberos) se constituían en héroes de la ciudadanía, al grado de que cuando a las niñas y niños se les preguntaba qué deseaban ser cuando crecieran, la res-puesta no se hacía esperar y contestaban: policía o bombero. 

				La confianza en el servidor público que representaba el primer contacto con la ciudadanía era plena, se podía permanecer en la calle y no existía el temor de verse involucrados en la comisión de algún ilícito.

				La situación cambió y la confianza en la autoridad se perdió, ahora el miedo a verse involucrado en la comisión de un ilícito, ya sea como víctima u ofendido, se encuentra presente en la mente de todos los mexicanos, los índices de violencia han aumentado exponencialmente al igual que los homicidios derivados de la acción de la delincuencia, mismos que ascienden a más de dos mil por mes. Tan solo en febrero del 2019 se registraron 3 566 muertes violentas y el promedio que se guarda en la actualidad es de 91 homicidios diariamente.

				¿Qué fue lo que ocasionó este cambio tan radical? Las autoridades en materia de seguridad pública dirigieron sus actividades a enfrentar directamente el crimen a través de la acción policial, pero descuidaron por mucho tiempo la prevención del delito, por no considerarlo importante; más aún, nunca atendieron ni han atendido, de mane-ra directa, las causas que dan origen a la comisión de los hechos ilícitos (educación, 

			

		

		
			
				falta de oportunidades en la obtención de fuentes de ingresos y, corrupción). 

				Este error en la prestación del servicio de seguridad pública provocó el crecimiento en los índices delincuenciales y consecuen-temente el incremento de los delitos del fuero común (entre los que se destacaba el robo en sus distintas modalidades, como lo es el de transeúnte, a casa habitación, a negocio, de vehículo, etcétera) y ya vistos como un negocio y a manera de una empre-sa perfectamente organizada, los delitos de delincuencia organizada (producción y tráfico de drogas, tráfico de personas, tráfico de armas, contrabando, extorsión, secuestro, robo de vehículo, entre otros). 

				La reacción del Estado no podía espe-rar, pero la desorganización de sus institu-ciones policiales y la deficiente preparación de los elementos de seguridad pública obligó a tomar decisiones que además de que no formaban parte de una política pública, o por lo menos un programa de seguridad pública integral y debidamente estructurado, eran contrarias a la Ley Fun-damental de nuestro país y se convertían en inconstitucionales. El Ejército y la Marina Armada de México ingresaron a las calles a prestar el servicio de seguridad pública y a combatir al crimen.

				Se analiza en este documento la par-ticipación inconstitucional que han tenidoel Ejército y la Marina en las tareas de seguridad pública, las distintas solu-ciones de carácter jurídico que se han pretendido dar a este problema, culmi-nando con la regulación a nivel constitu-cional de la Guardia Nacional, sosteniendo su legalidad como institución y su imposibi-
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				lidad como acción aislada para resolver el problema de seguridad que enfrenta México.

				En esta virtud, se refiere lo que aún hace falta por hacer y que a la fecha se hadescuidado: atender de raíz las causas que originan el problema y que son, según se señala en el documento, la deficiente educación y formación de las personas, la carencia de oportunidades y la corrupción.

				Paralelo a ello, deberán también atender-se la prevención del delito que hasta ahora solo se ha hecho valer como disuasión o inhibición (pero no prevención) y la única tarea en la que se ha puesto atención: la acción policial, a la que tampoco se le ha otorgado la orientación correcta.

				Se expone la forma en que han de enfren-tarse las causas que originan el problema, en cuya estrategia se afirma que deben participar además de las instituciones deseguridad pública, las demás dependen-cias gubernamentales, sobre todo aquellas cuyos objetivos se orientan a la educación, la capacitación para el trabajo, el financia-miento, la capacitación para la organización y la producción y las de desarrollo social, etcétera, de los tres órdenes y niveles de gobierno, así como la sociedad civil.

				En cuanto a la persecución del delito, se realizan múltiples propuestas encaminadas a realizar modificaciones de carácter legal, así como a la estructura gubernamental a efecto de alcanzar una efectiva prevención del delito que permita adelantarse a la comi-sión de los hechos ilícitos y para el caso de que ello no se logre, se facilite la investigación y se incremente la posibilidad de averiguar quiénes los ejecutaron y en dónde pueden ser localizados, evitando así impunidad 

			

		

		
			
				y que las acciones de inhibición y disuasión del delito (que son las que realizan las insti-tuciones de seguridad pública) trasciendan a una nueva etapa, consistente en una real y eficiente prevención del delito.

				En cuanto a la acción policial (conocida como la reacción policial ante la comisión de hechos ilícitos), se proponen diversas acciones como el uso y aprovechamiento devehículos de penetración, fortalecimiento y reestructuración de la policía de proximi-dad o de barrio, elaboración de protocolos de reacción inmediata y establecimiento decírculos concéntricos ante la comisión de delitos, entre otros muchos.

				Por último, en el desarrollo del docu-mento al que se introduce, se aclara que el problema de la seguridad pública es de carácter permanente y generacional y que resultaría una falacia aseverar que puede resolverse en su totalidad.

				Se convierte en permanente porque la diferencia en la formación y educación de los diversos grupos sociales que integran la sociedad, el desequilibrio económico y la diversidad de ideas y pensamientos, con-siderados como algunos de los percutores que originan conflictos entre los individuos y grupos sociales y, que en muchas ocasio-nes, no alcanzan a resolverse por el camino de la tolerancia, los acuerdos resueltos por voluntad de las partes o bien, conforme a derecho, con la intervención de algún impartidor de justicia; y por tanto, caen dentro del ámbito de los delitos, gene-rándose así el movimiento perpetuo que marca el equilibrio entre el bien y el mal,lo correcto y lo incorrecto, lo permitido o loprohibido, etcétera.

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				71

			

		

		
			
				LA GUARDIA NACIONAL ANTE LOS PRINCIPIOS DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD

			

		

		
			
				Es generacional porque el conflicto que nuestra sociedad enfrenta respecto de la seguridad pública no nació de un día a otro, por el contrario, se generó a lo largo de muchos años, es el resultado de décadas de olvido, desigualdades socia-les, carencia de educación y ausencia de valores, ambición y deseo de hacer dinero por el camino fácil e ilegal por un lado; y por el otro la ausencia de una respuesta clara y concreta apoyada en la falta de capacidad y conocimiento del tema por parte de las autoridades.

				Se convierte así el conflicto de la inse-guridad en una balanza que en la actualidad se inclina hacia el precipicio de la ilegalidad, y lo que debemos alcanzar es precisa-mente el justo medio, es decir, el equilibrio adecuado entre lo correcto y lo incorrecto a efecto de obtener la paz y tranquilidad per-didos hace ya mucho tiempo y que no han dejado de anhelar los mexicanos; pero ello requiere de tiempo, de un plan integral que resuelva el problema a partir de su origen, un plan integral que refiera la participación de todos, los tres órdenes y niveles de gobierno y la sociedad civil. No hay solucio-nes mágicas, no hay soluciones sexenales y, mucho menos, de un día para otro.

				Se proponen en este documento, de manera clara y objetiva, una serie de accio-nes que a partir de la Estrategia Nacio-nal de Seguridad Pública, bien pudieran constituirse como el elemento a considerar para poner en marcha un Plan Integral deSeguridad Pública en el que además de instrumentarse las acciones de carácter policial, se atiendan de manera paralela y permanente las causas que originan el pro-

			

		

		
			
				blema de la seguridad pública y las acciones de prevención del delito y de investigación para la prevención del delito.

				II. El México moderno y la participación del Ejército y la Marina Armada de México en tareas de seguridad pública

				En la historia moderna de nuestro país, sexenio tras sexenio se han llevado a cabo diversos esfuerzos para integrar al Ejército y a las Fuerzas Armadas en el combate a la delincuencia. Asimismo, han surgidoideas en torno al cambio de denomina-ción de las fuerzas civiles y militares o a la creación de instituciones y organismos capaces de resolver el problema de la seguridad pública.

				1. La administración del presidente Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000)

				Retrocedamos 24 años en la historia, cuan-do, bajo el mandato del entonces presidente Ernesto Zedilllo Ponce de León, se creó la Policía Federal Preventiva (PFP), un cuerpo formalmente civil, pero integrado por 4 988 efectivos del Ejército y de la Marina.

				Entre 1996 y 1997, fueron enviados a patrullar las calles de la hoy alcaldía de Iztapalapa 2 589 miembros de la PFP. La falta de experiencia en materia de seguridad pública por parte de los militares, así como su desconocimiento de la ley y de los proce-dimientos policíacos, ocasionó que la comi-sión de ilícitos alcanzara cifras alarmantes, al grado de casi duplicarse en comparación 
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				con lo que sucedía anteriormente: el robo de vehículos con y sin violencia se elevó a 24 por día y, en tan solo tres meses, chocaron 26 patrullas y atropellaron a tres personas, ante lo cual, el presidente Zedillo declaró: “La incorporación de los militares en las tareas de seguridad pública ha sido una medida drástica, pero es la única for-ma de resolver un problema que angustia a millones de capitalinos. Estos ajustes no se pueden resolver, desgraciadamente, con medidas tibias, con medidas que nada más cubran las apariencias”.1

				La realidad es que nada se solucionó con la presencia de los militares, por el contrario, los delitos crecieron y se diver-sificaron y la delincuencia se incrementó.

				En este mismo sexenio, se crearon los cuerpos de élite militar denominados GAFE (Grupo Aeromóvil de Fuerzas Espe-ciales) y GANFE (Grupo Anfibio de FuerzasEspeciales).2 Con el paso del tiempo algunos de sus miembros renunciaron al ejército y otros desertaron para integrarse al Cartel del Golfo y a otras organizaciones criminales. En definitiva, la estrategia de integrar militares a las actividades de segu-ridad pública había fracasado de nuevo.

				
					1	Monge, Raúl, “Con los militares en Iztapalapa, parte del hampa ‘cambió de giro’ y, en cinco meses, casi se duplicaron los delitos registrados”, Proceso, 23 de agosto de 1997, https://www.proceso.com.mx/176277/con-los-militares-en-iztapalapa-parte-del-hampa-cambio-de-giro-y-en-cinco-meses-casi-se-duplicaron-los-delitos-registrados

					2	Cfr. Reyez, José, “El manual secreto de los Gafes”, Contra-línea, 14 de junio de 2009, https://www.contralinea.com.mx/archivo-revista/2009/06/14/el-manual-secreto-de-los-gafes/

				

			

		

		
			
				2. La administración del presidente Vicente Fox Quesada (2000-2006)

				Durante la época del presidente Vicente Fox Quesada, se incrementó la participación de los militares, especialmente del GAFE, en las actividades de la Agencia Federal de Investigación y de Dirección de la Procu-raduría General de la República.

				En el primer año del gobierno foxista, el personal comisionado por la Secretaría de la Defensa Nacional al mando de Macedo dela Concha fue de 254 militares,3 muchos de los cuales, cambiando su actividad de servidores públicos por la delincuencia organizada, pasaron a formar parte de los grupos criminales como sicarios o guar-daespaldas de los líderes de los cárteles y, posteriormente, integraron sus propias organizaciones ilícitas.

				Vicente Fox convirtió a la Infantería de Marina en una Fuerza Especial de Reacción, ordenó la creación de Grupos de Intercep-tación Antinarcóticos y transfirió a 1 600 infantes de la Marina a las Fuerzas Federales de Apoyo de la Policía Federal Preventiva.4

				En el 2002, ante un fuerte aumento de la inseguridad en Ecatepec y debido a que ni las autoridades locales ni las estatales funcionaban, decidió, por una parte, retirar 

				
					3	Cfr. Méndez, Enrique, “Con Macedo de la Concha aumentó la presencia de militares en la PGR”, La Jornada, 10 de mayo de 2005, https://www.jornada.com.mx/2005/05/10/index.php?section=politica&article=011n1pol

					4	Cfr. Sierra, Jorge Luis, “El ejército en tiempos de Fox: Continuidad con los planes zedillistas”, Proceso, 18 de agosto de 2002, https://www.proceso.com.mx/188064/el-ejercito-en-tiempos-de-fox-continuidad-con-los-planes-zedillistas
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				a la policía para prepararla y, por otra, man-dar elementos del ejército para labores de seguridad pública, a quienes se les enco-mendaron los servicios públicos de tránsito y de prevención del delito. No obstante, a causa de la ilegalidad del acto, se negó a firmar el decreto correspondiente, por lo que dejó la responsabilidad al secretario de la Defensa Nacional, el general Ricardo Clemente Vega García.

				Al respecto, el titular de la Secretaría de la Defensa Nacional señaló la gravedad de llevar a los militares a la calle, puesto que, según él, después resultaría difícil regresarlos a los cuarteles, se les expondría a la corrup-ción y, en caso de que fallaran, ya no habría otro recurso contra el crimen organizado.5

				3. La administración del presidente Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012)

				El 4 de diciembre del 2006, en la inaugura-ción del Foro de Inversiones y Coope-ración Empresarial Hispano-Mexicano, el presidente Felipe Calderón Hinojosa declaró la “guerra” al crimen organizado y, posteriormente, el 11 de diciembre —en una reunión celebrada en la residencia oficial de Los Pinos con la participación del secretario de la Defensa Nacional, el de la Marina, el de Gobernación, el de Seguridad Pública y el Procurador General de la República— dio inicio al Operativo Michoacán, con el que se autorizó a las 

				
					5	Cfr. Zea, Francisco, “El ejército en labores de Seguridad Pública”, Excélsior, 19 de febrero de 2019, https://www.excelsior.com.mx/nacional/el-ejercito-en-labores-de-seguridad-publica/1297323

				

			

		

		
			
				fuerzas armadas de México a erradicar plantíos de marihuana, realizar cateos y ejecutar órdenes de aprehensión, hechos contrarios a la Constitución, violatorios de los derechos humanos y que han ocasiona-do la muerte violenta de miles de personas.

				El 12 de diciembre, por órdenes del presi-dente Felipe Calderón, fueron despachados a Michoacán 6 500 elementos para retomar el territorio controlado por los distintos cár-teles de la delincuencia organizada. El 14 de diciembre, el gobernador de Baja California, Eugenio Elorduy, anunció un operativo simi-lar en la ciudad fronteriza de Tijuana con la cooperación conjunta del gobierno federal y estatal. En enero del 2007, estos operativos se extendieron a los tres estados que conforman el triángulo dorado —Chihuahua, Durango y Sinaloa— y, en febrero, a otros dos estados más: Nuevo León y Tamaulipas.

				Se estima que entonces se desplazaron aproximadamente 25 000 soldados. Duran-te los primeros 18 meses de la presidencia de Calderón, el gobierno mexicano gastó alrededor de siete mil millones de dólares en la guerra contra el narcotráfico. Con base en reportes de la prensa mexicana y la estadounidense, se estima que hubo aproximadamente 2 000 asesinatos rela-cionados con el narcotráfico en el 2006, 2 300 en el 2007 y 2 500 durante los prime-ros cinco meses del 2008. La mayoría de los muertos son narcotraficantes asesinados por los cárteles rivales o por las fuerzas de seguridad, pero algunos ciudadanos inocentes también han caído víctimas de este combate.6

				
					6	Cfr. Mansilla Olivares, Arturo, Seguridad pública en el siglo XXI: Ordo ab Chao. Retos y perspectivas, México, 
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				¿El resultado? El incremento y la diversificación del crimen organizado. El incremento porque la guerra contra el nar-cotráfico provocó la detención, la aprehen-sión, el procesamiento y la extradición de los líderes de la delincuencia organizada, lo que, a su vez, ocasionó que los grupos criminales se escindieran en dos o más nuevas organizaciones, la diversificación del crimen organizado porque declarar la guerra contra el narcotráfico motivó que los empresarios de la droga, sin abandonar su actividad de narcotraficantes, accedieran a otros ámbitos delictivos, como el secues-tro, la extorción, el tráfico de personas y de armas, el contrabando, el robo de vehículos y otros delitos propios de las organizaciones delincuenciales.

				4. La administración del presiden-te Enrique Peña Nieto (2012-2018)

				En el sexenio del presidente Peña Nieto, el Ejército y la Marina Armada de México con-tinuaron realizando actividades de seguri-dad pública. Como estas eran claramente inconstitucionales, se intentó regularizarlas a través de la Ley de Seguridad Interior, la cual no alcanzó a ser promulgada porque se presentaron diversos recursos en su contra, de modo que fue declarada incons-titucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) bajo el argumento de que invadía competencias reservadas a los estados y representaba un ilícito cons-titucional atípico porque pretendía regular una materia cuando, en realidad, regulaba 

				
					Porrúa, 2013, pp. 223 y 224.

				

			

		

		
			
				otra. Además de las violaciones trascen-dentes a los principios de la deliberación democrática (procedimiento legislativo), la iniciativa, de ser aprobada, “permitiría que las autoridades civiles se desentiendan del mandato constitucional y ético de cumplir con la obligación más básica, dar certidum-bre a los ciudadanos, el derecho de vivir en paz y en tranquilidad con sus familias y en sus comunidades”.7 Por lo demás, el legislador federal no tiene competencia para emitir una Ley de Seguridad Interior que pretenda regular la facultad de dispo-sición de las fuerzas armadas en labores de seguridad pública.

				5. El común denominador en ma-teria de seguridad pública en las administraciones federales que corrieron de 1994 al 2018

				Como puede apreciarse en los párrafos precedentes, la presencia del Ejército y la Marina Armada de México en el servicio de seguridad pública se ha manifestado de diversas maneras. Además del periodo que va de 1994 al 2018, también se ha producido en otras épocas, bástenos con mencionar algunos ejemplos:

				1. Con Gustavo Díaz Ordaz, cuyos colabo-radores eran Luis Echeverría Álvarez en la Secretaría de Gobernación y el general Alfonso Corona del Rosal como regente del Departamento del Distrito Federal, 

				
					7	Sierra, Jorge Luis, “El ejército en tiempos de Fox: Conti-nuidad con los planes zedillistas”, Proceso, 18 de agosto de 2002, https://www.proceso.com.mx/188064/el-ejercito-en-tiempos-de-fox-continuidad-con-los-planes-zedillistas
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				el ejército ingresó a la Plaza de las Tres Culturas en Tlatelolco en 1968.8 En este periodo presidencial, el general Renato Vega Amador sustituyó al general Luis E. Cueto Ramírez como jefe de la Policía del Departamento del Distrito Federal.9

				2. Con Luis Echeverría Álvarez como Pre-sidente de la República, un grupo de carácter paramilitar denominado “Hal-cones” reprimió a los estudiantes que se manifestaban en el casco de Santo Tomás en el Distrito Federal, lo que dio origen al llamado “Jueves de Corpus” o “Masacre de Corpus Christi”.10 En este mismo periodo, fungieron como jefes de la Policía los generales Rogelio Flo-res Curiel (1979-1971) y Daniel Gutiérrez Santos (1971-1976).11

				3. En la época del presidente José López Portillo, el general Arturo Durazo Moreno fungió como jefe de la Dirección General de Policía y Tránsito del Distrito Federal (1976-1982).12

				4. Con Miguel de la Madrid Hurtado, fueron dos los generales encargados de la se-guridad pública: Ramón Mota Sánchez (1982-1986) y José Domingo Ramírez Garrido-Abreu (1986-1988).13

				5. Si bien es cierto que, en el periodo pre-sidencial de Carlos Salinas de Gortari,quienes se encontraron al frente de 

				
					8	Cfr. “Corona del Rosal, el gobierno capitalino que golpeó a los estudiantes”, Noticieros Televisa, México, 1 de octubre de 2018, https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/alfonso-corona-del-rosal-mexico-68-estudiantes-tlatelolco/

					9	Matanza del Jueves de Corpus, https://es.wikipedia.org/wiki/Matanza_del_Jueves_de_Corpus

					10	Idem.

					11	Idem.

					12	Idem.

					13	Idem.

				

			

		

		
			
				la Secretaría General de Protección y Vialidad fueron civiles —Javier García Paniagua (1988-1991), Santiago Tapia Ace-ves (1991-1993) y René Monterrubio López (1993-1994)—, su cercanía con el ejército era evidente, sobre todo en lo que respecta a Javier García Paniagua, el cual contaba con el apoyo y el auxilio del general Mario Arturo Acosta Chaparro Escápite. Este úl-timo fue colaborador del general Marcelino García Barragán (secretario de la Defensa Nacional durante la administración de Gustavo Díaz Ordaz), estuvo involucrado en la participación del ejército en 1968 en Tlatelolco, tomó parte en la década de los setentas en la lucha contra la guerrilla en el estado de Guerrero durante el sexenio de Luis Echeverría Álvarez y, posteriormente, intervino en la guerra contra el narcotráfico emprendida por Felipe Calderón.14

				Sin embargo, estas designaciones, al igual que muchas otras a cargo de los goberna-dores de las entidades federativas, nunca implicaron la participación del Ejército y la Marina Armada de México en las tareas de seguridad pública. El problema se hace visible a partir de que se permite el ingreso de los militares a las instituciones de pre-vención del delito y procuración de justicia para que ejerzan funciones de seguridad pública, primero de forma velada en la administración de los presidentes Ernesto Zedillo y Vicente Fox y después de manera abierta en la época de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto.

				
					14	Cfr. Carrasco Araizaga, Jorge, “… y protegido de los militares”, Proceso, 10 de septiembre de 2011, https://www.proceso.com.mx/281015/y-protegido-de-los-militares
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				Desde 1994, el común denominador fue la participación del Ejército y la Marina Armada de México en la prestación del servicio de seguridad pública al margen de lo establecido en la ley, situación que, como ya se mostró en los párrafos anteriores, se llevó a cabo de muy diversas maneras: a partir de la formación del GAFE y el GANFE; a través del envío de grupos militares para cubrir las tareas de seguridad en la dele-gación Iztapalapa; mediante la creación de grupos de intercepción de drogas y el traslado de tropas al municipio de Ecatepec; con la declaración abierta de “guerra con-tra el narcotráfico” y la instrucción directa al Ejército y la Marina Armada de México de “realizar cateos, ejecutar órdenes de aprehensión y destruir plantíos de droga”;15 y mediante otras muchas actividades que, aunque no se revelaron, atestiguamos a diario todos los mexicanos (el combate en calles, avenidas y carreteras entre las fuerzas armadas y los integrantes de la delincuencia organizada sin importar quién resultase lesionado o muerto). Siempre y sin excepción, el resultado fue la violación a la ley y el fracaso en materia de seguridad pública. La presencia del ejército en las calles ha sido desafortunada, puesto que su actuación ha provocado tanto el crecimiento y la diversificación del crimen organizado como un número incontable de muertos, entre los que se cuentan ciudadanos comu-nes y servidores públicos (policías, militares, marinos y autoridades civiles).

				
					15	Mansilla Olivares, Arturo, Seguridad pública en el siglo XXI: Ordo ab Chao. Retos y perspectivas, México, Porrúa, 2013, p. 223.

				

			

		

		
			
				El artículo 129 constitucional, en su pri-mera parte, es muy claro: “En tiempo de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar”. El acto deautoridad externado por los presidentes de la república cuando instruyeron al Ejército y la Marina Armada de México para que se ocuparan de las labores de seguridad públi-ca era una flagrante violación al precepto legal invocado, pero dicha decisión, por diversas razones políticas y de seguridad, debía mantenerse, de modo que, en lugar de ser declarada inconstitucional, se buscó la forma de regularizarla haciéndola ver como legal y acorde con la Ley Fundamental.

				Una tesis jurisprudencial del año 2000 que pretende justificar el auxilio del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea en materia de seguridad pública en apoyo de las autori-dades civiles señala lo siguiente: 

				Ejército, Armada y Fuerza Aérea. Su par-ticipación en auxilio de las autoridades ci-viles es constitucional (interpretación del artículo 129 de la Constitución). La inter-pretación histórica, armónica y lógica del artículo 129 constitucional, autoriza con-siderar que las fuerzas armadas pueden actuar en auxilio de las autoridades civiles, cuando éstas soliciten el apoyo de la fuerza con la que disponen. Por esta razón, el instituto armado está constitucio-nalmente facultado para actuar en materia de seguridad pública en auxilio de las au-toridades competentes y la participación en el Consejo Nacional de Seguridad Pú-blica de los titulares de las Secretaríasde la Defensa Nacional y de Marina, quienes 
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				por disposición de los artículos 29, fracción I, y 30, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, tienen a su mando al Ejército, Armada y Fuerza Aérea, no atenta contra el numeral señalado del Código Supremo. Además, la fracción VI del artículo 89 constitucional faculta al Presidente de la República a disponer de dichas fuerzas para la seguridad interior. Por estas razones, no es indispensable la declaratoria de suspensión de derechos y garantías, prevista para situaciones extre-mas en el artículo 29 constitucional, para que el Ejército, Armada y Fuerza Aérea intervengan, ya que la realidad puede ge-nerar un sinnúmero de situaciones que no justifiquen el estado de emergencia, pero que ante el peligro de que se agudicen, sea necesario disponer de la fuerza con que cuenta el Estado mexicano sujetándose a las disposiciones constitucionales y legales aplicables.16

				A pesar de lo expuesto en la tesis, el acto era inconstitucional y jurídicamente no había podido justificarse que el Ejército y la Marina Armada de México encausaran sus actividades a la prestación del servicio de seguridad pública.

				Aunque en 2017 se emprendió un nue-vo esfuerzo de carácter jurídico a través de la Ley de Seguridad Interior,17 esta, al igual que la tesis jurisprudencial citada, también era inconstitucional, por lo que los diputados federales, los senadores, 

				
					16	Tesis P./J. 38/2000, Semanario Judicial y su Gaceta, Novena Época, t. XI, abril de 2000, p. 549.

					17	Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 2017.

				

			

		

		
			
				el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, el partido político Movi-miento Ciudadano, la Comisión Nacio-nal de Derechos Humanos, la Defensoría de los Derechos Humanos de Querétaro y la Comisión Estatal de Derechos Huma-nos de Jalisco interpusieron las Acciones de Inconstitucionalidad 8/2018, 9/2018, 10/2018 y 11/2018, que, acumuladas a la 6/2018, indujeron a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, reunidos en pleno y por mayoría de nueve votos, a declarar la invalidez total de dicha ley18 porque “resultaba inconstitucional al contener disposiciones que pretendían normalizar la utilización de las Fuerzas Armadas en temas de seguridad pública, lo que es contrario al orden constitucional y convencional. Asimismo, una parte de sus miembros se pronunció por la incompeten-cia del Congreso de la Unión para legislar en la materia de seguridad interior”.19 

				Las determinaciones tomadas por los presidentes Ernesto Zedillo, Vicente Fox, Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto —los dos primeros de forma velada y los dos últimos de forma abierta y buscando el bienestar general de la población— se tradujeron en actos de autoridad violato-rios de los principios de constitucionalidad y de convencionalidad, y demostraron 

				
					18	Boletín electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, noviembre de 2018, https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/comunicacion_digital/2018-11/boletin-electronico-noviembre.html

					19	Boletín de prensa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, núm. 149/2018, 15 de noviembre de 2018, http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?id=5794
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				la debilidad del Estado frente al crecimiento exponencial del crimen organizado, los índices de violencia y la muerte de miles de seres humanos.

				No se justifica, aun en aras del beneficio de la población, el ejercicio de la fuerza pública contrario a derecho. Ello nos colo-ca ante un Estado despótico, dictatorial, absolutista o totalitario, un Estado en el que prevalece el ejercicio de la fuerza pública sobre la ley, un Estado antidemocrático.

				III. La herencia a López Obrador: Tareas de Seguridad Pública a cargo del Ejército y la Marina Armada de México

				A lo largo de casi cinco lustros, la delin-cuencia organizada ha ido penetrando en la estructura social, económica y política de nuestro país. A sus actores los encon-tramos en los tres niveles y órdenes de gobierno, en las empresas (agroindustria-les, mineras, de servicios, productoras, etcétera) y en los grandes emporios. Lacorrupción ha sido la llave. Asimismo, la adopción de estrategias inadecuadas y carentes de respaldo jurídico ha traído como consecuencia el crecimiento y la diversificación del crimen organizado.

				Todo ello nos conduce a un Estado falli-do, nos enfrenta a un Estado débil e incapaz de satisfacer la primera de las necesidades humanas luego de las fisiológicas,20 es 

				
					20	La Jerarquía de necesidades de Maslow o Pirámide de Maslow es una teoría psicológica propuesta en 1943 por Abraham Maslow, quien sostiene que, conforme satisfa-

				

			

		

		
			
				decir, la necesidad de seguridad y pro-tección, que es, entre otros, uno de los motivos que llevan al hombre y a la mujer a convivir con sus semejantes y a formar diversos grupos sociales, los cuales, inte-grados los unos con los otros y atendiendo a diversas circunstancias, dan origen al Estado moderno. Su ausencia, en cambio, conduce al caos, al temor, a ejercer justicia por propia mano, al nacimiento de grupos de autodefensa y a la violencia. 

				El sentimiento de seguridad se perdió en México hace ya más de diez años, ahora se percibe el temor a verse uno mismo involucrado en la comisión de algún ilí-cito, como víctima o como ofendido. Al respecto, nada ha podido hacer el Esta-do, la desconfianza en las autoridades se incrementa día a día y el fin de brin-dar cuidado y seguridad a la sociedad parece imposible. Esa incapacidad de enfrentar el problema es solo el reflejo de la falta de conocimiento y experiencia en materia de seguridad pública por parte de las autoridades; de la insuficiente pre-paración y capacitación de los elementos de los diferentes cuerpos de policía; de la inadecuada y errónea legislación en materia penal; de la ausencia de valores y princi-pios en la sociedad; de la deficiencia en la educación; de la falta de oportunidades y, por supuesto, de la corrupción.

				La actuación de la autoridad en materia de seguridad pública se ha enfocado, en las últimas décadas, solo en la acción policial y la disuasión del delito, de modo que se han 

				
					cen sus necesidades básicas, los humanos desarrollan necesidades y deseos más altos. Cfr. Pirámide de Maslow, https://es.wikipedia.org/wiki/Pirámide_de_Maslow 
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				desatendido las causas que dan origen a lacomisión de los hechos ilícitos, es decir,la educación, la carencia de oportunidades y la corrupción,21 situación que, como ya se explicó, no ha hecho más que fomentar el crecimiento y la diversificación del crimen organizado, así como la proliferación de la delincuencia.

				Ante el creciente problema de inseguri-dad, a partir de la administración del presi-dente Ernesto Zedillo, la solución consistió en enviar a los integrantes del Ejército y la Marina Armada de México a combatir a los delincuentes en las calles, sin mayor estrategia que enfrentarlos para detenerlos y sujetarlos a un proceso o abatirlos. Por tanto, no hubo prevención del delito ni se atendieron las causas que lo originaron.

				1. La disyuntiva

				La administración sexenal 2018-2024 encuentra como sucesión una delincuen-cia organizada que creció —junto con la violencia y la inseguridad— a lo largo de más de dos décadas, unas estructuras del crimen organizado que han fortalecido sus estrategias y un tejido gubernamental infiltrado en sus tres órdenes y niveles.

				Se aprecia también un Estado débil, incapaz de hacer frente al creciente número de homicidios y otros delitos de la delin-cuencia organizada, razón por la cual, ante la incapacidad de las policías, se tomó ladeterminación, ejercida como acto de 

				
					21	Mansilla Olivares, Arturo, “Seguridad pública en la república mexicana. Elementos a considerar”, Supremo Consejo de México, año L, núm. 117, octubre-diciembre de 2018, pp. 61-68.

				

			

		

		
			
				gobierno, de llevar a las calles al Ejérci-to y a la Marina Armada de México para enfrentar a los delincuentes. En el 2006 (al final del gobierno de Vicente Fox), se destinaron 37 253 militares a las labores deseguridad pública; en 2012 (al término del sexenio de Felipe Calderón), 49 650; y, durante la presidencia de Enrique Peña Nieto, ese número se incrementó a 54 980.22 

				Ahora bien, ya desde el inicio de la admi-nistración de López Obrador, el ejército se encontraba en las distintas poblaciones y ciudades del país. La debilidad de las ins-tituciones de seguridad pública era evidente, por lo que tomar la determinación de retirar a las fuerzas armadas de la calle podría traer como consecuencia que la población quedara al amparo de la delincuencia, que el crimen y la violencia crecieran, y que se declarara tácitamente la existencia de un Estado fallido. La alternativa era permitir la permanencia del ejército en las calles y buscar su regularización para poder con-tinuar con las políticas de combate al cri-men organizado. Con el presidente López Obrador, el número de efectivos militares encargados de luchar contra la delincuencia organizada se eleva a 55 000 elementos.23

				La disyuntiva: ¿sacar al Ejército y a la Marina de las calles y permitir el incremento del crimen y la violencia o satisfacer la demanda social enfrentando el crimen organizado con seriedad, responsabilidad y apego a la ley?

				
					22	Molina, Héctor, “Cifra récord de militares en las calles, con AMLO”, El Economista, 7 de abril de 2019, https://www.eleconomista.com.mx/politica/Cifra-record-de-militares-en-las-calles-con-AMLO-20190407-0083.html

					23	Cfr. Idem.
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				Si lo que se pretende es disminuir los índices delictivos y de violencia, recobrar la confianza de la ciudadanía en las auto-ridades, mejorar las políticas de seguridad pública y frenar tanto el crecimiento como la diversificación del crimen organizado, debe encontrarse un “justo medio”. La adminis-tración gubernamental 2018-2024 presentó como solución la creación de la Guardia Nacional, la cual se planteó como un orga-nismo de naturaleza dual, es decir, como un cuerpo a cargo de un mando civil compuesto por integrantes con entrenamiento, jerarquía y estructura militar, adscrito a la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana bajo el mando de una Junta de Jefes de Estado Mayor, constituido por los ramos de Segu-ridad, Defensa Nacional y Marina. El propó-sito era contar con una institución mucho más disciplinada y capacitada para hacer frente a la delincuencia, esto es, con un instrumento primordial del Ejecutivo Federal en la prevención del delito, la preservación de la seguridad pública, la recuperación dela paz y el combate a la delincuencia en todo el país.24 

				El decreto por el que se reforman, adi-cionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Guardia Nacional fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de marzo del 2019. A pesar de que en las modificaciones al artículo 21 de la Ley Fundamental, en el décimo párrafo, se estipula que “las insti-

				
					24	“Estrategia Nacional de Seguridad Pública. Resumen del documento presentado por el Presidente de la República al Senado de la República”, http://comisiones.senado.gob.mx/seguridad_publica/docs/SP/ESPR.pdf

				

			

		

		
			
				tuciones de seguridad pública, incluyendo la Guardia Nacional, serán de carácter civil, disciplinado y profesional”, el artículo 5° transitorio del decreto arriba mencionado establece lo siguiente:

				Durante los cinco años siguientes a la entra-da en vigor del presente Decreto, en tanto la Guardia Nacional desarrolla su estructura, capacidades e implantación territorial, el Presidente de la República podrá disponer de la Fuerza Armada permanente en tareas de seguridad pública de manera extraor-dinaria, regulada, fiscalizada, subordinada y complementaria.

				 

				La militarización de las instituciones de carácter civil y la del servicio de seguridad, respecto de las cuales se había discutido su inconstitucionalidad, ahora continúan funcionando bajo un nuevo esquema jurídi-co, el de la Guardia Nacional, que, con una estructura y operatividad aparentemente civil, procederá durante sus primeros cinco años con el apoyo y la participación per-manente de las fuerzas armadas. A partir de ello surge la interrogante de si con esta modificación constitucional se regularizó el ya añejo e inconstitucional problema de la participación del Ejército y la Armada en las actividades de seguridad pública o si, por el contrario, continúa vigente, es decir, si es legal y acorde con la Consti-tución y el principio de convencionalidad la participación del Ejército y la Marina Armada de México en la prestación del servicio de seguridad pública a través de la Guardia Nacional.
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				2. La Guardia Nacionaly la Constitución

				¿Es posible que una disposición del textoconstitucional sea inconstitucional? O, dicho de otra manera, si una norma inconstitucional se eleva al nivel de la Carta Fundamental, ¿deja por ello de ser incons-titucional?

				Al respecto, resulta importante presen-tar los siguientes criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en diversas tesis jurisprudenciales:

				Amparo en revisión 186/2008, promovido por el Centro Empresarial de Jalisco, sindicato patronal25

				En este amparo se señaló como autori-dad responsable, entre algunas otras, al Congreso de la Unión, siendo los actos reclamados: la discusión, la aprobación, lapromulgación, la expedición, el refrendo, la rúbrica y el orden de publicación del decreto difundido el 13 de noviembre de 2007 en el Diario Oficial de la Federación, mediante el cual se modificaron diversas disposiciones de la Constitución general.

				El juez de distrito desechó la deman-da debido a que: a) el juicio de amparo no es un mecanismo establecido para cues-tionar de manera directa o indirecta una norma constitucional; b) únicamente pro-cede contra los actos del procedimiento legislativo ordinario, las leyes secunda-

				
					25	Amparo en revisión 186/2008, Biblioteca Jurídica Vir-tual, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM,núm. 1, 2011, https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2955/8.pdf

				

			

		

		
			
				rias y los actos realizados por los propios Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial; c) no es jurídica ni materialmente posible desvincular los diferentes actos del pro-cedimiento de reforma de los preceptos constitucionales modificados y, d) el proce-dimiento de reforma constitucional no puede ser considerado como un acto de autoridad porque el Congreso de la Unión y las legisla-turas locales en esos casos no actúan en su carácter de órganos ordinarios, sino como órgano reformador de la Constitución.

				Atraído por la segunda sala y con el ministro José Ramón Cossío Díaz como ponente, se procedió a analizar, con el fin de dar respuesta a las cuestiones a conti-nuación referidas, si el agravio que argumen-taba vicios en el procedimiento de reforma constitucional se encontraba fundado.

				Primera cuestión. ¿Existe en la ley de amparo una norma que prohíba expresa o implícitamente la procedencia del juicio de amparo en contra de alguna reforma constitucional?

				Para dar respuesta se presentaron las siguientes premisas: normas de carácter permisivo y normas de carácter prohibitivo. Las primeras se encuentran previstas en la fracción I del artículo 103 constitucional y en las fracciones I y II del artículo 1° de la Ley de Amparo, las cuales establecen que los tribunales de la Federación resol-verán toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que violen los derechos humanos, por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal y por leyes o actos de las autoridades de los estados 
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				o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal. Las segundas están reguladas por el artículo 73 de la Ley de Amparo, en el que se establece una lista importante de supuestos en los que no procede el juicio de garantías. 

				En las normas aludidas no se encuen-tra de manera expresa ninguna permisión o prohibición relativas a la procedencia del amparo con respecto a una reforma constitucional.

				El juez de distrito, de conformidad con lo sostenido por el ministro Cossío, cons-truyó un argumento interpretativo de tipo sistemático, según el cual el artículo 73 de la Ley de Amparo, cuando hace alusión a “los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley”, lleva al intérprete a considerar que entre “esos casos” se encuentran los supuestos referidos a la procedencia del amparo contra leyes o actos de la autoridad que violen derechos humanos.

				Al respecto, el ministro Cossío afirma que, como resultado del análisis de este argumento, no se puede concluir que el amparo no proceda contra una reforma constitucional, toda vez que el acto refor-matorio puede entenderse como un acto de autoridad.

				Sin embargo, el juez de distrito, presen-tando un argumento interpretativo adicional del artículo 11 de la Ley de Amparo, sostiene que el Congreso de la Unión y las legislaturas locales, al reformar o modificar la Consti-tución, actúan como órgano reformador de la Constitución y nunca con el carácter deórganos ordinarios, de modo que el amparo es improcedente contra un acto reformatorio 

			

		

		
			
				de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

				De esta manera se admiten dos cuestio-nes: a) los decretos de reforma a la Cons-titución pueden constituirse como actos potencialmente violatorios de los derechos humanos y, b) el Poder Constituyente Per-manente, Revisor o Reformador de la Cons-titución no es una autoridad para efectos del juicio de amparo.

				Por tanto, se puede afirmar que no existe una norma constitucional o legal que prohíba expresamente la procedencia de un juicio de amparo contra un decreto de reformas dela Constitución Política de los Estados Uni-dos Mexicanos. 

				Segunda cuestión. ¿Cuál es el carác-ter del Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución?

				En la teoría constitucional contemporá-nea se plantea una distinción entre poder constituyente y poder de reforma. Aquel es ilimitado y se da en razón del principio de soberanía popular, mientras que este es limitado y existe en función del principio de supremacía constitucional.

				En relación con el poder reformador, se aprecian diferentes clases de límites, a saber: los explícitos, también conocidos como “cláusulas de intangibilidad”, que se encuentran establecidos en el texto de la Constitución y guardan un significado jurídico (enunciados normativos de mayor jerarquía o supralegalidad constitucional y enunciados políticos de menor jerarquía, ya que en el texto constitucional se funden en uno solo los conceptos de legitimidad y legalidad); y los implícitos, que no se encuentran en la Constitución, de modo que 
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				su existencia o bien se deduce como una consecuencia lógica de los presupuestos constitucionales o bien se deriva de su corre-lación con los significados que arrojan los preceptos de la Constitución, pero siempre en arreglo y aceptación de los principios de la garantía de los derechos y el estableci-miento de la división de los Poderes.

				El principio jurídico de supremacía consti-tucional impone el reconocimiento de límites implícitos formales que se centran básica-mente en las normas reguladoras del pro-cedimiento de reforma. Estos se encuentran en el artículo 135 constitucional e indican el rumbo que ha de adoptarse para reformar el texto constitucional, por lo que se constituyen en la norma en que se fundamenta el poder reformador de la Constitución para realizar las actividades que le son inherentes.

				De esta manera —nos dice el ministro Cossío— es posible admitir que, siendo el reformador un poder limitado, cualquier reforma que del texto constitucional se intente ha de respetar estrictamente el pro-cedimiento establecido.

				Tercera cuestión. Si el poder reforma-dor de la Constitución es limitado, ¿esa limitación implica que existen medios de control constitucional sobre los actos del Poder Constituyente Permanente, Revisor o Reformador de la Constitución?

				Sostiene la Corte que el poder refor-mador y el poder constituyente no son lo mismo. En caso de identificar al uno con el otro, quedaría en entredicho el principio jurídico de supremacía constitucional y se daría prevalencia al principio político de soberanía popular. Por consiguiente, entre ambos principios opera la coexistencia.

			

		

		
			
				En efecto, el poder constituyente implica el principio de soberanía popular, por lo que no puede quedar encerrado dentro del ordenamiento constitucional. Como fuerza externa al sistema, se ejerce de acuerdo con su propia naturaleza. Siempre y en todo momento puede reformar la Constitución existente o establecer una nueva, pero su actuación se presenta mediante un proceso revolucionario. Por su parte, los poderes constituidos no pueden extraerse de la órbita en que la Constitución sitúa su esfera de competencias.

				Es la Constitución la que regula al poder reformador. Aunque la competencia de reformar el texto constitucional revista un carácter de extraordinaria o de “compe-tencia de competencias”, ello no implica (o no puede implicar) que se identifique, sin más, la facultad extraordinaria con el poder soberano.

				El poder constituyente es soberano y previo a la Constitución. En cambio, el poder reformador o de revisión deriva del texto constitucional, de modo que este regula las facultades de aquel. Solo con-siderando el poder reformador un poder constituido y limitado, la estructura de la organización constitucional democráti-ca mantiene su coherencia y cobra sen-tido el principio jurídico de supremacía constitucional, ya que así ningún poder organizado y regulado por la Constitución puede ubicarse por encima de ella, lo que permite erigir la Constitución en la lex superior y entender toda reforma consti-tucional como una verdadera operación jurídica.
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				Así pues, se puede afirmar que sí es posible ejercer medios de control cons-titucional para el caso de que surja una probable violación al procedimiento refor-matorio, puesto que este poder es limitado y está sujeto a lo establecido en la Ley Fundamental.

				Cuarta cuestión. Si el poder reformador de la Constitución no se identifica con el poder constituyente soberano e ilimitado del pueblo, entonces, ¿puede ser considerado como una autoridad emisora de actos poten-cialmente violatorios de derechos humanos? El ministro Cossío sostiene lo siguiente:

				a. De conformidad con lo establecido en el artículo 103 de la Carta Magna y en los artículos 1°, fracción I y 73, fracción XVIII de la Ley de Amparo, no es posible sostener un enunciado normativo que contenga la procedencia o la improcedencia del amparo en contra de una reforma constitucional.

				b. El poder reformador de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se encuentra limitado por las disposicio-nes de este cuerpo legal.26 

				c. El juicio de amparo es el medio de control estatuido para proteger al individuo con-tra posibles violaciones a los derechos humanos.

				d. El artículo 11 de la Ley de Amparo define quiénes son las autoridades responsables en el juicio de amparo, a saber: las que dictan, promulgan, publican, ordenan, ejecutan o tratan de ejecutar la ley o el acto reclamado. 

				
					26	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 135.

				

			

		

		
			
				e. El Congreso de la Unión y las legislaturas locales, cuando actúan en su carácter de poder reformador, están obligados a observar las normas del procedimiento de reforma referido en la Constitución.27

				f. El poder reformador de la Constitución puede emitir actos apegados al proce-dimiento constitucional de reforma, pero también puede emitirlos en contradicción a dicho procedimiento.

				g. Es posible considerar el poder reformador de la Constitución como autoridad res-ponsable en el juicio de amparo, siempre que se impugnen presuntas violaciones al procedimiento de reforma constitucional.

				De acuerdo con estos planteamientos, si en el ejercicio del poder reformador de la Constitución se modifica el contenido de los derechos humanos, su titular puede solicitar el amparo y la protección de la justicia federal, y el Estado está obligado a vigilar, vía jurisdiccional, que dicha transfor-mación se haya llevado a cabo en apego a lo establecido en la Constitución.

				El ministro José Ramón Cossío Díaz sos-tiene que las modificaciones al texto constitu-cional siempre tendrán valor y no podrán ser impugnadas salvo en el caso de que el poder reformador de la Constitución haya alterado o modificado el procedimiento a que se refiere el artículo 135 constitucional, ya que:

				a. El carácter del poder reformador se en-cuentra acotado por los límites implícitos formales que el artículo 135 constitucio-nal prevé como procedimiento para una reforma constitucional.

				
					27	 Idem.
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				b. Cualquier posición en contra colocaría al poder reformador por encima de la Constitución, en quebranto del principio de supremacía constitucional.

				c. Son necesarios mecanismos de con-trol sobre los actos reformatorios de la Constitución.

				d. Es posible considerar al poder reforma-dor de la Constitución como autoridad responsable en el juicio de amparo, siempre que se impugnen presuntas violaciones al procedimiento de reforma constitucional.

				Controversia Constitucional 82/2001, pro-movida por el municipio de San Pedro Quiatoni, Tlacolula, estado de Oaxaca, en similitud de criterios planteados en las controversias constitucionales interpuestas por más de 200 municipios, el Congreso delestado de Chiapas y el Poder Ejecutivo del estado de Tlaxcala28

				En esta ocasión la Suprema Corte de Jus-ticia de la Nación, siendo la ministra ins-tructora del procedimiento Olga Sánchez Cordero de García Villegas, consideró que el Congreso de la Unión y las legislaturas locales que intervienen en un proceso de reforma constitucional lo hacen en un carác-ter extraordinario y soberano denominado “poder reformador de la Constitución”, cuyo único límite y control es el que realiza sobre sí mismo, por lo que no puede ser sometido a revisión jurisdiccional. Con ello la Suprema 

				
					28	Tesis P./J. 82/2001, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XIII, junio de 2001, p. 579, https://suprema-corte.vlex.com.mx/vid/jurisprudencial-pleno-jurisprudencia-27199033

				

			

		

		
			
				Corte adoptó una postura deferente con el legislador constitucional.

				También formuló una distinción entre el Constituyente originario y las autoridades constituidas al afirmar que el primero emana de la soberanía popular y las segundas de la voluntad del Constituyente originario, el cual, antes de desaparecer, transfiere sus facultades al órgano que es su sucesor, es decir, el órgano reformador o revisor a que se refiere el artículo 135 de la Carta Magna.

				Asimismo, indicó que, aunque lo que se impugna es el proceso de reformas, jurídicamente no es posible desvincularlo de su objeto y, en virtud de que las refor-mas aludidas emanan de una autoridad no incluida expresamente en el artículo 105 constitucional, resulta improcedente cualquier controversia constitucional plan-teada en este sentido.

				Por último, refirió que, en términos del ya citado artículo 105 constitucional, siendo la impugnación por parte de un estado o un municipio, la existencia de una resolución que declarase la invalidez sería aplicable solo para el demandante, de modo que las reformas impugnadas dejarían de aplicarse dentro de la circunscripción territorial del promovente, lo que atentaría contra el prin-cipio de supremacía constitucional, puesto que se haría valer un precepto legal solo en parte del territorio nacional.

				Amparo en revisión 519/2008, a cargo de la ministra ponente Olga Sánchez Cordero de García Villegas

				En este caso se refirió que resultaba aplica-ble el siguiente criterio de este tribunal pleno:
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				El juicio de amparo contra leyes no com-prende la impugnación de los preceptos que integran la Constitución Federal, pues dicho juicio no es un mecanismo estable-cido por el Constituyente para cuestionar una norma constitucional, sino sólo las disposiciones legales secundarias que de ella emanan, así como los demás ac-tos realizados por los propios Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, aserto que se corrobora con el contenido de los artículos 107, fracción VIII, de la Constitu-ción Federal, 11 y 114, fracción I, de la Ley de Amparo. Lo anterior porque si bien es cierto que los artículos 103, fracción I, de la Constitución Federal y 1°, fracción I, de la Ley de Amparo, establecen la procedencia del juicio de amparo contra leyes, al dis-poner que los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite por leyes o actos de la autoridad que violen garantías individuales, también lo es que debe distinguirse entre las leyes que son resultado de la actuación de las autori-dades constituidas dentro del margen de sus facultades constitucionales y aquellas de rango constitucional que provienen delPoder Constituyente o Reformador de la Constitución como órgano complejo, integrado por el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados, las pri-meras con base en los procedimientos y facultades contenidas en los artículos 71 a 73 de la Carta Magna y las segundas, conforme al procedimiento y las facultades conferidas al Órgano Revisor de la Ley Fundamental, por el artículo 135 de esta última. Esto es, en los citados artículos 103 y 1°, únicamente se consagra la pro-

			

		

		
			
				cedencia del juicio de garantías en contra de leyes secundarias, entendidas como aquellas que resultan de la actuación del Congreso de la Unión, de las Legislaturas Locales y de los demás órganos consti-tuidos encargados del ejercicio ordinario de la función legislativa y en contra de actos realizados por los propios Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial.29

				De esta manera, se argumentó que la Cons-titución no podía ser sometida a una revisión jurisdiccional porque: a) carecería de una norma similar ante la cual contrastar su validez y hacerlo frente a ella misma impli-caría subordinar entre sí sus contenidos y, b) declarar la inconstitucionalidad de un precepto constitucional sería quebrantar el principio de relatividad de las sentencias, pues el beneficio se extendería a todas las demás personas, aunque no formaran parte del juicio.

				3. La Guardia Nacional y el principio de convencionalidad

				Habiendo cumplido el proceso de modi-ficaciones a la Constitución en lo que a la regulación de la Guardia Nacional se refiere con lo establecido en el artículo 135 de la propia Carta Federal, es cla-ro que dicha determinación, convertida ya en norma constitucional, se transfor-ma en inimpugnable por los conceptos ya vertidos, pero ahora surge la cuestión de determinar si dichas normas son acordes con los convenios y los tratados interna-

				
					29	Tesis P. CXV/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XII, agosto de 2000, p. 101.
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				cionales de los que México forma parte o si es posible, en caso contrario, aplicar el control de convencionalidad.

				Al respecto, presentaremos los criterios sostenidos por los organismos de derechos humanos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Derecho Penal del Enemigo y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

				• Los organismos de derechos humanos30

				Los organismos de derechos humanos sostienen que el control de convenciona-lidad debe aplicarse en todos los casos, que los tratados internacionales de los que México forma parte son válidos sobre la Constitución Política de los Estados Uni-dos Mexicanos y que en todos los asuntos en que se vea involucrada una presunta violación de derechos humanos se debe atender a lo siguiente:

				a. La ratificación de la Convención Ame-ricana de Derechos Humanos (CADH) está sujeta a los jueces de un Estado para su observancia.

				b. La aplicación de leyes internas no debe ser contraria al objeto y al fin de la Convención.

				c. Las leyes contrarias a la Convención carecen de efectos jurídicos.

				
					30	Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Al-monacid Arellano y otros vs. Chile, sentencia del 26 de septiembre de 2006, http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_154_esp.pdf y Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, México, Estudio g&q, 2010, http://cmdpdh.org/publicaciones-pdf/cmdpdh-la-sentencia-de-la-corte-idh-caso-radilla-pacheco-vs.-estados-unidos-mexicanos.pdf

				

			

		

		
			
				d. Debe llevarse a cabo un control de convencionalidad entre las normas jurí-dicas internas y la Convención.

				e. El Poder Judicial debe aplicar las opi-niones interpretativas que vierta la Comisión Interamericana de los Dere-chos Humanos.

				f. La obligatoriedad de la Comisión Inte-ramericana de los Derechos Humanos para México deviene de su ratificación.

				g. La reforma constitucional mexicana de 10 de junio de 2011 ordena que la in-terpretación de las normas relativas a los derechos humanos se realice de conformidad con la Constitución y los tratados internacionales.

				h. La interpretación de las normas relativas a los derechos humanos debe realizarse conforme a las fuentes internacionales para que encierre un auténtico control de convencionalidad lato sensu.

				Aunque los organismos de derechos huma-nos especifican que el control de convencio-nalidad en esta materia debe aplicarse en todo momento, los criterios sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Derecho Penal del Enemigo y la propia Constitución de los Estados Unidos Mexi-canos refieren variantes muy importantes.

				• La Suprema Corte de Justicia de la Nación

				 Se presentan a continuación dos criterios fundamentales:

				Tratados internacionales. Se ubican jerárqui-camente por encima de las leyes federales y en un segundo plano respecto de la Constitución federal. Existe unanimidad respecto de 
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				que la Constitución federal es la norma fundamental y que, aunque en principio la expresión “serán la Ley Suprema de toda la Unión” parece indicar que no sólo la carta magna es la suprema. Los tratados deben estar de acuerdo con la ley funda-mental, lo que claramente indica que sólo la Constitución es la ley suprema. Esta Suprema Corte de Justicia considera que los tratados internacionales se encuentran en un segundo plano inmediatamente debajo de la ley fundamental y por encima del derecho federal y el local. 31

				Derechos humanos contenidos en la Cons-titución y en los tratados internacionales. Constituyen el parámetro de control de re-gularidad constitucional, pero cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de aquéllos, se debe estar a lo que establece el texto constitucional. […] De la interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende que las normas de derechos humanos, indepen-dientemente de su fuente, no se relacio-nan en términos jerárquicos, entendiendo que […] cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le brinda supre-macía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del orden jurídico mexicano.32

				
					31	Tesis P. LXXVII/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. X, noviembre de 1999, p. 46.

					32	Tesis P./J. 20/2014(10ª), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, abril de 2014, t. I, libro 5, 

				

			

		

		
			
				• El Derecho Penal del Enemigo

				En términos generales, el Derecho Penal del Enemigo refiere que la persona des-empeña en el mundo social un rol, el cual es un elemento complejo compuesto por un aspecto formal o externo y un aspecto material o interno.

				El objeto de imputación es la desvia-ción de un rol en cuyo seno se incorporan derechos y obligaciones.

				Mientras el individuo se mantenga den-tro del rol, será tratado como persona, pero, en cuanto realice estragos que lo aparten de tal manera del rol que ya no pueda ser integrado al mismo, deberá ser combatido por haberse privado a sí mismo de los derechos y las obligaciones que impone el rol, situación que lo lleva a ser considerado como el “enemigo”.33

				• La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

				El análisis de los artículos 1° y 133 de la Ley Fundamental es el instrumento que nos permite determinar la validez de los 

				
					p. 202. Cfr. Mansilla Olivares, Arturo, Seguridad pública en el siglo XXI: Ordo ab Chao. Retos y perspectivas, México, Porrúa, 2013, pp. 96 y 97. La figura jurídica conocida como “arraigo”, que encontrábamos, entre otras legislaciones, en el Código Federal de Procedimientos Penales y el del Distrito Federal, así como en la Ley Contra la Delincuencia Organizada para el Distrito Federal, por tratarse de un arresto anticipado, era considerada violatoria de los derechos humanos. Sin embargo, al elevarse al rango constitucional, las impugnaciones en su contra no tuvieron éxito.

					33	Padilla Sanabria, Lizbeth Xóchitl, Delincuencia organiza-da. Lavado de dinero y terrorismo. El derecho penal del enemigo y la restricción de los derechos humanos en el neoliberalismo jurídico, México, Flores, 2015, pp. 10-19.
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				preceptos constitucionales respecto de los cuales puede alegarse una presunta violación o contradicción con los acuerdos y los tratados internacionales en materia de derechos humanos. El artículo 1º cons-titucional establece:

				En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Es-tado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

				Por tanto, se puede aseverar que, si alguna restricción o suspensión de los derechos humanos ordenada por la Constitución fuera contraria a un tratado internacional, este prevalecería sobre aquella toda vez que se haría valer el principio de convencionali-dad, el cual refiere, de conformidad con los criterios de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos, que las leyes de los Estados contrarias a la Convención carecen de efectos jurídicos; que debe llevarse a cabo un control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas y la Conven-ción; que el Poder Judicial debe aplicar las opiniones interpretativas que vierta la CIDH; y que la obligatoriedad de la CIDH para México deviene de su ratificación.

				Sin embargo, el artículo 133 de la Carta Magna establece otro parámetro:

				Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los trata-

			

		

		
			
				dos que estén de acuerdo con la misma, ce-lebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arregla-rán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.

				De lo anterior se desprende que los tratados internacionales de los que México sea parte se constituyen como ley suprema de toda la Unión siempre que estén de acuerdo con la Ley Fundamental.

				4. La Guardia Nacional y la seguridad pública

				El conflicto de regularizar el actuar del Ejército y la Marina Armada de México en el ejercicio del servicio de seguridad pública ha quedado plenamente resuelto. La Guardia Nacional —luego de las modificaciones constitucionales referidas en el decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de Guardia Nacional, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 26 de marzo de 2019— puede participar, aun con integrantes de las fuerzas armadas permanentes (al menos durante los primeros cinco años), en todas las tareas que implica la seguridad pública.

				Surge ahora la siguiente interrogante: ¿con la estructuración y el funcionamiento de la Guardia Nacional se va a resolver el creciente problema del crimen organizado y se disminuirán así los índices de violencia?
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				Lo dijimos desde el inicio de la exposi-ción, la elevación de la Guardia Nacional a nivel constitucional solo regulariza el pro-blema que por dos décadas y casi un lustro había venido enfrentando México: la per-manencia del Ejército y la Marina Armada de México en la prestación del servicio deseguridad pública al margen de la ley y de manera inconstitucional.

				Sin embargo, con ello solo se continuará enfrentando a la delincuencia (tal como se ha venido haciendo) con acciones de policía, es decir, con choques que derivan en muertos, lesionados, arrestos, consig-naciones y procesos judiciales, escenario que, como ya se dijo, solo motiva el cre-cimiento y la diversificación del crimen y la delincuencia organizada.

				La Guardia Nacional se constituye sim-plemente como una estrategia de seguridad pública aislada. Para que esta funcione, debe formar parte de un plan integral de seguridad pública en el que se consideren y atiendan fundamentalmente tres aspectos: las causas que dan origen a la comisión de los hechos ilícitos, la prevención del delito y la acción policial.

				Además, hay que entender que el problema de la seguridad pública es de carácter generacional, a saber, viene de muchos años atrás, por lo que, para alcanzar el justo equilibrio que permita a la ciudadanía convivir en un ambiente de seguridad y tranquilidad, se requiere, además de tiempo, reeducar a la población con valores, reformar el cuerpo legisla-tivo que incide en la seguridad pública, otorgar oportunidades de crecimiento y desarrollo a quien carece de ellas, reducir 

			

		

		
			
				los índices de corrupción, establecer estra-tegias objetivas de prevención del delito y, por supuesto, realizar y perfeccionar las acciones de carácter policial. 

				5. Causas que dan origen a la comisión de hechos ilícitos

				Mientras no se atienda la raíz del problema, la delincuencia continuará creciendo y con ella también la violencia y la inseguridad.

				Tres son las causas que dan origen a los hechos ilícitos: la educación, la carencia de oportunidades y la corrupción.

				• Educación. El principio “en la casa seeduca y, se forma y en la escuela se enseña” ya quedó atrás. La reforma educativa debe contemplar programas mediante los cuales, a los menores en edad escolar, además de que se les inculquen valores éticos y morales, tam-bién se les dé a conocer cuáles son las faltas administrativas, los delitos y sus respectivas consecuencias para que de esta manera sepan y estén conscientes de qué resultados acarrean los compor-tamientos inadecuados.

				• Carencia de oportunidades. La ausen-cia de principios, aunada a la carencia de oportunidades, lleva al individuo a cometer hechos ilícitos. Por tanto, se debe establecer una adecuada coor-dinación interinstitucional en la que participen las áreas correspondientes al desarrollo social, la promoción de proyectos productivos, el turismo, el desarrollo agroindustrial, las financieras y el comercio para que los focos rojos (hot 
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				spots) de la república mexicana puedan ser atendidos integralmente.

				• Corrupción. Hay que mejorar de continuo las medidas que en materia de antico-rrupción se hayan adoptado y también revisar con frecuencia las relaciones de coordinación, supra-subordinación y sub-supraordinación en todas las entidades del sector público. Asimismo, es necesario realizar constantemente actividades de supervisión, aplicar exámenes de control de confianza y llevar a cabo un estricto programa de perfil de puestos y de se-guimiento profesional a las denuncias presentadas en contra de servidores públicos, entre otras actividades.

				6. Prevención del delito

				La prevención del delito implica, por una parte, la revisión del sistema legislativo aplicable a la seguridad pública, es decir, las leyes referentes al derecho procesal penal acusatorio, en el que se incluye la denominada “puerta giratoria”, los criterios de oportunidad, las medidas cautelares y el sistema penitenciario, la legislación para menores, el flujo de dinero y la extinción de dominio, etcétera; y, por otra, la creación de un verdadero banco de datos, el establecimiento de un adecuado sistema de identificación, el combate a los delitos generadores de delitos, la regulación del sistema de telefonía celular, los exámenes de control de confianza y perfil de puestos, la supervisión del personal operativo y administrativo (así como su capacitación y actualización) y la labor de inteligencia como actividad no regulada.

			

		

		
			
				7. Acción policial

				La acción policial, además de la operación diaria en combate a la delincuencia, impli-ca el establecimiento y la regulación de estrategias como la policía de proximidad, la respuesta inmediata a las demandas ciudadanas, los círculos concéntricos, el aprovechamiento y la explotación de vehí-culos de penetración, un mayor número de cámaras de vigilancia y de reconocimiento facial en lugares de concentración de per-sonas, multas e infracciones a través del Sistema de Posicionamiento Global y el análisis y la optimización de las relaciones con el personal operativo. Solo mediante un plan integral de seguridad pública que contenga todos estos elementos realmente se podrá hacer frente al problema de inse-guridad en México.

				IV. CONCLUSIONES

				La Guardia Nacional se creó para regula-rizar el conflicto que venía arrastrándose desde hace 24 años, cuando la Presidencia de la República encomendó al Ejército las labores de seguridad pública al margen de la ley.

				La Guardia Nacional, a partir de las reformas constitucionales publicadas en el Diario Oficial de la Federación el día 26 de marzo de 2019, se constituyó como una institución integrada conforme a derecho, respecto de la cual resulta improcedente interponer los medios de control de cons-titucionalidad y de convencionalidad.

				La Guardia Nacional es una estrategia de acción policial y militar para enfrentar a 
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				los criminales, pero, por sí sola, no resuelve el problema de inseguridad en México, ya que para ello se requiere de acciones con-juntas de las instituciones que integran los tres órdenes y niveles de gobierno, a través de la ejecución de una política pública que 

			

		

		
			
				conlleve un programa integral de seguri-dad. Es necesario, por tanto, atender las causas que originan la delincuencia —la educación, la carencia de oportunidades y la corrupción— y llevar a cabo acciones de prevención del delito y de trabajo policial.
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				Resumen

				El presente trabajo analiza la esencia del procedimiento abreviado pues, aunque su naturaleza corresponde a la de un principio del sistema penal acusatorio, actualmente se cuestiona si este procedimiento representa un derecho fundamental para los acusados o si se trata solo de una facultad del Ministerio Público. Esta última postura ha permeado la administración y procuración de justicia, ya que, por un lado, las fiscalías consideran que la figura jurídica del procedimiento abreviado constituye una determinación que debe asumir el repre-sentante social y, por ende, que puede emplearse como una forma depolítica criminal; por otro, los tribunales han considerado que la determinación que se asume no puede estar sujeta a revisión.

				Abstract

				The current research intends to contribute to the analysis of the importance that the abbreviated procedure has, even if it’s nature is a tenet of accusatory penal system, it has been disputed if that 
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				imbues the existence of a fundamental right for defendants up till now, or if it’s clearly about of a faculty that the public ministry has at the level of administration and the office of the attorney-general that this stance has been permeated, not only prosecuting offices con-sider that it should be a determination that must be assumed by the social representative for the legal form, as a result it could be used as a form of criminal policy; on the other hand law courts in general have considered that the determination that is assumed can not be subject to review. 
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				Procedimiento abreviado, principio, facultad, control judicial, control convencional.

				Keywords

				Abbreviated procedure, tenet, faculty, judicial control, conventional control. 
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				I. Introducción

				La práctica ha demostrado que el procedimiento abreviado, como forma de terminación anticipada, se emplea como una facultad de las fiscalías. Es por lo anterior que esta figura ha llegado a ser utilizada como una forma de política criminal, ya que puede ser planteada casuísticamente, atendiendo a las consideraciones de cada caso (delito) y de cada individuo (acusado), independientemente de si este hecho genera discriminación por influencias económicas, políticas o sociales.

				Sin embargo, los artículos 8º, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, respectivamente, en relación con los artículos 17, párrafos tercero y quinto, 20, apartado A, fracciones I y VII, y 21 de la Constitución Política de los Estados Uni-dos Mexicanos, establecen que el agente del Ministerio Público no puede negar la posibilidad de generar un procedimiento abreviado, y en caso de hacerlo debe estar sometido a control, para cuando menos verificar las posibles inconformidades que existan con estas determinaciones —no solo por parte del imputado o acusado, sino también de la víctima—. El objetivo de que se ejerza control sobre una determinación en los ámbitos convencional, procesal, incluso constitucional, es salvaguardar los derechos humanos y fundamentales del acusado y, eventualmente, de la víctima.

			

		

		
			
				II. Acerca de la exposición de motivos del procedimiento abreviado

				Conviene destacar en este apartado el espíritu legislativo que originó dicha figura: el Anteproyecto de Dictamen de las Comi-siones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos, Segunda por el que se expide el Código Nacional de Procedimientos Penales,1 cuya finalidad fue, por un lado, evitar la celebración de los juicios orales y, por otro, atender el procedimiento como una oportunidad de resolver el conflicto:

				El procedimiento abreviado es una forma de terminación anticipada del procedimien-to. En estos casos, el imputado reconoce su participación en un hecho delictivo y, como consecuencia, el Ministerio Público y el Juez valoran la pertinencia de reducir, en un margen acotado, la sanción que se impondrá al individuo […]. Los lineamientos de su procedencia responden a una política criminal más que a un catálogo de delitos o a un límite de penalidad admitida. Más que un derecho del imputado, es de un derivado del principio de oportunidad y su objetivo es evitar el juicio. Se trata de acuerdos probatorios a título universal. Se otorgó la posibilidad a la víctima para que haga valer una oposición fundada a este procedimiento en lo referente al monto de la reparación del daño.2 

				
					1	Disponible en http://www.senado.gob.mx/comisio-nes/justicia/docs/Iniciativa/Anteproyecto_Dictamen_CNPP_211113.pdf

					2	Idem.
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				Con base en lo citado, sostengo que la creación del procedimiento abreviado es en sí una forma de política criminal —sin malinterpretar dicha afirmación—, pues el proceso y la eventual sentencia son individualizados, y la política criminal corresponde al orden público y general. Además, cuando el legislador estableció los elementos de procedencia del abreviado, como se señala en el anteproyecto, no se basó en el tipo de delito o en la penalidad, sino en la necesidad de evitar a los intervi-nientes el llegar a un juicio (como medida adicional a las salidas alternas). Asimismo, el parlamentario estimó que el éxito del sistema acusatorio radicaría en el hecho de que el juicio oral es el último recurso para solucionar un conflicto penal. En el documento citado se reconoce: 

				Dado que el modelo acusatorio plantea un catálogo más amplio de vías para procesar y terminar asuntos —como lo son las sali-das negociadas o las formas abreviadas— se ha tendido a utilizar, como indicador de éxito, un bajo porcentaje de asuntos que efectivamente llegan a la fase de Audiencia de Juicio Oral. Ante este tipo de medicio-nes, el consenso entre las y los participan-tes fue concebir al Juicio Oral, no como una instancia excepcional, sino como unreferente para la decisión respecto de cuál es la mejor vía para resolver los asuntos.3

				Lo anterior pone en evidencia que la finalidad del procedimiento abreviado no obedece a caprichos o venganzas, sino a la necesidad 

				
					3	 Ibidem, pp. 96 y 97.

				

			

		

		
			
				de solucionar el conflicto de forma ágil, observando un elemento primordial de la llamada justicia restaurativa: la reparación del daño. Desviar la terminación anticipada iría en franca oposición al espíritu de la norma creada por el legislador, así como en contra del avance y de la finalidad del propio sistema acusatorio, por prevalecer la idea de que los juicios orales son un modelo de justicia que busca el castigo en sí mismo y se aleja de los modelos de reinserción del delincuente, de la restauración del tejido social y de la reparación de los daños que genera el delito.

				III. La terminación anticipada y los fines del proceso

				El artículo 20, apartado A, fracción VII, de la Constitución establece que una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición por parte del acusado, se podrá decretar su terminación anticipada, en los supuestos y bajo las modalidades que determine la ley: 

				• Si el imputado reconoce ante la autori-dad judicial su participación en el delito, voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias.

				• Si existen medios de convicción sufi-cientes para corroborar la imputación y el juez cita a audiencia de sentencia.

				• La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al imputado cuando acepte su responsabilidad.
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				Así pues, es posible afirmar que el proce-dimiento abreviado es un principio general del proceso penal. De acuerdo con la Real Academia de la Lengua Española, prin-cipio es una ley o regla que se cumple o que debe seguirse con cierto propósito, es decir, un principio no queda simple y llanamente reducido a establecer determi-nadas circunstancias, sino que además de establecerlas busca un propósito dentro del marco en el que se ve verificado. 

				 Atendiendo a los fines del procedi-miento penal, debe interpretarse de mane-ra armónica el contenido del numeral 20 constitucional, apartado A, fracciones I a VII, a partir de lo cual surgiría un procedi-miento ágil, rápido y libre de obstáculos, que cumple además con las expectativas del artículo 17 constitucional. Asimismo, tendrá que buscarse el esclarecimiento de los hechos, ya que evidentemente se deben tener por constatados en la sen-tencia que se emite, lo cual constituye una verdad legal sobre los hechos com-probados; además, se emitirá un pronun-ciamiento sobre la responsabilidad de una persona respecto de esos hechos, ya que el acusado tiene que aceptar su respon-sabilidad, como parte de los elementos que se requieren para la tramitación del procedimiento abreviado. 

				Se ha señalado que el procedimiento abreviado tiende a proteger al inocen-te, porque cuando el acusado acepta su responsabilidad se rompe la inercia de la presunción de inocencia, adicional al hecho de que el juez de control debe verificar que los elementos de convicción (datos de prueba) que presenta el Ministe-

			

		

		
			
				rio Público sustenten la acusación y, por ende, la responsabilidad del acusado. Si relacionamos la aceptación de esa res-ponsabilidad y los medios de convicción que lo acreditan, es claro que ya no se está frente a una persona inocente, pues en sentido contrario —al menos legalmen-te— no sería lógico que el acusado acepte la responsabilidad de un hecho que no cometió. Es por lo anterior que se expresa que la terminación anticipada protege al inocente, al considerar que la sentencia dictada destruiría —como se señaló— la presunción de inocencia.

				Del mismo modo, este procedimiento garantiza que el culpable no quede impune, aspecto preponderante en el procedimiento abreviado, pues para la emisión de la sen-tencia, de conformidad con lo establecido por el artículo 203 del Código Nacional de Procedimientos Penales, debe verificarse el necesario control sobre los elementos de convicción que presenta el Ministerio Públi-co. Lo anterior con la finalidad de corrobo-rar que estos efectivamente sustenten la acusación y garanticen la emisión de una sentencia condenatoria. En caso contrario, es decir, si no hay elementos para acreditar la acusación, el juez de control rechazaría la solicitud para tramitar el procedimiento abreviado, ya que en ese entendido se debe reservar el aspecto relativo a la valoración probatoria como tal, en lo específico, a lo que se verifique dentro de un juicio, lo que se considera representa un filtro que, por un lado, asegura que no exista impunidad y, por otro, que solo sea condenado cuando existan elementos de cargo que permitan tal determinación. 
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				La sentencia de un proceso abreviado es necesariamente condenatoria, ya que libra de la carga probatoria al Ministerio Público y los elementos de convicción se analizan a partir de su contenido y preexis-tencia en la investigación, corroborando solo que estos sean idóneos, suficientes y razonables para acreditar la acusación. A diferencia de un juicio oral, en este pro-cedimiento no existe la necesidad de que la fiscalía demuestre la culpabilidad deuna persona a través del desahogo de pruebas. En un juicio, debido a la exis-tencia de tecnicismos, de yerros técnicos o por una deficiencia probatoria (que no se presente, por ejemplo, la víctima o un testigo), no se garantiza ni asegura que no haya impunidad, pues incluso el resul-tado del juicio podría ser una sentencia absolutoria. Lejos de generar certezas y justicia, el juicio podría producir impuni-dad, cuando obedece a errores o a cues-tiones humanas. Por el contrario, la figura del procedimiento abreviado garantiza que no exista impunidad, pues se asegura una sentencia condenatoria, de acuerdo con lo establecido en el numeral 203 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

				Finalmente, la reparación del daño como elemento necesario para la autorización del procedimiento abreviado, debe ser analizada a partir de la visión de la víctima. Tendrá que asegurarse el cumplimiento de tal obligación una vez que se determine su existencia, sin que ello implique su previo pago o el pago inmediato como condición sine qua non para poder autorizar la ter-minación anticipada. Esta reparación no contempla únicamente el aspecto econó-

			

		

		
			
				mico o monetario, sino también medidas de no repetición, de satisfacción y, desde luego, de compensación, establecidas en la Ley General de Víctimas. 

				Si la víctima solo está interesada en la reparación del daño, el largo camino del juicio oral podría ser tortuoso para ella. Sin embargo, buscar una pena ejemplar para el imputado no debiera ser un argumento para llevar un asunto a juicio, ya que este no asegura una condena y, aun conseguida esta, no garantiza que vaya a aplicarse la pena más alta.

				En este sentido, el procedimiento abre-viado privilegia el derecho que tiene la víc-tima a que le sean reparados los daños, así también puede evitar su revictimización o, cuando menos, eximirla de ciertas moles-tias adicionales a las que ya se generaron con el delito. Si la fiscalía no optara por este procedimiento, podría, incluso, violentar los derechos de las víctimas en lo relativo a su derecho a la impartición de justicia pronta que dispone el ya mencionado artículo 17 de la Carta Magna, aun cuando se insiste que debe privilegiarse la solución del conflicto.

				IV. Consideraciones sobre el control del procedimiento abreviado

				El procedimiento abreviado, si bien implica un derecho para las partes al permitirles el acceso a una justicia pronta, para el acu-sado representa la posibilidad de obtener un beneficio al aceptar el procedimiento, y, desde luego, a la víctima le asegura la reparación del daño. 
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				El constituyente no consideró la nece-sidad de ceñirlo a un simple derecho para el acusado y la víctima, pues es claro que este no solo favorece sus intereses, sino también los del Estado, al revocar la nece-sidad de probar del Ministerio Público; además de propiciar el ahorro de recursos, no solo materiales, sino todos aquellos que involucra la celebración de un juicio. 

				 Así pues, el procedimiento abreviado se considera un principio, porque necesaria-mente repercute en todas las partes, y una garantía, porque es una regla de observancia general, cuyo objetivo es salvaguardar losderechos de todas las partes y asegurar los fines del proceso penal.

				Sin embargo, con lo anteriormente expresado no es mi intención afirmar que se trate de un simple derecho, ya que de ser así tendría que observarse oficiosamente, es decir, en aras de salvaguardarlo el juez podría obligar a las partes a someterse a este proceso y —repito— no es adecuado, a menos que exista la voluntad de las partes y, particularmente, la del acusado al ser asistido por la presunción de inocencia.

				Es necesario que exista un control sobre las determinaciones asumidas en el proce-dimiento abreviado, ya que en la práctica se han encontrado situaciones tales como que el ministerio público ha interpuesto negativas para plantear dichos procesos, incluso cuando la víctima no presenta opo-sición; las fiscalías obstaculizan su autori-zación, lo que genera la posibilidad de que pudieran violarse derechos de las partes relacionados con la terminación anticipada. Por todo lo anterior se debe ejercer control cuando menos para verificar la legalidad de 

			

		

		
			
				la decisión asumida por la fiscalía, y no solo considerar que, por ser un planteamiento que corresponde a la representación social, se debe seguir su inercia. 

				En la tesis emitida por el Pleno del Tercer Circuito, de rubro “Reducción de la pena para dar por terminado anticipadamente el proceso penal, a través de un procedimiento abrevia-do. Cuando se impugna a través del juicio de amparo indirecto la resolución ministerial que la niega, se actualiza una causa manifiesta e indudable de improcedencia”,4 se expresa que la determinación del Ministerio Público no constituye un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, lo que implica entonces que no es susceptible de impugnarse por ese medio. Es importante señalar que no comparto dicho criterio, ya que, aunque en un proceso acusatorio el Ministerio Público es formalmente una par-te, en la determinación del procedimiento abreviado (no en lo relativo a su facultad para decidir una disminución de la pena) actúa con autoridad, debido al impacto quetiene en los gobernados, a la decisión que asume en dicha terminación anticipada (lo que considero que le da la naturaleza de un acto de autoridad) y, en consecuencia, esta debe estar legalmente sustentada.

				 Independientemente de si procede o no el juicio de amparo, considero que el juez de control está facultado para realizar comprobación sobre las determinaciones del Ministerio Público. Si, por un lado, de acuerdo con la jurisprudencia citada, se le otorga calidad de parte a este órgano, 

				
					4	PC.III.P. J/17 P (10a.) 2222, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 57, t. II, agosto de 2018.
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				el juez del proceso debe controlar su actuación y, por otro —más importante aún—, debe acatar la obligación de control convencional relativa a que todo ente del Estado mexicano está obligado a observar (artículo 1º constitucional) no solo el derecho fundamental que tienen todas las partes a un recurso efectivo y sencillo, sino las determinaciones del Ministerio Publico, pues representa la única forma de contrapeso a la actuación estatal. De esta forma, y en el caso particular del Ministerio Público, se evitan actuaciones arbitrarias, selectivas o discriminatorias, y eventualmente se pre-vienen casos de corrupción, al existir una potestad sin controles.

				En mi opinión, el control judicial es el único medio que podría asegurar el cumpli-miento de los principios de transparencia, imparcialidad y justicia, al no atender a capri-chos o decisiones sin sustento, pues exige un mínimo de fundamentación y motivación. Al respecto, el artículo 16 constitucional establece que los actos de molestia deberán estar fundados y motivados, además de ser susceptibles de impugnarse como parte del derecho a un recurso, que no solo es parte del debido proceso, sino también derecho humano, reconocido convencionalmente. Las partes deben ser escuchadas a fin de controvertir los actos de autoridad que hacia ellos se dirigen.

				Ahora bien, se considera que el control jurisdiccional sobre la negativa ministerial del procedimiento abreviado —o sobre el condicionamiento para su apertura, por cuestiones no previstas expresamente en la ley— se explica por la limitación que el representante social hace respecto de un 

			

		

		
			
				principio general (terminación anticipada) que reconoce el artículo 20, apartado A, fracción VII, constitucional. La determina-ción debe estar fundada y motivada, a fin de que las demás partes, en aras de privilegiar y respetar ese principio, conozcan lo que la origina. Por ende, la negativa de plantear un procedimiento abreviado no encuentra fundamento legal alguno.

				El Código Nacional de Procedimien-tos Penales regula el procedimiento abreviado en su libro segundo, título pri-mero, constituyéndolo como una forma de terminación anticipada del proceso, y establece sus reglas de operación en el capítulo cuarto del mismo libro. Por su parte, en el artículo 201 del CNPP determina que, para autorizar este procedimiento, el juez de control debe verificar en la audiencia los requisitos señalados, en principio, la solicitud y la formulación de acusación por parte del Ministerio Público, exponiendo los datos de prueba que la sustenten, lo que no implica que posea la facultad de negar la apertura de un procedimiento. Si no existe interés en presentar acusación, por ende, no hay necesidad de proponer este mecanismo.

				A partir de lo anterior resulta un contra-sentido que, si el Ministerio Público desea sustentar una acusación en contra de alguien para generar una condena, no proponga el proceso abreviado solo para que el acusado no obtenga un beneficio respecto de la pena que se le podría imponer, o bien no pueda alcanzar un beneficio penal, pues la causa teleológica de la acusación se habría cumplido al generarse una condena, independiente-mente de las consecuencias que de la misma 
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				devengan. De ser así, se estaría supeditando la celebración del juicio oral al capricho de lafiscalía para obtener una pena más alta, sin que necesariamente pueda asegurar en principio la condena. Por ello, no se otorga facultad alguna al Ministerio Público para negar el abreviado.

				La fracción II del artículo 201 del Código Nacional de Procedimientos Penales se refiere a la oposición de la víctima, la cual debe estar debidamente fundada, y la repa-ración del daño deberá estar cuando menos garantizada para generar la autorización correspondiente. Por último, la fracción IIIatañe a la voluntad del acusado para someterse al procedimiento abreviado, si el Ministerio Público presenta la solicitud, de lo contrario se estarían vulnerando los derechos de la víctima y del propio acusado, considerando el interés que ambos podrían tener en que se genere este procedimiento.

				Ahora bien, el numeral 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en su primer párrafo, establece que el Ministerio Público podrá solicitar la apertura de este procedimiento después de que se dicte el auto de vinculación a proceso y hasta antes de la emisión del auto de apertura a juicio oral. Dicho precepto no establece una facultad expresa de la fiscalía para decidir en qué asuntos procederá el planteamiento y en cuáles no, sino la oportunidad en la que se puede realizar la solicitud. 

				El párrafo segundo del numeral en análisis señala que todas las partes serán citadas a la audiencia, de lo que tampoco se desprende una facultad. Por su parte, el párrafo quinto dispone que el Minis-terio Público, al solicitar la pena, deberá 

			

		

		
			
				observar el acuerdo que al efecto emita el procurador, aspecto del que se desglosa el reconocimiento legal de los acuerdos que se emitieron en algunas fiscalías para atender las disminuciones de la pena. 

				Paralelamente, en el artículo 203 del Código Nacional de Procedimientos Penales se establecen las condiciones de admisibilidad de la terminación anticipada, las cuales serán observadas por el juez de control para establecer certeza jurídica y garantizar que no haya impunidad, ya que estas prevén la verificación de los medios de convicción que corroboran la acusación. 

				El artículo 204 del Código Nacional de Procedimientos Penales señala el momen-to para fundar la oposición de la víctima cuando no está garantizada la reparación del daño.5 

				El diverso 205, por su parte, establece el trámite del procedimiento, esto es, una vez que el Ministerio Público ha hecho la solicitud en la que expone la acusación, el juez de control deberá verificar que esté debidamente soportada, además de cons-tatar si hay oposición fundada de la víctima y, por último, constatar la voluntad, libre y consciente, del acusado de someterse a la terminación anticipada, lo que no inspira facultad expresa alguna en favor de la representación social.

				El artículo 206 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece el fundamento de la sentencia emitida, así como el plazo con que cuenta el juez 

				
					5	Al respecto, véase el artículo de mi autoría: “Sobre el procedimiento abreviado y la ‘garantía’ de reparación del daño”, Revista del Instituto de la Judicatura Federal, núm 45, enero-junio de 2018. 
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				para ello. Además, designa un apartado a la seguridad jurídica de los intervinientes, principalmente del Ministerio Público y, de manera extensiva, de la víctima, en el sentido de que no podrá imponerse una pena distinta o de mayor alcance a la que fue solicitada por la fiscalía, lo que denota certeza en cuanto a que el juez, al no realizar una individualización de las penas, no podría imponer penas diferentes, aunque también brinda certeza al acusado de que no se impondrá una pena mayor a la que solicitó el Ministerio Público.

				El procedimiento abreviado es una figu-ra similar al acuerdo de culpabilidad en el derecho anglosajón, a saber, se trata de una forma de solucionar el conflicto gracias a la aceptación de culpabilidad por parte del acusado, lo que, necesariamente, debe proporcionarle algún beneficio, como la posi-bilidad de obtener una reducción de la pena. Asimismo, el juez debe fijar la reparación del daño como una garantía para la víctima.

				Finalmente, el numeral 207 del Código Nacional de Procedimientos Penales deter-mina que la existencia de varios imputados no impedirá que se aplique la terminación anticipada en lo individual, lo que tampoco representa facultad ministerial alguna.

				Así pues, a través del contenido de los preceptos del Código Nacional de Procedi-mientos Penales, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, relativos al procedimiento abreviado, afirmo que el Ministerio Público no tiene facultad expresa legal, constitucional o convencional para determinar la negativa 

			

		

		
			
				de solicitar el abreviado, ni para requerir mayores condiciones a las expresamente señaladas en los preceptos del Código Nacional de Procedimientos Penales, pues en caso de hacerlo estarían infundadas, amén de que tendría una motivación poco adecuada. Lo anterior debido a que no es una facultad de la representación social. De no generarse la terminación anticipada, se violentan los derechos del acusado y de la víctima, además de no cumplirse con las finalidades del proceso penal ni el derecho a la verdad, pues la sentencia emitida es una verdad legal sobre los hechos juzgados. 

				V. Sobre la facultad de reduCción de la pena

				En el procedimiento abreviado, la potestad del Ministerio es la decisión de reducir la pena, según lo estipula el artículo 202 del Código Nacional de Procedimientos Pena-les, el cual establece: 

				III. El Ministerio Público podrá solicitar la reducción de hasta una mitad de la pena mínima, en los casos de delitos dolosos, y hasta dos terceras partes de la pena mínima, en el caso de delitos culposos, de la pena de prisión que le correspondiere al delito por el cual se acusa. 

				IV. En cualquier caso el Ministerio Público podrá solicitar la reducción de hasta un tercio de la mínima en caso de delitos dolosos y hasta en una mitad de la mínima en el caso de delitos culposos, de la pena de prisión.
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				El procedimiento abreviado. ¿Facultad ministerial no sujeta a control?
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				La facultad del Ministerio Público, en torno al procedimiento abreviado, radica en la decisión acerca del límite sancionatorio sobre el que el juzgador habrá de imponer la pena, esto es, decidir si el acusado será sujeto de reducción de la pena y en qué medida, lo cual refrenda el carácter legal del poder punitivo del Estado. 

				A diferencia del juicio, donde el juez debe considerar los aspectos propios del delito y del responsable con la finalidad deindividualizar la pena, para determinar cómo aplicar los parámetros de punibilidad esta-blecidos en la ley, en el procedimiento abre-viado solo debe considerarse lo pactado entre el Ministerio Público y el acusado. La decisión ministerial sobre la reducción, como beneficio por el reconocimiento de la culpabilidad que hace el acusado, sirve como factor de negociación, ya que a partir de la solidez y gravedad de la acusación se podrá definir el aumento o disminución de la pena. Dicha negociación deberá pri-vilegiar la terminación pronta y efectiva, acorde con las pretensiones del Estado o, en caso contrario, direccionar la voluntad de las partes hacia el juicio oral.

				El concurso real de delitos, reglamentado en el artículo 79 del Código Penal para el Distrito Federal, también puede ser sujeto de negociación, a saber, sancionar por el delito que merece la pena mayor sin incrementarla con la de los ilícitos restantes. 

				Así pues, la tesis de rubro “Concurso de delitos, facultad exclusiva de las autorida-des judiciales en la imposición de las penas”6 y el mencionado artículo 79 del Código 

				
					6	Tesis: 1a./J. 5/93, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. XXI, mayo de 2005, p. 89.

				

			

		

		
			
				Penal para el Distrito Federal resultan apli-cables. En principio se determinaría que el Ministerio Público solicite la aplicación del concurso en la imposición de las penas y que el juez la determine según su propio arbitrio, así como fundando y motivando su decisión, es decir, que decida si solo habrá de imponer la pena mayor del delito, o bien si se incrementará con la de los restantes.

				 En torno a la facultad ministerial sobre la reducción de la pena, se citan las siguientes tesis: “Procedimiento abreviado. Su naturaleza frente a los derechos de la víctima u ofendido del delito”7 y la diversa “Procedimiento abrevia-do. La solicitud de reducción de la pena en los supuestos del artículo 202, párrafos tercero y cuarto, del Código Nacional de Procedimientos Penales, debe autorizarse en definitiva por el subprocurador de procesos de la Procuraduría General de Justicia (Sistema Penal Acusatorio en la Ciudad de México)”.8 Ambas reconocen la facultad de las fiscalías para establecer lareducción de la pena. 

				La tesis citada, en primer término, señala que el procedimiento abreviado no solo pretende solucionar el conflicto anticipadamente, refiriéndose al tiempo, sino también garantizar los derechos de la sociedad y evitar la impunidad, además delos derechos de la víctima u ofendido del delito (derechos relativos al acceso a la justicia, al conocimiento de la verdad y a la reparación del daño). Postura que 

				
					7	Tesis: II.2o.P.75 P (10a.), Semanario Judicial de la Fe-deración, Décima Época. 

					8	Tesis: I.7o.P.104 P (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 53, t. III, abril de 2018, p. 2271.
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				comparto como he plasmado a lo largo de este documento.

				VI. Conclusiones

				El procedimiento abreviado sigue siendo un proceso especial incomprendido, debido a su contraste con los paradigmas penales teóricos existentes en el proceso tradicional o mixto, de ahí la renuencia a reconocerlo como un mecanismo de apoyo a la procu-ración e impartición de justicia. 

				Se tiene la idea de que, al representar un beneficio punitivo para el acusado, este pro-ceso contraviene la idea del “castigo ejem-

			

		

		
			
				plar” que debería significar la pena, sin pensar en la resocialización del delincuente o en la justicia restaurativa para el afectado. En reali-dad, la terminación anticipada de un proceso permite atender de manera eficaz y pronta los derechos y principios constitucionales que norman el actual sistema de justicia penal. De esta manera, el juez de control puede y debe vigilar, tanto en el orden legal como convencional, las decisiones que pueden impactar la tramitación de este proceso, primordialmente cuando puede ser utilizado como una forma de justicia selectiva o discri-minatoria, e incluso descansar en cuestiones ilícitas, llevando con ello a la violación de los derechos fundamentales y humanos del acusado o de la víctima. 
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				La vida de Lazarillo de Tormes 

				y de sus fortunas y adversidadeses

			

		

		
			
				Pensé muchas veces irme de aquel mezquino amo, mas por dos cosas lo dejaba: la primera, por no me atrever a mis piernas, por temer de la flaqueza que de pura hambre me venía; y la otra, consideraba y decía: «Yo he tenido dos amos: el primero traíame muerto de hambre, y dejándole topé con esto otro que me tiene ya con ella en la sepultura. Pues si de éste desisto y doy en otro más bajo, ¿qué será sino fenecer?».
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				Esta obra de autor anónimo, cuyas primeras ediciones datan de 1554, cuenta la vida de un niño de origen humilde y su difícil “ascensión” en la escala social, gracias a su astucia para enfrentar las circunstancias hostiles de la sociedad en la que crece. 

				La singularidad de esta novelita, precursora de la picaresca, estriba en que en la lite-ratura europea no existía un género en el que un personaje de la paupérrima categoría deLázaro se erigiera como principal y relatara “las minucias cotidianas de la existencia”,1 dejando de lado la tradición de la narrativa caballeresca, romántica y pastoril. 

				El Lazarillo está compuesto por siete secciones que el autor divide a manera de “tratados” y en cada uno narra las peripecias de nuestro antihéroe con sus distintos amos, el primero de ellos es un ciego a quien la madre de Lázaro, encontrándose viuda y desprotegida, confía el cuidado de su hijo. Este hombre le muestra la realidad del mundo a través de difíciles lecciones: “después de Dios, éste me dio la vida, y siendo ciego, me alumbró y adestró en la carrera de vivir”.2 Asistimos, pues, al desarrollo del niño que deviene diestro en las artes del engaño con la única finalidad de sobrevivir. 

				Cada una de las aventuras que Lázaro vive es una crítica a la sociedad y a las instituciones de la época, enfatizando en el clero. Así vemos que su segundo amo, un religioso avaro, en lugar de comportarse piadosamente con el pequeño huérfano casi lo mata de hambre y de las golpizas que le propina; el siguiente, un escudero —hidalgo empobrecido—, muestra más humanidad con el muchacho, pero su orgullo y su origen noble le impiden conseguir un sustento para sí mismo y Lázaro es quien se lo proporcio-na. Posteriormente se encuentra al buldero, quien resulta ser un falso funcionario de la Iglesia, un estafador muy hábil en el uso de la palabra, “en todos sus amos Lázaro podría observar la eficacia de la engañosa retórica y la hipócrita elocuencia”;3 luego un fraile; un pintor de panderos, un capellán y finalmente un alguacil. En total ocho amos a lo largo del relato. Luego se “independiza” y se hace pregonero, para encontrarse, al final, con un sacerdote, el arcipreste de San Salvador, quien se convierte en su protector y lo casa con una de sus criadas, otorgándole además un “oficio real” (una plaza de funcionario). 

				El pretexto de Lázaro para contar su vida, según él mismo lo explica al principio, es el asunto que un eclesiástico investiga, al sospechar de la relación amorosa de la esposa de Lázaro con el arcipreste de San Salvador. Incluso a sabiendas de que esta mujer es la barragana del religioso, Lázaro esboza una serie de justificaciones que solo muestran el “abismo del envilecimiento moral en el que ha caído Lázaro”,4 y prefiere no hacer caso a murmuraciones antes de perder su nuevo estatus. El adulto que de niño 

				
					1	Lazarillo de Tormes, edición, estudio y notas de Francisco Rico, con la colaboración de Joaquín Forradellas, Gonzálo Pontón y el Centro para la edición de los Clásicos Españoles, presentación a la edición mexicana de Margit Frenk, México, Academia Mexicana de la Lengua, Real Academia Española, 2017, p. xiv.

					2	Ibidem, p. 13.

					3	Zimic, Stanislav, Apuntes sobre la estructura paródica y satírica del Lazarillo de Tormes, Madrid, Iberoamericana, 2000, p. 18. 

					4	Lazarillo de Tormes, op. cit., p. x.
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				padeció hambre, frío y golpizas teme encontrarse de nuevo en la mendicidad si denun-cia la comprometedora situación de su protector, lo que lo deja, a su vez, bastante mal parado por tratarse de su mujer. 

				Debido a estas menciones de hombres religiosos que conviven con mujeres o que se sirven de la palabra para engañar a los fieles, esta obra fue prohibida por la Inquisición en 1559; volviéndose a publicar en 1573, pero con la omisión de ciertos episodios, entre los que se encontraban el del buldero y el del fraile. 

				La situación de desamparo de un menor de edad era bastante común en esa época; existía, incluso, una institución jurídica encargada del cuidado de estos niños, llamada padre de huérfanos:5 

				Niños como Lázaro, huérfanos, que vagabundeaban mendigando limosna o sirvien-do en calidad de mozos, eran, por desgracia, espectáculo tan cotidiano, que las gentes los contemplaban con absoluta indiferencia. Ya hemos aludido […] a los de-cretos de las Cortes que procuraban subsanar y reglamentar estas lamentables si-tuaciones. En algunas localidades, como Navarra y Aragón o Valencia, se llegó a crear el oficio de ‘padre de huérfanos’, cuya misión consistía en buscar amo a los niños que iban pidiendo limosna o devolverlos a los amos de quien habían huido. Así, el ‘padre de huérfanos’ debía ir por las ‘carnicerías, plazas y lugares públicos de la ciudad por hallar a algunos que siendo sanos y pudiendo servir a amo, se echan a la gallofería y comen de los pobres’; y tenía derecho, y obligación, de aplicarles diversas penas, más duras, sin duda, que las que recibe Lázaro.

				¿De qué forma han evolucionado las instituciones jurídicas que protegen a los meno-res? La literatura es ficción, pero también reflejo de las circunstancias sociales de cada época. En pleno siglo xxi, ¿la infancia y la adolescencia cuentan con un contexto idóneo para un desarrollo digno? ¿Qué lleva a un menor a quebrantar la ley? De acuerdo con especialistas en materia de justicia para adolescentes, entre las principales razones se encuentran las condiciones socioeconómicas y psicoemocionales, es decir, influye en gran medida si sufren violencia al interior del hogar o provienen de familias desinte-gradas, de escasos recursos o sin escolaridad. La familia es un elemento fundamental en el crecimiento del menor, como lo expresa Silvia Baum: “El ser humano nace en el seno de una familia y se desarrolla en ella no solo de manera física, sino también afec-tiva, intelectual y espiritual, ya que allí aprende su código de vida: quién es, de dónde viene, las reglas de convivencia y los modos de comunicación e inserción dentro de la sociedad”. 6 Por una parte, la familia y el entorno inmediato del niño, niña o adolescente 

				
					5	La vida de Lazarillo de Tormes, y de sus fortunas y adversidades, edición, introducción y notas de Alberto Blecua, Madrid, Castalia, 1975, pp. 16 y 17.

					6	Baum Wollenstein, Silvia, “Los vínculos familiares y su importancia”, Serie Justicia y Derecho 29 “Tercer Ciclo de Conferen-

				

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				REVISTA EL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO

			

		

		
			
				112

			

		

		
			[image: Lazarillo de Tormes.png]
		

		
			
				determinarán la forma en la que este consigue desarrollarse; por otra, el Estado deberá vigilar que el medio social sea el propicio, contar con una política de prevención que contemple los diversos organismos involucrados en el cuidado de la infancia y estipular sanciones acordes con las características de los menores que cometan algún ilícito. 

				A continuación, se transcribe el episodio en el que Lázaro cuenta su origen y la forma en que llega con el ciego, su primer amo. Este “tratado”, al que podemos definir circular, abre con la primera “lección” que el ciego le da al personaje y cierra con la venganza de este último y su huida. 

				Medina del Campo, «en la imprenta de Mateo y Francisco del Canto», 1554

				Portada (folio Ai).7

				Pues sepa Vuestra Merced, ante todas cosas, que a mí llaman Lázaro de Tormes, hijo de Tomé González y de Antona Pérez, naturales de Tejares, aldea de Salamanca. Mi naci-miento fue dentro del río Tormes, por la cual causa tomé el sobrenombre, y fue de esta manera: mi padre, que Dios perdone, tenía cargo de proveer una molienda de una aceña que está ribera de aquel río, en la cual fue molinero más de quince años; y estando mi madre una noche en la aceña, preñada de mí, tomole el parto y pariome allí. De manera que con verdad me puedo decir nacido en el río. 

				
					cias. El papel de la psicología en la impartición de justicia”, México, Instituto de Estudios Judiciales, Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 2019, p. 45.

					7	Lazarillo de Tormes, op. cit., p. 93.
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				Pues siendo yo niño de ocho años achacaron a mi padre ciertas sangrías mal hechas en los costales de los que allí a moler venían, por lo cual fue preso, y confesó y no negó, y padeció persecución por justicia. Espero en Dios que está en la gloria, pues el Evangelio los llama bienaventurados. En este tiempo se hizo cierta armada contra moros, entre los cuales fue mi padre, que a la sazón estaba desterrado por el desastre ya dicho, con cargo de acemilero de un caballero que allá fue, y con su señor, como leal criado, feneció su vida. 

				Mi viuda madre, como sin marido y sin abrigo se viese, determinó arrimarse a los buenos, por ser uno de ellos, y vínose a vivir a la ciudad y alquiló una casilla, y metíase a guisar de comer a ciertos estudiantes y lavaba la ropa a ciertos mozos de caballos del Comendador de la Magdalena, de manera que fue frecuentando las caballerizas. 

				Ella y un hombre moreno de aquellos que las bestias curaban vinieron en conoci-miento. Éste algunas noches se venía a nuestra casa y se iba en la mañana. Otras veces, de día llegaba a la puerta, en achaque de comprar huevos, y entrábase en casa. Yo, al principio de su entrada, pesábame con él y habíale miedo, viendo el color y mal gesto que tenía, mas de que vi que su venida mejoraba el comer fuile queriendo bien, porque siempre traía pan, pedazos de carne y en el invierno leños, a que nos calentábamos. 

				De manera que, continuando la posada y conversación, mi madre vino a darme un negrito muy bonito, el cual yo brincaba y ayudaba a calentar. Y acuérdome que estando el negro de mi padrastro trebejando con el mozuelo, como el niño vía a mi madre y a mí blancos y a él no, huía de él, con miedo, para mi madre y señalando con el dedo decía:

				—¡Madre, coco!

				Respondió él riendo:

				—¡Hideputa!

				Yo, aunque bien mochacho, noté aquella palabra de mi hermanico y dije entre mí: «¡Cuántos debe de haber en el mundo que huyen de otros porque no se ven a sí mismos!».

				Quiso nuestra fortuna que la conversación del Zaide, que así se llamaba, llegó a oídos del mayordomo, y, hecha pesquisa, hallose que la mitad por medio de la cebada que para las bestias le daban hurtaba, y salvados, leña, almohazas, mandiles, y las mantas y sábanas de los caballos hacía perdidas; y cuando otra cosa no tenía, las bestias desherraba, y con todo esto acudía a mi madre para criar a mi hermanico. No nos maravillemos de un clérigo ni de un fraile porque el uno hurta de los pobres y el otro de casa para sus devotas y para ayuda de otro tanto, cuando a un pobre esclavo el amor le animaba a esto.

				Y probósele cuanto digo y aún más, porque a mí con amenzas me preguntaban, y, como niño, respondía y descubría cuanto sabía, con miedo: hasta ciertas herraduras que por mandato de mi madre a un herrero vendí. Al triste de mi padrastro azotaron y pringa-ron, y a mi madre pusieron pena por justicia, sobre el acostumbrado centenario, que en casa del sobredicho comendador no entrase ni al lastimado Zaide en la suya acogiese.
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				Por no echar la soga tras el caldero, la triste se esforzó y cumplió la sentencia, y, por evitar peligro y quitarse de malas lenguas, se fue a servir a los que al presente vivían en el mesón de la Solana; y allí, padeciendo mil importunidades, se acabó de criar mi her-manico hasta que supo andar, y a mí hasta ser buen mozuelo, que iba a los huéspedes por vino y candelas y por lo demás que me mandaban.

				En este tiempo vino a posar al mesón un ciego, el cual, pareciéndole que yo sería para adestralle, me pidió a mi madre, y ella me encomendó a él, diciéndole como era hijo de un buen hombre, el cual por ensalzar la fe habría muerto en la de los Gelves, y que ella confiaba en Dios no saldría peor hombre que mi padre, y que le rogaba me tratase bien y mirase por mí, pues era huérfano. Él respondió que así lo haría y que me recibía, no por mozo, sino por hijo. Y así le comencé a servir y adestrar a mi nuevo y viejo amo. 

				Como estuvimos en Salamanca algunos días, pareciéndole a mi amo que no era la ganancia a su contento, determinó irse de allí; y cuando nos hubimos de partir, yo fui a ver a mi madre, y, ambos llorando, me dio su bendición y dijo:

				—Hijo, ya sé que no te veré más. Procura ser bueno, y Dios te guíe. Criado te he y con buen amo te he puesto: válete por ti. 

				Y así me fui para mi amo, que esperándome estaba. Salimos de Salamanca, y, llegando a la puente, está a la entrada de ella un animal de piedra, que casi tiene forma de toro, y el ciego mandome que llegase cerca del animal y, allí puesto, me dijo:

				—Lázaro, llega el oído a este toro y oirás gran ruido dentro de él.

				Yo simplemente llegué, creyendo ser así. Y como sintió que tenía la cabeza par de la piedra, afirmó recio la mano y diome una gran calabazada en el diablo del toro, que más de tres días me duró el dolor de la cornada, y díjome:

				—Necio, aprende, que el mozo del ciego un punto ha de saber más que el diablo. —Y rio mucho la burla.

				Pareciome que en aquel instante desperté de la simpleza en que, como niño, dormido estaba. Dije entre mí: «Verdad dice éste, que me cumple avivar el ojo y avisar, pues solo hoy, y pensar cómo me sepa valer».

				Comenzamos nuestro camino y en muy pocos días me mostró jerigonza; y como me viese de buen ingenio, holgábase mucho y decía:

				—Yo oro ni plata no te lo puedo dar, mas avisos para vivir muchos te mostraré. —Y fue así, que, después de Dios, éste me dio la vida y, siendo ciego, me alumbró y adestró en la carrera de vivir. 

				Huelgo de contar a Vuestra Merced estas niñerías, para mostrar cuánta virtud sea saber los hombres subir siendo bajos, y dejarse bajar siendo altos cuánto vicio.

				Pues, tornando al bueno de mi ciego y contando sus cosas, Vuestra Merced sepa que, desde que Dios crió al mundo, ninguno formó más astuto ni sagaz. En su oficio era un águila. Ciento y tantas oraciones sabía de coro. Un tono bajo, reposado y muy sonable, que hacía resonar la iglesia donde rezaba; un rostro humilde y devoto, que con 
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				muy buen continente ponía cuando rezaba, sin hacer gestos ni visajes con boca ni ojos, como otros suelen hacer. Allende de esto, tenía otras mil formas y maneras para sacar dinero. Decía saber oraciones para muchos y diversos efectos: para mujeres que no parían, para las que estaban de parto, para las que eran malcasadas, que sus maridos las quisiesen bien. Echaba pronósticos a las preñadas, si traía hijo o hija. Pues en caso de medicina decía que Galeano no supo la mitad que él para muelas, desmayos, males de madre […].

				Mas también quiero que sepa Vuestra Merced que, con todo lo que adquiría y tenía, jamás tan avariento ni mezquino hombre no vi, tanto, que me mataba a mí de hambre y a sí no se demediaba de lo necesario. Digo verdad: si con mi sotileza y buenas mañas no me supiera remediar, muchas veces me finara de hambre. Mas, con todo su saber y aviso, le contraminaba de tal suerte, que siempre o las más veces me cabía lo más y mejor. Para esto, le hacía burlas endiabladas, de las cuales contaré algunas, aunque no todas a mi salvo. 

				Él traía el pan y todas las otras cosas en un fardel de lienzo que por la boca se cerraba con una argolla de hierro y su candado y llave; y al meter de las cosas y sacallas, era con tanta vigilancia y tan por contadero, que no bastara todo el mundo a hacerle menos una migaja. Mas yo tomaba aquella laceria que él me daba, la cual en menos de dos bocados era despachada. Después que cerraba el candado y se descuidaba pensando que yo estaba entendiendo en otras cosas, por un poco de costura, que muchas veces del un lado del fardel descosía y tornaba a coser, sangraba el avariento fardel, sacando no por tasa pan, mas buenos pedazos, torreznos y longaniza. Y así buscaba conveniente tiempo para rehacer, no la chaza, sino la endiablada falta que el mal ciego me faltaba.

				[…]

				Usaba poner cabe sí un jarrillo de vino, cuando comíamos. Yo muy de presto le asía y daba un par de besos callados y tornábale a su lugar. Mas turome poco, que en los tragos conocía la falta y, por reservar su vino a salvo, nunca después desamparaba el jarro, antes lo tenía por el asa asido. Mas no había piedra imán que así trajese a sí como yo con una paja larga de centeno que para aquel menester tenía hecha, la cual, metiéndola en la boca del jarro, chupando el vino lo dejaba a buenas noches. Mas, como fuese el traidor tan astuto, pienso que me sintió y dende en adelante mudó propósito y asentaba su jarro entre las piernas y atapábale con la mano y así bebía seguro. 

				Yo, como estaba hecho al vino, moría por él, y viendo que aquel remedio de la paja no me aprovechaba ni valía, acordé en el suelo del jarro hacerle una fuentecilla y aguje-ro sotil, y delicadamente, con una muy delgada tortilla de cera, taparlo; y al tiempo de comer, fingiendo haber frío, entrábame entre las piernas del triste ciego a calentarme en la pobrecilla lumbre que teníamos, y al calor de ella luego derretida la cera, por ser muy poca, comenzaba la fuentecilla a destilarme en la boca, la cual yo de tal manera ponía, que maldita la gota se perdía. Cuando el pobreto iba a beber, no hallaba nada, espantábase, maldecíase, daba al diablo el jarro y el vino, no sabiendo qué podía ser.
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				—No diréis, tío, que os lo bebo yo –decía–, pues no le quitáis de la mano. 

				Tantas vueltas y tientos dio al jarro, que halló la fuente y cayó en la burla, mas así lo disimuló como si no lo hubiera sentido. Y luego otro día, teniendo yo rezumando mi jarro como solía, no pensando el daño que me estaba aparejado ni que el mal ciego me sentía, senteme como solía. Estando recibiendo aquellos dulces tragos, mi cara puesta hacia el cielo, un poco cerrados los ojos por mejor gustar el sabroso licor, sintió el desesperado ciego que agora tenía tiempo de tomar de mí venganza, y con toda su fuerza alzando con dos manos aquel dulce y amargo jarro, le dejó caer sobre mi boca, ayudándose, como digo, con todo su poder, de manera que el pobre Lázaro, que de nada de esto se guardaba, antes, como otras veces, estaba descuidado y gozoso, verdaderamente me pareció que el cielo con todo lo que en él hay me había caído encima. 

				Fue tal el golpecillo, que me desatinó y sacó de sentido, y el jarrazo tan grande, que los pedazos de él se me metieron por la cara, rompiéndomela por muchas partes, y me quebró los dientes, sin los cuales hasta hoy día me quedé. Desde aquella hora quise mal al ciego, y, aunque me quería y regalaba y me curaba, bien vi que se había holgado del cruel castigo. Lavome con vino las roturas que con los pedazos del jarro me había hecho, y sonriéndose decía:

				—¿Qué te parece, Lázaro? Lo que te enfermó te sana y da salud. –Y otros donaires, que a mi gusto no lo eran.8

				[…]

				Visto esto y las malas burlas que el ciego burlaba de mí, determiné de todo en todo dejalle, y como lo traía pensado y lo tenía en voluntad, con este postrer juego que me hizo afirmelo más. Y fue así que luego otro día salimos por la villa a pedir limosna y había llovido mucho la noche antes; y porque el día también llovía, y andaba rezando debajo de unos portales que en aquel pueblo había, donde no nos mojábamos, mas como la noche se venía y el llover no cesaba, díjome el ciego:

				—Lázaro, esta agua es muy porfiada y cuanto la noche más cierra, más recia. Aco-jámonos a la posada con tiempo. 

				Para ir allá habíamos de pasar un arroyo, que con la mucha agua iba grande. Yo le dije:

				—Tío, el arroyo va muy ancho, mas, si queréis, yo veo por donde travesemos más aína sin nos mojar, porque se estrecha allí mucho y saltando pasaremos a pie enjuto. 

				Pareciole buen consejo y dijo:

				—Discreto eres, por esto te quiero bien. Llévame a ese lugar donde el arroyo se ensangosta, que agora es invierno y sabe mal el agua, y más llevar los pies mojados. 

				Yo que vi el aparejo a mi deseo, sáquele de bajo de los portales y llevelo derecho de un pilar o poste de piedra que en la plaza estaba, sobre el cual y sobre otros cargaban saledizos de aquellas casas, y díjele:

				
					8	Ibidem, pp. 6-18.

				

			

		

	
		
			[image: ]
		

		
			
				117

			

		

		
			
				—Tío, éste es el paso más angosto que en el arroyo hay. 

				Como llovía recio y el triste se mojaba, y con la prisa que llevábamos de salir del agua que encima nos caía, y lo más principal, porque Dios le cegó aquella hora el entendimiento (fue por darme de él venganza), creyose de mí y dijo:

				—Ponme bien derecho y cruza tú el arroyo.

				Yo le puse bien derecho enfrente del pilar, y doy un salto y póngome detrás del poste, como quien espera tope de toro, y díjele:

				—¡Sus! Saltá todo lo que podáis, porque deis de este cabo del agua.

				Aun apenas lo había acabado de decir, cuando se abalanza el pobre ciego como cabrón y de toda su fuerza arremete, tomando un paso atrás de la corrida para hacer mayor salto, y da con la cabeza en el poste, que sonó tan recio como si diera con una gran calabaza, y cayó luego para atrás medio muerto y hendida la cabeza. 

				—¿Cómo, y olistes la longaniza y no el poste? ¡Olé, olé! –le dije yo.

				Y déjole en poder de mucha gente que lo había ido a socorrer y tomo la puerta de la villa en los pies de un trote, y antes que la noche viniese di conmigo en Torrijos. No supe más lo que Dios de él hizo ni curé de lo saber.9 

				 

				
					9	Ibidem, pp. 24-26.
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				• Claudio Bernard número 60, planta baja, colonia Doctores, alcaldía Cuauhtémoc. México, Ciudad de México. 

				 Lunes a jueves de 9:00 a 15:00 y viernes de 9:00 a 14:00 horas.

				• Av. Juárez número 8, planta baja, colonia Centro, alcaldía Cuauhtémoc. México, Ciudad de México.

				 Lunes a jueves de 9:00 a 15:00 y viernes de 9:00 a 14:00 horas. 
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